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PREAMBULO 

Ante el inicio de una nueva instancia electoral, se hace ineludible  observar el mundo para 
que lo nacional tenga sentido y se inscriba en los cambios propios de ese tiempo histórico. 

El mundo acusa un momento de desconcierto. ¿Por qué, cuando han fracasado todas las 
propuestas alternativas a la democracia liberal hay tanto escepticismo sobre su sistema? ¿Por qué, 
todavía, populismos de derecha o izquierda? ¿Por qué airados nacionalismos en medio de una 
globalización arrasadora? ¿Nos resignamos ante las noticias falsas, ante los algoritmos que nos 
padronizan la vida? La inteligencia artificial, ¿nos hará espectadores de nuestra propia sociedad? 

Es hora entonces de pensar, no para extraviarnos en la parálisis del “titubeo metafísico”, que 
denunciaba Ortega en el comienzo del pasado siglo, sino para orientarnos en medio de cambios tan 
fundamentales que marcan, como se ha dicho, más que un “tiempo de cambios, un cambio de 
tiempo”. O sea, otra etapa histórica donde la economía digital -que prioriza el conocimiento- 
predomina sobre las riquezas tradicionales. Esto es particularmente importante para Uruguay, que 
seguirá basándose en su fuerza agrícola, pero ha de incorporar a ella las nuevas tecnologías, como 
ya lo viene haciendo, y desarrollar todo esa nueva economía digital. 

No es casualidad que las cinco empresas de mayor cotización bursátil sean Amazon, Apple, 
Microsoft, Google y Facebook. La riqueza nace de la innovación, dejando en el pasado la idea 
marxista de la “plusvalía”, arrancada al obrero en su salario como sustento de la acumulación 
capitalista. 

Ante un cambio tan profundo, la perplejidad, la duda, el miedo, se instalan fácilmente. 
Frente al desconcierto de que las fronteras se borran porque la comunicación y los modos de 
consumo son hoy universales, suelen aparecer intentos vanos de abroquelarse en la pequeña 
comarca.  

No hay más empleo para toda la vida, la nueva economía los crea mejor remunerados pero 
deja atrás mucha gente no preparada y esa inseguridad resucita la nostalgia de un mundo más 
seguro. En los Estados Unidos no hay desocupación pero quien fue obrero industrial todavía sueña 
con el viejo Detroit de las grandes empresas automovilísticas. Allí instaló Trump un espejismo, 
porque esa potencia industrial no retornará. EE.UU. seguirá siendo poderoso, no por un retorno 
imposible a lo que ya fue, sino porque genera el mayor número de patentes de invención, sus 
universidades siguen a la cabeza del mundo y su mercado altamente competitivo mantiene una 
productividad altísima. 

Esa nostalgia es la que envuelve a Europa, que ya no es competitiva frente al Oriente (salvo 
excepcionalmente Alemania) y vive enormes dificultades para sostener lo que ha sido su mayor 
gloria: un Estado de Bienestar asentado en el elevado nivel de consumo de las clases medias. De 
algún modo es nuestro desafío, preservar la construcción histórica del Batllismo, que dentro de la 
matriz liberal propia del Partido Colorado incorporó una visión social-demócrata,  pionera en su 
tiempo, y sustentó su desarrollo democrático en el siglo XX y hasta nuestros días. 

Si miramos a nuestra América Latina, observamos que hemos mejorado notablemente en el 
último medio siglo. La expectativa de vida supera en 4 años al promedio del mundo y ha agregado 
16 años en los últimos 45, o sea casi 2 años por quinquenio. Nos guste o no nos guste, ese es el 
resultado de mejor salud y nutrición, y eso habla de una economía de mercado y una democracia 
que -pese a sus altibajos y muchos malos gobiernos- vienen ofreciendo progresivamente mejores 
condiciones de vida. Sin embargo, el mismo desasosiego nos invade y basta observar la 
inestabilidad de nuestros vecinos, Argentina y Brasil, para entenderlo.  
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El cambio en el mercado laboral, asociado a niveles de consumo cada día más desafiantes 
por su ilimitada oferta de comodidad, genera un sentimiento ambivalente que reflejan todas las 
encuestas: en general, la gente dice que ella está mejor pero que su país va mal. Lo cual puede ser 
cierto, pero no por un “neoliberalismo” que nadie ha aplicado (salvo Chile, con éxito, en la durísima 
dictadura de Pinochet) sino por lo que nos cuesta adaptarnos a la lógica competitiva de ese nuevo 
mundo. 

Todo esto se refleja en el sistema democrático, asediado, a su vez, por tres factores 
fundamentales: la corrupción pública y privada; la inseguridad asociada al narcotráfico; y el 
impacto revolucionario de los medios de comunicación. El ciudadano no siente la necesidad de un 
“representante” porque directamente le habla al poder desde su Facebook o su Twitter; se cree 
informado cuando está ahogado por un aluvión de titulares informativos sin orden y vive un clima 
morboso de chismes y mentiras que le alimentan resentimientos. 

Cada uno de estos temas merecería un análisis más profundo, pero a grandes rasgos este es 
nuestro mundo y ahí está el desafío. Negarlo es ingenuo o tonto. Imaginar que todavía el sistema 
socialista podría dar respuesta, cuando fracasó en el mundo entero (y sino que lo diga China), es 
simplemente un error, a esta altura imperdonable frente a la evidencia histórica. Más que nunca la 
filosofía liberal  de nuestro partido, enriquecida por la visión social de Batlle y Ordóñez, muestra –
en perspectiva- su acierto. Por lo que es de lamentar que hayamos sufrido este desvío frentista que 
tergiversó nuestra esencia. 

Todo comienza por entender que para preservar una democracia social como la que 
construyó el Batllismo en Uruguay es impostergable insertarnos en este nuevo mundo. Él nos 
impone, acuciosamente, una educación más moderna en métodos y contenidos, un Estado que 
estimule, una seguridad pública fuerte y una respuesta constante al desafío de la productividad. A la 
inversa, pondremos marcha atrás si no ponemos fe en el sistema, dudamos todavía si Venezuela es 
una dictadura –como ocurre en nuestro gobierno actual-  o creemos que los déficits no importan y 
que hay atajos posibles para distribuir riqueza que no hemos generado. Lo que sería muy triste. 

Desde que irrumpió la concepción Batllista dentro de la tradición del Partido Colorado, se ha 
discutido si era solamente una evolución social de la filosofía liberal o implicaba un real desvío 
hacia el socialismo. El tema fue arduamente discutido en 1917, entre el propio Batlle y Ordóñez y 
Celestino Mibelli. Batlle venía de ser derrotado en las elecciones de la Constituyente, en el Partido 
Colorado se vivía un clima de reproches (con el sector conservador exultante) y Mibelli, quien 
había sido redactor de “El Día”, sustentaba ideas socialistas que Don Pepe rechazaba. Este recuerdo 
viene a cuento de que existen hoy quienes dicen que el Frente de algún modo ha sido una 
continuidad Ballista, lo que nos impone fundamentar nuestro rotundo rechazo: 

1) LUCHA DE CLASES. En el Frente Amplio se vive intensa y profundamente el
concepto de lucha de clases: los ricos contra los pobres, la Unión y La Teja contra Carrasco. El 
Batllismo rechazó siempre, y rechaza, esa idea. La lucha de clases no es el motor de los cambios: la 
experiencia histórica nos dice que instaló una “dictadura del proletariado”, configurada como el 
totalitarismo de una “nomenclatura”. La historia del Uruguay, bajo el Batllismo, es la demostración 
opuesta, al construirse una democracia basada en amortiguadoras clases medias. 

2) DEMOCRACIA POLÍTICA. El Batllismo ha sido siempre fiel a una concepción
democrática raigalmente liberal y cuando alguno de sus dirigentes se apartó de esa idea, fue 
relegado  y perdió toda influencia. En el Frente Amplio, por el contrario, todos sus sectores estaban 
dispuestos en 1973 a sumarse a los militares en el Golpe de Estado si se cumplían los comunicados 
4 y 7. Por lo mismo, pueden considerar demócrata al gobierno venezolano de Chávez y Maduro y 
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seguir admirando una Cuba totalitaria, donde la totalidad de sus habitantes son prisioneros, como lo 
comprobamos patéticamente todos los días. En su seno permanecen, incluso, grupos no 
democráticos como el viejo comunismo o el propio MLN, que continua glorificando su pasado 
revolucionario. 

3) POLITICA EXTERIOR. El Batllismo fue siempre pro occidental, se alineó con  los
aliados en las dos guerras mundiales, mantuvo –desde la Cancillería de Baltasar Brum- una relación 
amistosa con los EE.UU., fue militante en contra de Franco, Mussolini y Hitler, prohijó el 
nacimiento de Israel y sigue fiel a su causa. A la inversa, no hay acto frentista en que no aparezcan 
las banderas del terrorismo palestino y las dictaduras, si son de izquierda, les parecen beneméritas. 

4) PROPIEDAD PRIVADA. El Batllismo defendió siempre la economía de mercado y la
propiedad privada. Es más, fue acusado de ser excesivamente protector de las empresas industriales. 
Es notorio que el Frente apenas tolera la propiedad privada, la agrede de todos modos, legaliza las 
ocupaciones y restringe las compras de tierras, entre tantas otras medidas. 

5) SEGURIDAD SOCIAL. El Batllismo construyó una sólida red de seguridad social,
conducida por el Estado, a la que añadió, en los últimos años, un sistema jubilatorio de ahorro 
individual, complementario del estatal que iba derecho a un colapso. El Frente ha instalado, 
remedando los gobiernos populistas, el sistema de comprar la conciencia de los más pobres, 
dándoles dinero contante y sonante: permanecen pobres, se les quita todo culto al trabajo, se 
estimula su informalidad y así siguen atados al burócrata administrador. 

6) ORDEN PÚBLICO. El Batllismo nunca confundió su legislación humanista (por
ejemplo, la abolición de la pena de muerte) con el debilitamiento de la fuerza del Estado para 
mantener la vigencia de la ley. Hasta fue a la guerra cada vez que sintió esa estructura amenazada. 
El Frentismo, después de 40 años de desanimar a la policía y confundir represión del delito con 
dictadura, no logra entender que la causa de los derechos humanos empieza en que el ciudadano no 
viva atemorizado. 

7) ROL DEL ESTADO. El Batllismo construyó un Estado Benefactor y grandes
empresas del Estado, que en su tiempo fueron monopolios públicos. Continúa defendiendo su 
existencia, pero en competencia con empresas privadas y aun asociadas a alguna de ellas. El 
Frentismo, como lo hizo con el agua, cree en un Estado monopolista y excluyente, que no reconoce 
margen a la actividad privada. 

8) LAICIDAD. Para el Batllismo es principio esencial que el Estado sea imparcial frente
a las religiones y que, especialmente en la educación, no practique favoritismos filosóficos o 
políticos. El Frentismo reduce la laicidad a la religión y cree que la educación debe difundir valores 
políticos propios de su concepción, transformándola en adoctrinamiento. 

Podríamos seguir enumerando diferencias. Basta con ellas para entender que el Batllismo no 
es conservador ni socialista. Es reformista y liberal. Podrá gustar o no, pero ese ha sido y es el 
pensamiento Batllista, determinante en la configuración política y social del Uruguay moderno. No 
se puede confundir jamás con esta oleada de incivilidad que abandona el espíritu de superación que 
configuró la clase media, hoy vapuleada por la instalación de una mirada  hacia abajo, despectiva 
hasta de la hermosa lengua castellana que todavía hablamos. 

Valgan estas reflexiones generales para introducir esta vasta visión programática que sigue. 
Ella es el resultado de once mesas de deliberación en que participo la gente  de más capacidad del 
país, a la que cabe agradecerle ese esfuerzo.  
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I	-	MÁS	SEGURIDAD	

1. Seguridad	Ciudadana:	Vivir	con	tranquilidad

• Acciones	necesarias

• Lucha	frontal	contra	la	corrupción

2. Seguridad	ambiental:	el	aire,	el	agua	y	el	suelo

• Derecho	Ambiental

• Un	desarrollo	limpio

3. Seguridad	vial:	reducir	la	mortalidad	en	el	tránsito

II	-	RESCATAR	LA	ECONOMÍA	

1. Gestión	de	la	economía	emboscada

2. Apertura	económica

3. La	Productividad	¿Para	qué?

4. El	Agro	como	motor	del	desarrollo

5. Servicios:	Empleo	y	valor	agregado

6. Zonas	Francas:	talento	exportable

7. Salvar	la	Seguridad	Social

8. Un	país	de	emprendedores

III	-	EDUCACIÓN:	EL	PROGRESO	DE	LA	SOCIEDAD	

1. Desafíos	actuales

2. Condenados	a	la	deficiencia

3. Nuevas	políticas	educativas
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1. La	cultura	artística:	Educación	por	el	arte

2. Los	peligros	de	lo	“políticamente	correcto”

3. Ley	de	Mecenazgo	para	las	Artes,	las	Ciencias	y	el	Conocimiento

4. Zonas	francas	temáticas

5. Programa	de	Turismo	Cultural

V	-	INSERCIÓN	INTERNACIONAL	

1. Acceder	con	perspectiva	a	los	mercados

2. Rectificación	estratégica

3. Grandes	rasgos	de	una	Política	Exterior	realista

4. Regulación	financiera	internacional

VI	-	LA	INNOVACIÓN	COMO	FACTOR	ESTRATÉGICO	

1. Innovación	y	productividad:	la	razón	de	su	trascendencia

2. El	Plan	Nacional	de	Innovación

3. Las	comunicaciones	como	soporte

4. El	conocimiento	e	innovación

VII	-	POLÍTICAS	DE	INTEGRACIÓN	SOCIAL	

1. Batllismo	versus	asistencialismo

2. Salud	pública:	apuntes	críticos	y	replanteo	de	objetivos

3. Juventud:	un	énfasis	imprescindible

4. Violencia	Doméstica:	edificar	protección	eficiente

5. Excelencia:	Educación	Dual	e	Incentivos

VIII	-	LAS	CIUDADES,	LA	INFRAESTRUCTURA	Y	LA	VIVIENDA	

1. Gestión	de	Montevideo	y	el	Área	Metropolitana

2. Gestión	de	la	Infraestructura

IV - CULTURA ARTÍSTICA Y DESARROLLO HUMANO 
------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
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3. Gestión	de	la	red	vial

4. La	contaminación	de	la	cuenca	del	Plata

5. Gestión	de	la	Vivienda

IX	-	EL	ESTADO	IMPRESCINDIBLE:	COMPETITIVO	Y	ÚTIL	

1. El	Estado	Batllista	y	el	Estado	actual

2. Reducir	del	peso	del	Estado

3. Empresas	públicas	más	ágiles



10



11

I 

MÁS	SEGURIDAD	

1. Seguridad	Ciudadana:	Vivir	con	tranquilidad

Vivimos	 una	 epidemia	 de	 asesinatos	 y	 rapiñas:	más	 homicidios	 que	 días	 en	 el	 año,	 30	mil	

rapiñas	 y	 145mil	 hurtos	 denunciados.	 Le	 prendieron	 fuego	 a	 trabajadoras,	 chiquilinas.	 En	

seguridad,	los	uruguayos	gastamos	2.000	millones	de	dólares	anuales.	

El	Frente	Amplio	dijo	que	estaríamos	más	seguros	pero	estamos	peor	que	nunca	antes	en	la	

historia.	

Los	 barrios	 son	 nuestros,	 hay	 que	 despejarlos	 de	 criminales:	 comisarias	 fortalecidas	 con	

sistemas	de	rápida	respuestas.	Patrullajes	regulares	y	sorpresivos.	Más	cámaras	de	vigilancia	y	

reconocimiento.	Policías	 con	más	entrenamiento.	Y	antes	que	nada	protegidos	por	 las	normas	

legales,	con	la	misma	lealtad	con	que	ellos	salen	a	jugarse	la	vida	para	cuidar	a	nuestros	hijos,	a	

nuestros	seres	queridos,	a	nosotros	y	a	nuestros	bienes.		

Una	nueva	estrategia	de	seguridad,	para	empezar	a	cambiar	y	trabajar	en	paz.	

La	seguridad	es	la	mayor	preocupación	y	la	principal	demanda	de	la	población.	Los	gobiernos	de	

los	últimos	quince	años	han	sido	 incapaces	de	garantizarles	a	 los	uruguayos	el	derecho	a	 recibir	

una	protección	adecuada.	Vivimos	con	temor	ante	un	aumento	atroz	de	la	delincuencia,	sabiendo	

que	corren	riesgo	nuestras	familias,	hogares	y	bienes.	

Los	 Batllistas,	 desde	 siempre,	 comprendemos	 la	 seguridad	 ciudadana	 como	 un	 requisito	

esencial	para	el	ejercicio	de	la	 libertad,	el	desarrollo	 individual	y	 la	 justicia	social.	Si	 la	gente	que	

respeta	 la	 Ley	 vive	 con	 temor	 y	 campea	 la	 delincuencia,	 se	 agrieta	 la	 estabilidad	 institucional	 y	

económica	del	país.	Por	eso,	atentos	al	estricto	cumplimiento	de	la	Constitución	de	la	República,	el	

conjunto	de	nuestra	propuesta	debería	implementarse	cuanto	antes	para	contener	el	crecimiento	

de	la	criminalidad	y	garantizar	el	derecho	fundamental	de	los	habitantes	del	país	a	vivir	en	paz.	
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Costos	de	la	inseguridad	

Hablando	en	plata:	5	millones	y	medio	de	dólares	cada	día,	2	mil	millones	por	año.	Ese	es	el	

peso	económico	del	miedo	sobre	los	uruguayos.	

Las	personas	cambian	su	comportamiento	para	evitar	 la	actividad	criminal,	 las	 familias	gastan	

para	 protegerse,	 las	 empresas	 disminuyen	 su	 inversión	 y	 aumentan	 sus	 costos,	 perdiendo	

productividad	 y	 capacidad	 competitiva.	 El	 gobierno,	 por	 su	 parte,	 se	 ve	 obligado	 a	 cambiar	 la	

asignación	 de	 recursos,	 modificando	 prioridades.	 Los	 costos	 derivados	 de	 la	 inseguridad	 son	

enormes	en	el	Uruguay	de	hoy.	

La	 respuesta	 al	 crimen	 supone,	 por	 ejemplo,	 gastos	 privados	 en	 seguridad	 de	 familias	 y	

empresas;	 gastos	 del	 gobierno	 en	 administración	 de	 justicia,	 servicios	 policiales,	 construcción	 y	

administración	 de	 prisiones	 y	 procesos	 de	 reinserción	 social;	 costos	 sociales	 derivados	 de	 los	

costos	 directos	 y	 tangibles	 de	 los	 delitos	 para	 las	 víctimas.	 Y	 esto	 sin	 incluir	 los	 ingresos	 no	

generados	 por	 las	más	 de	 11.000	 personas	 que	 están	 en	 prisión	 y	 afectan	 la	 economía	 de	 sus	

propias	 familias,	 que	 tienden	 a	 replicar	 el	 espiral	 económico	 y	 sociocultural	 descendente	 de	 la	

marginación	y	la	delincuencia.		

Hace	cinco	años,	ya	con	la	cantidad	de	delitos	en	ascenso,	el	costo	del	crimen	en	Uruguay	fue	

estimado	 en	 casi	 1.600	millones	 de	 dólares,	 equivalentes	 al	 2,23%	 del	 PBI,	 representando	 un	

costo	 anual	 per	 cápita	 de	 460	 dólares	 para	 cada	 uruguayo1.	 Hoy,	 ya	 hemos	 superado	 los	

quinientos	dólares	anuales	per	cápita.	El	gasto	es	enorme	si	se	compara	con	los	presupuestos	del	

Mides	 (266	 millones	 de	 dólares),	 el	 Ministerio	 de	 Vivienda,	 Ordenamiento	 Territorial	 y	 Medio	

Ambiente	(302	millones	de	dólares),	ASSE	(1.135	millones	de	dólares)	o	el	Ministerio	de	Transporte	

y	Obras	Públicas	(363	millones	de	dólares).	Estas	cifras	expresan	la	creciente	relevancia	del	delito	y	

la	presión	económica	y	social,	directa	e	 indirecta,	que	ejerce	sobre	 la	sociedad.	El	 fracaso	de	 los	

gobiernos	 frenteamplistas	 en	 la	 protección	 de	 los	 uruguayos	 de	 hoy,	 lo	 pagamos	 todos,	

especialmente	los	que	más	requieren	de	los	recursos	que	se	dedican	a	otros	servicios	públicos.	Y,	

también,	lo	van	a	pagar	los	futuros	ciudadanos.	

1 Los costos del crimen y de la violencia: nueva evidencia y hallazgos en América Latina y el Caribe. BID (2017) 
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Pese	al	aumento	del	gasto	público	en	seguridad	–que	se	cuadriplicó	desde	2005–	la	situación	es	

peor.		

Según	 las	 estadísticas	 oficiales,	 se	 agravaron	 todos	 los	 indicadores	 de	 criminalidad,	 tanto	

comparados	con	períodos	anteriores	como	con	los	estándares	internacionales.	La	percepción	de	la	

población,	que	emerge	en	diversas	encuestas	y	se	puede	notar	hablando	con	cualquiera,	coincide	

con	lo	que	señalan	los	 indicadores.	Ante	ello,	 los	gobernantes	 inventan	variadas	excusas,	que	los	

hechos	desmienten	una	y	otra	vez.	

En	2006,	solamente	un	11%	de	los	uruguayos	creía	que	la	inseguridad	era	el	principal	problema	

del	país.	Tres	años	después	pasó	al	primer	lugar	y	lleva	una	década	allí.	En	2018,	un	65%,	más	de	

seis	de	cada	diez	uruguayos,	entendió	que	es	nuestro	mayor	problema2.	Es	que	el	año	2018	fue	

el	más	violento	en	la	historia	del	país3:	los	homicidios	fueron	414,	un	crecimiento	de	46%	respecto	

de	los	284	del	año	2017.	El	año	pasado	hubo	más	asesinados	que	días.	

Para	 la	 Organización	 Mundial	 de	 la	 Salud	 (OMS),	 en	 Uruguay	 sufrimos	 una	 epidemia	 de	

asesinatos.	 Estamos	peor	que	Costa	Rica,	 Panamá,	Perú,	Bolivia,	 Ecuador,	Argentina,	 Paraguay	 y	

Chile.		

Los	actuales	gobernantes	prometieron	bajar	 las	rapiñas	en	un	30%.	Cuatro	años	después	no	

solamente	 no	 se	 redujeron,	 sino	 que	 aumentaron	muchísimo.	 En	 2018	 las	 rapiñas	 fueron	 un	

53,8%	más	que	en	2017	y	los	hurtos	subieron	un	25,6%.	Las	promesas	no	fueron	responsabilidad	

de	 Bonomi,	 eran	 fantasías	 imprudentes	 de	 todos	 los	 candidatos	 frenteamplistas.	 La	

responsabilidad	 por	 la	 sostenida	 ineficacia	 del	 ministro	 Bonomi	 y	 el	 subsecretario	 Vázquez,	 la	

comparten	el	presidente	Vázquez,	que	ignoró	la	mayoría	de	las	sugerencias	de	la	oposición,	y	 los	

legisladores	frenteamplistas,	que	ni	siquiera	votaron	la	sustitución	del	ministro.	

La	acción	policial	es	una	política	de	Integración	Social	

2 Índice de Seguridad Ciudadana, Equipos Consultores. 
3 Ministerio del Interior, marzo de 2019. 
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Sin	 proteger	 la	 integridad	 física	 de	 la	 gente,	 su	 tranquilidad	 y	 sus	 bienes,	 no	 habrá	 éxitos	

profundos	en	las	políticas	de	integración	social.	Los	habitantes	“tienen	derecho	a	ser	protegidos	

en	 el	 goce	 de	 su	 vida,	 honor,	 libertad,	 seguridad,	 trabajo	 y	 propiedad.”	 dice	 el	 Art.	 7	 de	 la	

Constitución	de	la	República.	Sin	su	vida,	su	seguridad	y	su	propiedad,	con	su	libertad	recortada	

por	el	temor,	¿Son	efectivas	las	políticas	de	integración	social	que	pretenden	mejorar	la	vida	de	

los	uruguayos?	No.		

La	estrategia	para	combatir	la	criminalidad	debe	ser	integral	y	requiere	un	programa	coordinado	

con	políticas	de	prevención,	disuasión	y	represión	de	 la	acción	delictiva.	Y,	en	paralelo,	esfuerzos	

por	la	rehabilitación	y	reinserción	social	de	los	reclusos.	Estas	acciones	deben	encuadrarse	en	otras	

políticas	de	 integración	social	 (educación4,	 salud5,	cultura);	económicas6	(empleo,	capacitación)	y	

territoriales7(infraestructura	 urbana,	 vivienda,	 movilidad)	 que	 promuevan	 la	 equidad.	 Reducir	 y	

evitar	 la	 segregación	 social,	 económica	 y	 territorial,	 promover	 oportunidades	 para	 evitar	 la	

marginación,	 pérdida	 de	 valores	 y	 conductas	 violentas	 es	 son	 deberes	 paralelos:	 la	 severa	 y	

contundente	 reacción	 ante	 la	 delincuencia	 es	 una	política	 de	 Integración	 Social.	 Sin	 un	 accionar	

policial	 profesional	 y	 altamente	 eficaz,	 las	 restantes	 políticas	 de	 integración	 social	 quedan	

seriamente	cuestionadas	en	su	eficiencia.		

• Acciones	necesarias

Los	Batllistas	hemos	apoyado	desde	siempre	a	la	Policía	que	cumple	su	arduo	deber	respetando	

la	Ley	y	según	la	mejor	tradición	ética	de	la	familia	policial.	Para	acometer	con	impulso	renovado	

las	tareas	policiales,	nuestra	propuesta	puede	resumirse	en	las	siguientes	medidas:		

Retomar	el	control	del	territorio	para	terminar	con	las	“zonas	ocupadas”	por	la	delincuencia,	

protegiendo	a	las	familias	residentes	en	los	barrios	con	mayor	incidencia	del	delito.		

4 Ver  III. 
5 Ver VI. 
6 Ver  II. 
7 Ver VII. 
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• Empleo	 intensivo	 de	 sistemas	 de	 geo	 referenciación	 para	 mapear	 el	 delito,	 estudiar	 y

controlar	 en	 profundidad	 lo	 que	 ocurre	 en	 las	 “zonas	 de	 alto	 riesgo”	 y	 generar	 modelos

predictivos.

• Basar	 la	 actuación	 policial	 en	 la	 gestión	 de	 inteligencia	 previa	 y	 conocer	 las	 estructuras

criminales,	su	modus	operandi	y	criterio	de	selección	de	víctimas,	sus	fuentes	de	datos,	recursos

y	apoyos	logísticos,	su	capacidad	de	fuego,	conductas	sociales	y	debilidades.	Enfocar	y	definir	la

acción	policial	con	la	mayor	precisión	posible.

• Los	 policías	 tienen	 que	 estar	 allí	 donde	 viven	 las	 personas	 que	 deben	 proteger.

Restablecer	 el	 papel	 protagónico	 de	 la	 Comisaría	 o	 Seccional	 Policial	 de	 barrio,

descentralizando	 la	 organización.	 Las	 Comisarías	 deben	 ser	 el	 núcleo	 básico	 de	 la	 acción

policial	y	sus	funcionarios	los	referentes	institucionales	de	los	ciudadanos.	El	modelo	de	hiper

concentración	 de	 responsabilidades	 implementado	 por	 el	 Ministerio	 del	 Interior,	 fracasó

rotundamente.

• Rediseñar	 el	 despliegue	 territorial	 de	 la	 Policía	 implementando	 un	 sistema	 de

destacamentos	 móviles	 y	 patrullaje	 zonal	 y	 barrial	 por	 cuadrículas	 o	 radios	 de	 acción.	 La

frecuencia,	 extensión	 y	 densidad	 de	 patrullaje,	 con	 y	 sin	 identificación	 notoria,	 tiene	 que

aumentar,	especialmente	en	las	zonas	de	alto	riesgo.

• Retomar	la	Policía	de	proximidad,	organizando	el	patrullaje	para	que	el	funcionario	policial

trate	con	los	vecinos	y	conozca	la	zona	asignada	y	su	dinámica	habitual.

• Sistematizar	 los	 controles	 preventivos	 para	 detectar	 tempranamente	 actividades

sospechosas	 utilizando	 nuevas	 tecnologías:	 cámaras	 de	 video	 vigilancia,	 software	 de

reconocimiento	facial,	drones	y	sistemas	móviles	de	escaneo.

• El	abigeato	ha	escalado	y	la	inseguridad	crece	en	las	zonas	rurales.	Se	asistirá	a	los	servicios

policiales	en	el	medio	rural,	con	más	efectivos,	equipamiento	y	tecnología	para	las	Comisarías	y

patrullas.	 Será	 más	 sistemático	 el	 control	 sobre	 los	 movimientos	 y	 faena	 de	 ganado,

coordinando	 las	 acciones	 con	 el	 Ministerio	 del	 Interior,	 las	 inspecciones	 del	 Ministerio	 de

Ganadería,	Agricultura	y	Pesca	y	los	productores.

	Recomponer	la	trama	social	dañada	por	el	crimen	

• La	atención	a	los	menores	que	hayan	cometido	delitos	y	se	encuentren	en	situación	de	calle

debe	ser	una	actividad	conjunta	del	Instituto	Nacional	Adolescente	de	Uruguay	y	los	ministerios

del	Interior	y	de	Desarrollo	Social.
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• Implementar	programas	zonales	específicos	para	reincorporar	a	los	niños	y	jóvenes	alejados

desvinculados	del	sistema	educativo,	coordinados	por	la	Administración	Nacional	de	Educación

Pública	y	el	Ministerio	de	Educación	y	Cultura.

• Aumento	de	la	inversión	en	infraestructura	social	para	crear	nuevos	centros	CAIF8,	Escuelas

de	Tiempo	Completo	y	policlínicas	barriales.

• Ejecución	 un	 plan	 urbano	 integral9	con	 un	 abanico	 de	 acciones	 coordinadas	 entre	 las

empresas	 públicas,	 los	 ministerios	 competentes	 y	 las	 intendencias	 departamentales	 para

otorgar	 a	 la	 población	 de	 las	 “zonas	 de	 riesgo”	 mejor	 accesibilidad	 a	 los	 servicios	 de

infraestructura	 urbana	 básica	 (saneamiento,	 luz,	 agua,	 vivienda	 digna,	 alumbrado,	 vialidad,

limpieza,	 transporte	 público).	 La	 integración	 social	 reduce	 la	 influencia	 de	 organizaciones

criminales.

• Implementar	 e	 incentivar	 nuevos	 programas	 de	 capacitación	 en	 oficios,	 particularmente

para	los	jóvenes.

• Desarrollar	 estrategias	 de	 prevención	 y	 rehabilitación	 de	 adicciones	 a	 las	 drogas	 y	 el

alcohol.

• Implementar	 programas	 que	 promuevan	 la	 integración	 de	 la	 comunidad	 con	 actividades

artísticas,	 deportivas,	 competencias	 lúdicas,	 bibliotecas	 digitales	 y	 áreas	 públicas	 de	 ocio	 y

esparcimiento.

• Favorecer	la	participación	colaborativa	de	los	ciudadanos	creando	“mesas	de	coordinación”

y	 “redes	 de	 apoyo”	 con	 involucramiento	 de	 jerarcas	 de	 las	 Comisarías,	 diversos	 actores

colectivos	 (ONG	 y	 empresas	 privadas)	 y	 referentes	 barriales	 de	 ámbitos	 diversos,	 a	 fin	 de

evaluar	mejor	los	planes	y	acciones	implementadas.

Sistema	carcelario:	Orden	y	Rehabilitación	

• Establecer	 criterios	 profesionales	 y	 evaluaciones	 periódicas	 para	 la	 clasificación	 de	 los

reclusos	al	efecto	de	su	tratamiento	diferenciado	dentro	del	sistema,	que	estará	pautado	por	las

reglas	Mandela.

• Las	 políticas	 activas	 de	 rehabilitación,	 basadas	 en	 la	 educación,	 capacitación	 y	 empleo

obligatorio,	deben	atender	a	todos	los	encarcelados	y	son	responsabilidad	de	alta	prioridad	del

8 Centro de Atención a la Infancia y la Familia. 
9 Ver VII – Gestión Urbana, Infraestructura y Vivienda. 
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INR.	 Tienen	 que	 ser	 coordinadas	 con	 el	MEC,	 la	 ANEP,	 Inefop	 y	 otras	 entidades	 públicas	 y/o	

privadas	idóneas.	Y	sujetas	a	evaluación	técnica	periódica.	

• La	 eficacia	 de	 la	 seguridad	 interior	 en	 los	 establecimientos	 carcelarios	 dificulta	 las

actividades	 delictivas	 extramuros.	 El	 bloqueo	 efectivo	 de	 señales	 de	 celular	 y	 otros	 medios

electrónicos	en	 las	áreas	de	máxima	seguridad	es	viable	sin	violar	el	derecho	de	comunicarse

con	el	exterior.

• Control	estricto	del	acceso	a	los	establecimientos.

• Limitar	los	beneficios	de	excarcelación	para	delincuentes	reincidentes	de	delitos	graves.

• Ampliar	 el	 monitoreo	 electrónico	 a	 delincuentes	 con	 salidas	 transitorias	 y	 penas

alternativas	a	prisión.

• Mejorar	 las	 instancias	 de	 asistencia	 y	 tratamiento	 de	 los	 reclusos	 con	 problemas

psiquiátricos.

• Incrementar	el	apoyo	y	seguimiento	de	los	reclusos	liberados	para	propender	a	su	exitosa

reinserción	en	la	sociedad	durante	un	lapso	acorde	a	su	condena.

• Ampliar	las	circunstancias	agravantes	de	las	penas	en	casos	de	alevosía	y	reincidencia.

Mayor	profesionalización	de	la	función	policial	

• Fortalecer	la	capacitación	de	los	funcionarios.

• Extender	y	modificar	la	legítima	defensa	policial	garantizando	la	seguridad	e	integridad	de

los	funcionarios.

• Reimplantar	 parte	 de	 las	 facultades	 de	 investigación	 de	 la	 policía	 y	 fortalecer	 el	 trabajo

coordinado	con	la	Fiscalía;	modificar	la	Ley	de	Procedimiento	Policial	(Arts.	43	y	48	de	la	ley	Nº

18.315).

• Implementar	 reuniones	 semanales	de	evaluación	de	 resultados	para	ajustar	 las	 tácticas	 y

estrategias	de	los	comandos	del	Ministerio	del	Interior.

• Restablecer	los	concursos	para	los	ascensos	de	grado	(Art.	202,	ley	Nº	19.355)	controlando

la	legitimidad	técnica	de	la	carrera	policial.

• Aumentar	 las	 horas	 de	 formación	 y	 entrenamiento	 con	 evaluaciones	 periódicas	 en

disciplinas	tácticas	y	uso	de	armas.

• Rediseñar	 los	 procedimientos	 de	 ingreso	 a	 la	 Policía,	 ponderando	 positivamente	 la

formación	educativa	alcanzada	por	los	candidatos.
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• Fortalecer	la	División	de	Asuntos	Internos	del	Ministerio	del	Interior	para	mayor	contralor	y

combate	a	la	corrupción	policial	en	todos	sus	niveles.

• Crear	nuevas	figuras	legales	para	la	lucha	contra	el	crimen	organizado	(agente	encubierto,

infiltrado,	colaborador	o	informante,	y	arrepentido).

• Ampliar	y	aplicar	la	Ley	de	Faltas	(Ley	Nº	19.120).

• Crear	un	registro	de	violadores	y	abusadores	sexuales.

Criminalidad:	Transparencia	certificada	de	los	datos	

• Modificar	 el	 modelo	 de	 relevamiento	 y	 difusión	 de	 las	 estadísticas,	 utilizando	 datos

certificados	y	de	libre	acceso	para	los	interesados.

• Emitir	reportes	públicos	mensuales	con	estadísticas	de	criminalidad.

• Obtener	la	certificación	en	calidad	estadística	criminal	ante	Oficina	de	las	Naciones	Unidas

contra	la	Droga	y	el	Delito.

• Incorporar	 en	 la	 encuesta	 continua	 de	 hogares	 del	 Instituto	 Nacional	 de	 Estadística

instrumentos	 que	midan	 los	 niveles	 de	 victimización	 y	 la	 tasa	 de	 renuncia	 a	 la	 denuncia	 de

delitos	sufridos.

• Realizar	 campañas	 de	 concientización	 sobre	 la	 importancia	 de	 denunciar	 los	 delitos.

Facilitar,	 simplificar	 y	 agilizar	 los	 procedimientos	 de	 denuncia	 en	 el	 marco	 de	 las	 normas

vigentes.

• Instaurar	 una	 auditoría	 independiente	 continua	 del	 sistema	 de	 vigilancia	 electrónica	 El

Guardián.	 Rediseñar	 los	 protocolos	 de	 intervención	 de	 medios	 electrónicos	 y	 su	 contralor

apropiado	para	asegurar	un	trabajo	conjunto	de	la	Policía,	los	fiscales	y	jueces.

Redefinir	la	estrategia	de	combate	al	narcotráfico	

• Replantear	 la	 estrategia	 de	 combate	 para	 enfrentar	 el	 acelerado	 incremento	 de	 las

actividades	de	sicariato,	los	ajustes	de	cuenta	y	las	acciones	de	dominio	territorial	por	parte	de

organizaciones	mafiosas.

• Ante	 una	 percepción	 del	 riesgo	 disminuida,	 debe	 intensificarse	 la	 campaña	 de

comunicación	 para	 la	 prevención	 del	 consumo	 habitual	 de	 drogas	 y	 alcohol.	 Adicionalmente,

realizar	divulgación	científica	específica	en	escuelas	y	liceos	para	alumnos,	docentes	y	padres.
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• Instrumentar	nuevos	protocolos	de	prevención	y	control	de	consumo	de	drogas	y	alcohol

en	horario	laboral	y	mientras	se	conducen	vehículos.

• Combatir	 y	 controlar	 la	 venta	 de	productos	 que	no	 cuentan	 con	 las	 habilitaciones	 de	 las

autoridades	competentes	y	contienen	drogas	ilegales.

• Potenciar	 el	 uso	 de	 las	 nuevas	 tecnologías	 para	 el	 intercambio	 fluido	 de	 información	 e

inteligencia	entre	las	diversas	unidades	competentes	en	el	combate	al	narcotráfico	y	la	trata	de

personas,	local	e	internacionalmente.

• Generar	 instancias	de	capacitación	y	cooperación	internacional	del	personal	superior	para

adoptar	buenas	prácticas	con	participación	regular	de	las	direcciones	generales	de	Tráfico	Ilícito

de	Drogas,	Inteligencia	Policial,	Crimen	Organizado	e	Interpol.

• Los	 servicios	 de	 inteligencia	 del	 Estado	 incluidos	 en	 el	 Sistema	 Nacional	 de	 Inteligencia

deben	utilizar	recursos	informáticos	perfectamente	compatibles,	actualizados	y	con	las	mayores

medidas	de	seguridad.

• Actualizar	los	criterios	de	reclutamiento	de	agentes	de	inteligencia	incorporando	civiles	con

formación	terciaria	y	profesional.

• Actualizar	 la	formación	de	agentes	de	inteligencia	mediante	convenios	con	organizaciones

estatales	y	universidades	extranjeras.

• Reformular	 la	 estrategia	 de	 combate	 al	 tráfico	 de	 armas	 y	 municiones,	 y	 la	 trata	 de

personas,	potenciando	los	controles	internos,	fronterizos	y	aduaneros.

• Lucha	frontal	contra	la	corrupción

Los	gobiernos	del	Frente	Amplio	también	han	sido	reticentes	-por	decir	lo	menos-	en	su	manejo	

de	casos	de	corrupción	en	la	administración	pública.		

Los	 casos	 de	 corrupción	 de	 las	 personas	 en	 cargos	 de	 confianza	 política	 y	 en	 los	 estamentos	

superiores	del	Estado	son	todavía	relativamente	excepcionales.	Cuando	ocurren	y	se	comprueban,	

los	 sectores	 políticos	 deben	 condenarlos	 sin	 relativizaciones	 cuestionadoras	 del	 correcto	

accionar	 de	 la	 Justicia,	 la	 prensa	 o	 los	 eventuales	 denunciantes.	 En	 el	 correr	 del	 proceso	 de	

averiguación,	corresponde	y	es	positiva	la	severidad	y	prudencia	en	el	trato	político	y	público.		
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Habilitar	los	mecanismos	de	información	ciudadana	es	una	cuestión	de	probidad	republicana.	

Impedir	o	siquiera	entorpecer	las	averiguaciones	respecto	a	eventuales	violaciones	ilegales	no	es	

aceptable.	Y	deberá	ser	la	excepción,	reservada	a	cuestiones	de	comprobado	riesgo	en	el	corto	o	

mediano	plazo	para	la	seguridad	nacional.		

	Excusar	a	los	sospechosos	de	corrupción	investigados	por	la	Justicia	porque	“no	se	metieron	ni	

un	peso	en	el	bolsillo”	no	es	pertinente	y	siembra	confusión:	La	corrupción	se	configura	por	el	solo	

hecho	de	que	un	funcionario	se	aparte	de	los	procedimientos	y	normas	de	la	gestión	pública.		La	

gravedad	política	de	los	hechos	no	depende	del	eventual	enriquecimiento	del	autor	sino	de	los	

perjuicios	 originados	 a	 la	 administración	 o	 a	 terceros.	 Los	 Batllistas	 deben	 asumir	 que,	 en	 el	

gobierno,	 en	 el	 parlamento	o	 en	 el	 llano,	 tienen	que	 ser	 actores	 principales	 en	 el	 combate	 a	 la	

corrupción,	tomando	la	iniciativa	para	denunciar	sus	sospechas	y/o	facilitar	las	investigaciones.	

La	prevención	de	las	desviaciones	de	poder	radica	en	el	fortalecimiento	de	los	organismos	de	

contralor	 y	 el	 acatamiento	 escrupuloso	 de	 sus	 dictámenes.	 Atrincherarse	 en	 motivaciones	

políticas	 para	 tomar	 a	 la	 ligera	 los	 hechos	 de	 corrupción,	 es	 aún	 peor	 si	 lo	 hacen	 notorios	

formadores	de	opinión:	así	lastiman	a	toda	la	actividad	política	sana,	al	periodismo	riguroso	y	a	

la	Justicia.		

Los	directorios	de	los	entes	se	deben	conformar	considerando	la	idoneidad	profesional	de	los	

candidatos	y	estos	deben	tener	responsabilidad	política	ante	los	poderes	del	Estado.		

	Los	directores	no	 podrán	 participar	 en	 contiendas	 electorales	 hasta	 cinco	 años	 después	de	

abandonar	sus	cargos.	

El	 sistema	 de	 recursos	 humanos	 del	 Estado	 debe	 ser	 profesional	 en	 todas	 sus	 fases:	

reclutamiento,	selección,	promoción	y	retribución,	aplicando	una	nueva	normativa	al	respecto.	

Debemos	reinstalar	la	neutralidad	política	del	Estado	en	sus	actuaciones	internas	y	relativas	a	

terceros,	tan	vulnerada	en	los	últimos	años,	asegurando	de	la	manera	más	amplia	la	transparencia	

de	 los	 actos	 públicos	 y	 el	 acceso	 a	 la	 información	 a	 la	 prensa	 y	 la	 ciudadanía,	 aumentando	 y	

facilitando	el	control	ciudadano	sobre	el	funcionamiento	de	la	gestión	pública.	
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2. Seguridad	ambiental:	el	aire,	el	agua	y	el	suelo

Las	 grandes	 cuencas	 de	 agua	 de	 los	 ríos	 Santa	 Lucía,	 Río	 Negro	 y	 Río	 de	 la	 Plata	 están	

seriamente	 afectadas;	 la	 contaminación	 por	 residuos	 y	 agroquímicos	 socaba	 la	 calidad	 de	 los	

suelos;	 la	 fauna	 y	 flora	 nativas	 están	 en	 retirada,	 con	 el	 consiguiente	 empobrecimiento	 de	 la	

biodiversidad.	 	 El,	 “Uruguay	 natural”	 tiene	 la	 naturaleza	 dañada.	 La	 reacción	 gubernamental,	

mientras	tanto	es	lenta,	insuficiente	y	engañosa.	Menos	del	1%	del	territorio	es	área	protegida.	

Uruguay	 está	 a	 tiempo	 para	 mitigar	 parcialmente	 los	 daños	 y	 tomar	 las	 medidas	

imprescindibles	para	evitar	males	mayores,	ya	que	los	daños	ambientales	afectan	el	turismo,	el	

agro	y	la	captación	de	nuestras	producciones	con	un	sello	de	calidad.	

La	 contaminación	 del	 agua,	 los	 suelos	 y	 el	 aire;	 la	 necesidad	 de	 compatibilizar	 agricultura	

intensiva	 con	 preservación	 ambiental;	 y	 la	 recuperación	 de	 la	 biodiversidad	 afectada.	 Estas	 son	

áreas	en	las	que	el	país	debe	terminar	de	asumir	sus	problemas	y	enfocarse	en	una	metodología	

razonable,	 sistemática	 de	 metas	 y	 objetivos	 alcanzables	 antes	 de	 2030.	 En	 nuestro	 país,	 las	

reacciones	 demoradas	 son	 habituales	 en	 la	 generación	 de	 regulaciones,	 contralores	 y	 en	 la	

ejecución	de	acciones	efectivas	de	protección	ambiental.		Las	acciones	no	deben	destacarse	por	su	

rigor	absoluto,	que	las	torna	poco	plausibles	en	términos	económicos	y	políticos.	La	repercusión	de	

las	emisiones	de	gases	de	efecto	invernadero	y	la	alteración	climática	han	alcanzado	tal	grado	que	

son,	hoy	y	por	mucho	 tiempo,	una	 realidad.	Una	 realidad	 lamentable	que	debemos	contribuir	a	

cambiar,	 por	 supuesto.	 También	 en	 este	 terreno,	 sin	 embargo,	 las	 postulaciones	 dramáticas	

aportan	más	debate	que	retroceso	de	los	males.	Digamos	que,	si	Uruguay	resolviera	radicalizar	sus	

controles	ambientales	al	mayor	extremo	concebible	por	sí	y	ante	sí,	_	incluso	si	algo	así	se	pudiese	

poner	en	práctica	antes	de	2030_	no	tendría	repercusión	significativa.	Y	los	especialistas	lo	saben:	

buena	parte	de	los	manifiestos	ecologistas	son	expresión	de	un	pensamiento	mágico	alentado	por	

simplificaciones.	 	 Los	 Batllistas	 no	 nos	 evadimos	 de	 la	 realidad,	 procuramos	 comprender	 e	

implementar	las	mejores	acciones	probables.	

	Los	deteriores	medioambientales	generan	situaciones	de	riesgo	para	la	salud	de	la	población	y	

alteran	la	economía	uruguaya	a	corto,	mediano	y	largo	plazo.	La	contaminación	de	los	suelos	por	

mal	uso	de	agroquímicos	y	de	las	grandes	cuencas	de	agua,	junto	a	las	afectaciones	de	la	fauna	y	

la	flora	nativa,	confirman	que	el	país	debe	armonizar	en	los	hechos	mejor	producción	con	cambios	

de	cultura	productiva	respecto	a	temas	acuciantes.	Estos	 son	más	graves	porque	no	ocurren	en	
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lugares	aislados,	sino	que	se	han	extendido	a	vastas	zonas	del	territorio,	como	la	contaminación	

de	casi	todas	las	grandes	cuencas,	como	las	del	Rio	de	la	Plata,	Río	Negro	y	Río	Santa	Lucía.		

La	revisión	de	tecnologías	apropiadas	en	fumigación	en	la	agricultura	intensiva	debe	considerar	

el	valor	fertilidad	de	los	suelos	y	sanidad	del	entorno	en	términos	de	mediano	y	largo	plazo.		

Si	 nuestros	 clientes	 mundiales	 exigen	 cada	 vez	 con	 mayor	 énfasis	 certificaciones	

medioambientales	y	de	procedimientos	sustentables,	cómo	podrá	el	país	satisfacer	esas	demandas	

sin	comenzar	a	aplicar	tecnologías	de	sustentabilidad	medioambiental.	Las	diversas	producciones	

exportables	deben	convivir	salvaguardando	el	ambiente	y,	eventualmente,	el	Estado	debe	mediar.	

Si	un	costo	se	transfiere	desde	la	producción	ganadera	o	agro	cerealera	al	sector	apícola	o	la	pesca,	

el	gobierno	no	puede	evaporarse,	sino	arbitrar.	

En	Uruguay,	menos	 del	 1%	 del	 territorio	 es	 área	 protegida,	 y	 eso	 supone	 un	 déficit	 serio	 en	

términos	de	biodiversidad.	

El	equilibrio	ambiental	global	está	seriamente	afectado	y	las	acciones	actualmente	posibles	solo	

pueden	orientarse	a	retrasar	los	desequilibrios	y	evitar	el	aumento	de	la	frecuencia	de	fenómenos	

con	mayores	daños.	En	nuestro	ámbito	 territorial,	estamos	 a	 tiempo	de	 evitar	muchos	de	 esos	

daños,	 pero	 poco	 se	 ha	 hecho,	 el	 tiempo	apremia,	 los	 costos	 reparatorios	 aumentan	 y	persiste	

una	cultura	mayoritaria	de	disposición	ambigua	y	morosa	respecto	a	las	acciones	necesarias.	

Contamos	 con	 un	buen	 punto	 de	 partida	 en	 la	 legislación	 y	 política	 ambiental	 establecidas	

desde	el	remoto	Código	Civil	de	1868	y	el	Código	Rural	de	1875,	y	las	posteriores	sobre	suelo,	agua	

y	forestación	fijadas	después,	particularmente	entre	1942	y	fines	de	los	'90.	

Debemos	superar	 importantes	 carencias	en	diversos	aspectos	 regulatorios	 y	el	 relegamiento	

del	tema	en	nuestro	país.	El	desarrollo	de	una	sociedad	no	es	una	noción	meramente	económica	

sino	 de	 desarrollo	 humano,	 lo	 que	 implica	 calidad	 de	 vida.	 	 La	 ciencia,	 tecnología	 y	 buenas	

prácticas	 deben	 ser	 aplicadas	 en	 todas	 las	 instancias	 para	 detener	 y	 revertir,	 en	 lo	 posible,	 el	

deterioro	 del	 aire,	 el	 agua	 y	 el	 suelo	 en	 el	 territorio	 nacional.	 Las	 iniciativas	 regionales	 de	

protección	medio	ambiental	deben	contar	con	el	firme	concurso	del	Estado	uruguayo.		
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Proponemos	 potenciar	 los	 recursos	 profesionales	 el	 Ministerio	 de	 Vivienda	 Ordenamiento	

Territorial	 y	 Medio	 Ambiente	 para	 reforzar	 su	 capacidad	 técnica	 para	 controlar	 realmente	 el	

medio	ambiente	en	todo	el	territorio	nacional.	

	

Desarrollar	nuevas	políticas	que	acoten	y	eviten	prácticas	de	desarrollo	no	sustentable.		

	

Se	debe	incorporar	la	dimensión	ambiental	como	parte	del	concepto	de	desarrollo,	la	apuesta	

por	el	reciclaje,	y	la	administración	y	explotación	responsable	del	territorio.	Las	sanciones,	multas	

y	 penalizaciones	 reparatorias	 por	 explotaciones	 y	 comportamientos	 lesivos	 con	 el	 medio	

ambiente	deben	ser	contundentes	y	afectar	a	empresas	privadas	o	públicas,	organismos	estatales	

e	individuos	responsables.	El	Estado,	paralelamente,	debe	velar	por	la	efectiva	y	rápida	solución	o	

mitigación	de	los	daños.		

	

	

• Derecho	Ambiental		

Tres	 grandes	 programas	 vertebran	 la	 propuesta	Batllista:	 Programa	nacional	 de	 empleo	del	

agua;	 Programa	 nacional	 de	 tratamientos	 de	 residuos	 sólidos	 y	 Programa	 nacional	 de	

tratamiento	de	residuos	contaminantes	hospitalarios	y	biológicos.		

	

El	Derecho	Ambiental	es	parte	integral	los	Derechos	Humanos,	caracteriza	el	daño	ambiental	y	

la	imprescriptibilidad	de	las	acciones	para	prevenirlo	y	repararlo.	

	

Proponemos	 un	programa	 nacional	 de	 empleo	 del	 agua,	 racionalizando	 el	 uso	 de	 las	 aguas	

superficiales	 y	 subterráneas,	 un	 programa	 nacional	 de	 tratamiento	 de	 residuos	 sólidos	 y	 un	

programa	 nacional	 de	 tratamiento	 de	 residuos	 hospitalarios	 y	 biológicos,	 incluyendo	 la	

disposición	final	en	rellenos	de	los	residuos	no	sanitarios	ni	contaminantes	para	los	materiales	que	

no	se	presten	a	reciclaje	o	reutilización.	

	

Diseñar	un	plan	nacional	específico	de	recolección	y	disposición	de	residuos	contaminantes	de	

las	actividades	agropecuarias.	
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Atender	 y	 controlar	 el	 consumo	 de	 plásticos	 cuya	 abundancia	 no	 disminuirá	 por	 el	 solo	

desincentivo	 del	 uso	 de	 bolsas	 de	 polietileno,	 si	 los	 productos	 continúan	 envasados	 en	 ese	

material.	 Alentar	 la	 progresiva	 eliminación	 de	 los	 plásticos	 de	 único	 uso	 y	 propender	 a	 la	

sustitución	del	plástico	por	materiales	de	fácil	biodegradación	y/o	reciclado.		

	

Reasegurar	 la	 calidad	 de	 aguas	 superficiales,	 napas	 y	 acuíferos.	 Implementar	 un	 programa	

nacional	 de	 control	 y	 manejo	 de	 efluentes	 provenientes	 de	 actividades	 agropecuarias	 para	

combatir	la	contaminación	originada.			

	

Construir	 un	mapa	 hidrológico	 realmente	 completo	 del	 país	 y	 una	 red	 de	 monitoreo	 que	

incluya	estaciones	fijas	automatizadas	en	nudos	críticos	de	la	red	hidrológica.		

	

La	 extracción	 y	 comercialización	de	 recursos	no	 renovables	 deben	enmarcarse	 en	normativas	

que	velen	por	el	interés	general.	Regular	la	minería	artesanal	y	de	pequeño	porte	atendiendo	sus	

aspectos	sociales	y	de	uso	de	tecnología.		

	

• Un	desarrollo	limpio	

	 Promover	las	bio	refinerías	y	la	instalación	de	pequeñas	centrales	de	energía	hidráulica.		

	

	 Mejorar	el	aprovechamiento	de	la	energía	solar.	

	

	 Explorar	 la	generación	de	energía	 geotérmica	 y	mareomotriz	 y	otras	 formas	de	energías	

renovables.	

	

	 Establecer	 y	 reglamentar	 normas	 de	 Derecho	 Penal	 para	 los	 delitos	 ambientales,	 el	

maltrato	 animal,	 la	 caza,	 captura	 y	 tráfico	 de	 especies	 protegidas	 y	 la	 caza	 y	 pesca	 fuera	 de	

temporadas	habilitadas.					

	

	 Coordinar	acciones	 de	 defensa	 ambiental	 con	 la	 comunidad	 internacional,	 en	particular	

con	 los	 países	 de	 la	 región.	 Ser	 promotores	 activos	 de	 regulaciones	 realistas,	 políticas	 y	

procedimientos	amigables	con	el	ambiente	y	el	desarrollo	sustentable.	
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3. Seguridad	vial:	reducir	la	mortalidad	en	el	tránsito	

	 En	2018	murieron	528	personas	por	accidentes	de	tránsito,	la	mayoría	jóvenes	de	15	a	25	

años	y	ancianos	mayores	de	70	años.	El	45%	de	los	muertos	circulaban	en	motos.	Los	lesionados	

en	accidentes	de	tránsito	fueron	25.000.	La	siniestralidad	en	2018	aumentó	14%	respecto	al	año	

anterior.		

La	 tasa	de	mortalidad	 fue	de	 casi	 15	por	 100.000	habitantes.	 El	 gobierno	no	es	 eficaz	 para	

brindar	 condiciones	 de	 seguridad	 vial	 que	 reduzcan	 los	 accidentes	 de	 tránsito,	 con	 sus	

consecuencias	graves	y	con	frecuencia	fatales.		

Desde	 la	 infancia	 y	 en	 la	 adolescencia	 debe	 formarse	 a	 los	 futuros	 conductores	 en	 las	

obligaciones,	 precauciones	 y	 riesgos	 que	 supone	 el	 uso	 de	 vehículos	 en	 el	 tránsito.	 El	 estado,	

además	debe	restringir	la	circulación	de	vehículos	inseguros.		

	

La	tolerancia	a	bajos	niveles	de	calidad	en	 las	prestaciones	de	Seguridad	de	los	vehículos;	el	

deterioro	 de	 rutas,	 carreteras;	 la	 falta	 de	 iluminación;	 la	 señalética	 escasa	 y	 anacrónica;	 y	 la	

ausencia	 de	 incentivos	 al	 abandono	 de	 vehículos	 perimidos	 de	 gama	 inferior,	 son	 factores	 de	

siniestralidad.	 	 Los	 principales	 factores	 de	 riesgo	 son	 errores	 humanos	 e	 imprudencias	 en	 un	

contexto	de	mayor	frecuencia	de	problemas	mecánicos.  Por	supuesto,	los	principales	factores	de	

riesgo	 son	 el	 error	 humano	 y	 las	 imprudencias,	 pero	 el	 párrafo	 anterior	 indica	 las	

responsabilidades	que	le	caben	a	las	políticas	de	seguridad	vial.	

	

Para	reducir	estas	cifras	se	propone	efectivo	control	sobre:	

	

Requisitos	de	calidad	de	los	vehículos	con	motor	para	poder	circular.	

Cumplimiento	de	las	exigencias	para	el	otorgamiento	de	licencias	de	conducir.	

Uso	de	elementos	de	protección	por	parte	de	los	motociclistas.	

Cumplimiento	de	las	normas	de	circulación.	
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	 Implantar	la	libreta	de	conducir	“por	puntos”.	

	 Imponer	mayores	sanciones	no	económicas	a	los	infractores.	

	 Mejorar	y	extender	 la	 iluminación	nocturna	energéticamente	eficiente	en	carreteras,	 las	

condiciones	de	visibilidad,	contralor	electrónico	y	señalización	en	los	cruces	y	curvas.	

Mayor	uniformidad	de	la	velocidad	vehicular	autorizada	en	las	ciudades.	

Colocación	de	más	radares	en	carreteras.	

Regular	 el	 tamaño,	 la	 distancia,	 la	 iluminación	 y	 la	 densidad	 de	 la	 cartelería	 publicitaria	 al	

costado	de	las	rutas.	

Contralor	de	la	polución	sonora	y	atmosférica	de	los	vehículos	motorizados.	

Incluir	en	 los	programas	 escolares	 la	 capacitación	 adicional	 a	 la	hogareña,	en	 conducción	de	

bicicletas	 con	 pruebas	 teóricas	 y	 prácticas	 con	 asistencia	 ocasional	 de	 ONG	 y	 técnicos	 idóneos	

voluntarios.	 Formación	 a	 nivel	 liceal	 en	 educación	 vial	 y	 conducción	 de	 vehículos,	 con	 pruebas	

teóricas,	 simuladores	 de	 manejo	 y	 eventualmente	 prácticas	 para	 que	 egresen	 en	 mejores	

condiciones	para	prepararse	y	presentarse	al	examen	oficial	de	licencia	de	conducir.	

	 	



 

27  
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 II 

RESCATAR		

LA	ECONOMÍA	

	

1. Gestión	de	una	economía	emboscada	

Muchos	 uruguayos	 ven	 con	 angustia	 como	 desaparecen	 o	 peligran	 sus	 empleos.	 Ya	 no	 es	

posible	 ignorar	que	pequeñas,	medianas	y	grandes	empresas	 se	achican	o	cierran	por	 falta	de	

competitividad.	La	incertidumbre	afecta	a	las	familias	y	las	dificultades	financieras	amenazan	sus	

bienes.	Las	empresas	limitan,	postergan	o	suspenden	sus	inversiones.	Así,	se	achican	o	quiebran.	

Los	 altos	 costos	 en	 dólares	 han	 quitado	 competitividad	 a	 las	 empresas	 de	 todos	 los	 sectores,	

prácticamente	sin	excepción:	del	lácteo	al	arrocero,	del	industrial	al	turístico,	del	exportador	a	la	

construcción.	La	conflictividad	crece.		

	 	

Hay	que	tomar	medidas	inmediatas	y	detener	el	proceso	de	destrucción	de	puestos	de	trabajo	

y	 cierre	 de	 empresas.	 	 La	 actividad	 está	 estancada	 y	 la	 recaudación	 tributaria	 cae;	 el	 gasto	

público	aumenta	y	se	agiganta	el	déficit	fiscal,	que	está	en	su	peor	nivel	en	décadas.		

	

El	desajuste	derivado	de	mayores	gastos	 	e	 ingresos	menores	obliga	a	contraer	cada	vez	más	

deuda	pública	para	financiar	el	déficit	fiscal.		La	deuda	supone	la	consiguiente	generación	de	más	

intereses	a	pagar.	Los	dólares	que	el	gobierno	recibe	prestados,	los	vende	para	obtener	pesos	con	

los	 que	 pagar	 el	 déficit	 fiscal.	 Esta	 oferta	 adicional	 de	 dólares	 en	 el	 mercado	 deteriora	 la	

competitividad	 de	 la	 producción	 nacional,	 perjudicando	 los	 niveles	 de	 actividad	 y	 empleo	 y	 la	

recaudación	fiscal.		

	

El	peso	uruguayo	está	 sobrevaluado,	 se	padece	un	“atraso	 cambiario”	 respecto	de	 todos	 los	

destinos	 y	 competidores	 muy	 relevantes	 de	 nuestra	 producción:	 Australia,	 Nueva	 Zelanda,	

Estados	Unidos,	la	Zona	Euro,	Argentina	y	Brasil.		

	

Adicionalmente,	 los	 pesos	 que	 el	 gobierno	 vuelca	 al	 mercado	 cuando	 paga	 sus	 gastos	

crecientes,	presionan	al	alza	los	precios.	Y,	para	evitar	un	mayor	aumento	de	la	inflación,	el	propio	
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gobierno	retira	pesos	del	mercado	mediante		 la	emisión	de	letras	de	regulación	monetaria.	Claro	

que,	por	ello,	se	pagan	nuevos	intereses	que	vuelven	a	incrementan	el	gasto	público	y	el	déficit.		

	

Este	círculo	debe	cortarse	sin	abandonar	la	esperanza,	porque	ella	es	condición	esencial	para	

abrirle	paso	a	tiempos	mejores.	

	

	

	

	

	

Consistencia	coordinada			

Evitar	la	caída	de	los	ingresos	de	la	población	en	términos	reales	y	al	mismo	tiempo	abaratar	

los	costos	en	dólares.	Fomentar	la	competencia	mediante	la	desindexación	y	desregulación	de	la	

economía.		

El	crecimiento	continuo	de	la	inversión	es	el	motor	que	asegura	a	largo	plazo	niveles	adecuados	

de	competitividad,	actividad	y	empleo.	Para	revertir	su	actual	caída,	es	necesario	un	cambio	en	las	

expectativas	 de	 los	 agentes	 económicos.	 Se	 deben	 procesar	 simultánea	 y	 coordinadamente	 un	

conjunto	de	reformas	estructurales	que	incluyan	el	sistema	de	seguridad	social;	la	modernización	

de	 las	 relaciones	 laborales;	 la	 reducción	 del	 número	 de	 funcionarios	 públicos;	 las	

desmonopolizaciones	de	mercados;	la	baja	del	gasto	público	y	de	la	presión	fiscal	como	proporción	

del	PIB;	una	reforma	tributaria	que	simplifique	la	tributación	y	reduzca	la	carga	sobre	los	factores	

productivos;	 la	 expansión	 de	 las	 fronteras	 comerciales;	 revertir	 el	 mal	 desempeño	 del	 sistema	

educativo;	 poner	 en	 marcha	 un	 programa	 nacional	 de	 formación	 dual	 que	 incremente	 la	

capacitación	y	productividad	de	los	estudiantes	y	trabajadores;	flexibilizar	las	regulaciones	de	uso	

de	 suelo,	 sistemas	 constructivos	 y	 registro	 de	 propiedad	 y	 desburocratizar	 los	 trámites	 de	

concesiones	de	permisos	y	regularizaciones	de	obras	que	impactan	sobre	los	costos	de	adquisición	

y	arrendamiento	de	vivienda	urbana.		

	

	Debemos	 corregir	 el	 atraso	 cambiario,	mejorando	 el	 tipo	 de	 cambio	 real	 para	 abaratar	 los	

costos	en	dólares	y	recomponer	la	competitividad	de	nuestros	productos	y	servicios.	Con	un	tipo	

de	cambio	real	ajustado	al	promedio	histórico,	aumentará	la	actividad	y	la	recaudación	tributaria,	

bajará	el	costo	en	dólares	del	sector	público	disminuyendo	el	déficit	fiscal	y	la	necesidad	de	tomar	
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deuda	en	dólares	para	financiarlo.	Una	menor	cantidad	de	dólares	ingresando	al	mercado,	quitará	

la	presión	a	la	baja	del	tipo	de	cambio	real.	

	

Esta	 perspectiva	 hace	 mandatorio	 actuar	 simultánea	 y	 consistentemente	 con	 medidas	 de	

resultados	 a	 corto	 y	 largo	 plazo,	 persiguiendo	 aumentar	 el	 tipo	 de	 cambio	 real	 y	 al	 mismo	

tiempo	 evitar	 la	 caída	 de	 los	 ingresos	 de	 la	 población	 en	 términos	 reales.	 Y	 fomentar	 la	

competencia,	 con	 énfasis	 en	 los	 mercados	 en	 que	 actúan	 empresas	 públicas,	 mediante	 la	

desindexación	 y	 desregulación	 de	 la	 economía.	 Combustibles,	 energía,	 comunicaciones,	

transporte,	salud,	arrendamientos,	tarifas	públicas	en	general,	son	ejemplos	de	las	áreas	sobre	las	

hay	que	actuar.	

	

Con	el	viento	en	contra	

La	situación	internacional	hace	cada	vez	más	costoso	para	el	Uruguay	seguir	asumiendo	costos	

excesivos	por	la	combinación	de	irrealismo	y	prejuicios	ideológicos.	Se	trata	de	diseñar	y	ejecutar	

una	política	económica	diferente	a	la	actual,	que	ponga	al	país	de	cara	a	la	modernidad	y	al	mundo	

para	mejorar	sustancialmente	la	vida	de	sus	habitantes.	

	

Todo	indica	que	el	crecimiento	económico	global	se	ha	debilitado	y	se	prevé	que	esa	tendencia	

persista,	tanto	en	las	economías	avanzadas	como	en	las	emergentes.	

	

Son	 limitadas	 las	 iniciativas	 locales	 que	 se	 pueden	 adoptar	 para	 ponerse	 a	 resguardo	 total	 o	

prosperar	 significativamente	 en	 esta	 coyuntura,	máxime	 considerando	 la	 situación	 de	 lejanía	

respecto	a	los	grandes	mercados	en	que	quedó	la	economía	uruguaya,	por	la	falta	de	políticas	de	

inserción	 internacional	y	 la	 ideologización	de	 las	 relaciones	económicas	y	diplomáticas	del	país	

que	caracterizan	al	gobierno	del	Frente	Amplio.		

	

La	 economía	mundial	 ha	 ingresado	 en	 una	 fase	 de	 desaceleración	 cíclica,	 la	OCDE	 ajustó	 sus	

proyecciones	 a	 la	 baja:	 la	 economía	 global	 crecería	 3.3%	 en	 2019	 y	 3.4%	 en	 2020.	 Se	 abre	 un	

escenario	internacional	preocupante	caracterizado	por:	

	

• El	conflicto	comercial	entre	EEUU	y	China,	las	dos	mayores	economías	del	mundo.	Su	escala	

puede	revertir	los	flujos	financieros	a	los	mercados	emergentes.	
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• La	 desaceleración	 de	 la	 economía	 china,	 que	 podría	 impactar	 significativamente	 en	 su	

demanda.	

• Mayor	debilidad	de	las	economías	europeas	y	de	Japón.	

• Mayores	tensiones	políticas,	incluyendo	el	desenlace	del	Brexit.	

• Aumento	de	la	volatilidad	en	los	mercados	financieros.		

El	hecho	de	que	la	economía	mundial	se	desacelere	y	baje	la	inflación,	hace	que	los	principales	

bancos	 centrales	 del	mundo	 hayan	 reconsiderado	 sus	 planes	 de	 retiro	 gradual	 de	 los	 estímulos	

monetarios.	

	

La	planificación	económica	que	se	proponga	llevar	adelante	Uruguay	deberá	considerar	estas	

variables	 de	 la	 economía	 global	 y	 contar	 con	 planes	 de	 contingencia	 para	 afrontar	 posibles	

escenarios	alternativos	complejos	y	volátiles.	

	

	

	

	

	

	

2. Apertura	económica	

	

Más	 allá	 de	 los	 temores	 y	 los	 prejuicios	 que,	 por	 inseguridad	 e	 ideología,	 alientan	 vastos	

sectores	del	frenteamplismo,	 incluyendo	su	brazo	sindical,	es	 impostergable	cambiar	el	rumbo.		

Establecer	un	flujo	permanente,	de	ida	y	vuelta,	de	bienes	y	servicios	entre	Uruguay	y	el	mundo	

es	 un	 imperativo	 para	 mejorar	 nuestra	 economía	 y	 nuestra	 más	 conveniente	 inserción	 en	 el	

comercio	internacional.		

	

La	apertura	económica	es	un	factor	crítico	para	el	desarrollo	de	Uruguay	por	diversos	motivos:	

• El	grado	de	apertura	aunado	a	los	acuerdos	comerciales	afectan	la	productividad	general	de	

la	economía,	obligando	a	las	empresas	a	ser	competitivas.	

• La	apertura	comercial	brinda	a	las	empresas	una	ayuda	para	compensar	fluctuaciones	en	

el	mercado	interno	y	poder	mantener	su	nivel	de	actividad	y	ocupación.	
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• La	 necesidad	 de	 las	 empresas	 exportadoras	 y	 sus	 competidoras	 locales	 de	 producción	

importada	y	de	mantener	su	competitividad	frente	a	empresas	del	mundo	entero,	 las	compele	a	

incorporar	 continuamente	 la	 innovación	 y	 recambio	 tecnológico	 mediante	 nuevos	 insumos,	

equipamientos	y	procesos.	

• La	mayor	competencia	 incentiva	 la	capacitación	al	 interior	de	 las	empresas	y	 la	búsqueda	

continua	de	las	mejores	prácticas	en	las	diferentes	áreas.	

	

La	inversión	extranjera	directa	es	uno	de	los	canales	más	idóneos	para	lograr	estos	objetivos	e	

influir	sobre	las	empresas	locales.		

	

En	lo	referente	a	la	apertura	comercial,	Uruguay	necesita	imperiosamente	mejorar	su	inserción	

internacional	para	acceder	a	mercados	que	le	permitan	un	crecimiento	económico	dinámico.		

	

Las	 preferencias	 arancelarias	 del	 Mercosur	 posibilitan	 una	 parte	 importante	 de	 las	

exportaciones	 a	 Argentina	 y	 Brasil,	 pero	 como	 contrapartida,	 el	 país	 está	 sacrificando	 un	

importante	monto	de	recaudación	de	aranceles,	incurre	en	desvío	de	comercio	importando	de	los	

países	vecinos	a	precios	superiores	a	 los	del	mercado	 internacional	y	sus	exportaciones	pierden	

capacidad	 de	 competencia	 en	 mercados	 donde	 nuestros	 competidores	 tienen	 acuerdos	

comerciales.	

	

La	comarca	y	el	mundo	

	 El	Batllismo	se	planteó	ya	en	los	inicios	del	siglo	pasado,	insertar	al	país	en	el	mejor	mundo	

de	la	época,	poniendo	al	Estado	al	servicio	de	esa	idea.	Ese	es	hoy	el	ímpetu	que	queremos	para	

Uruguay.	La	región	no	es	el	único	mundo	en	el	que	debemos	a	aspirar	a	insertarnos.		Es	necesario	

apuntar	a	vínculos	amplios	y	 fluidos	con	 las	 regiones	más	adelantadas	y	dinámicas	de	nuestro	

tiempo.	

	

Uruguay	debe	bregar	por	transformar	el	Mercosur	en	una	zona	de	libre	comercio	o,	al	menos,	

obtener	 autorización	 para	 concluir	 unilateralmente	 un	 número	 reducido	 de	 acuerdos	 de	 libre	

comercio	con	países	que	han	otorgado	ventajas	arancelarias	a	productos	competitivos	de	la	oferta	

exportadora	uruguaya	o	que	tienen	una	oferta	competitiva	y	diversificada	de	aquellos	bienes	que	
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Uruguay	 importa	 con	 desvío	 de	 comercio	 (bienes	 de	 capital,	 informática,	 telecomunicaciones,	

insumos	agropecuarios	e	industriales	básicos,	equipos	de	transporte	y	maquinaria,	entre	otros).		

	

	 En	caso	de	no	 lograr	avances	 significativos	 sobre	estas	 cuestiones	en	un	plazo	 razonable,	

Uruguay	debería	plantearse,	debatir	y	resolver	cuál	será	la	conveniencia	de	permanecer	en	este	

Mercosur.	

	

3. La	Productividad	¿Para	qué?		

La	buena	productividad	es	lo	que	distingue	a	los	países	cuyos	habitantes	tienen	mejor	calidad	

de	 vida.	 Por	 eso,	 su	 mejora	 debe	 ser	 central	 para	 dirigentes	 los	 políticos,	 sindicales	 y	

empresariales.	

				

La	productividad	es	 el	 resultado	 positivo	 en	 la	 generación	del	 Producto	Bruto	 resultante	 del	

aporte	del	trabajo	y	del	capital	y	de	los	cambios	tecnológicos.	También	resulta	de	los	cambios	y	

mejoras	 en	 la	 eficiencia	 productiva,	 la	 organización	 y	 gestión	 de	 las	 empresas	 y	 del	 entorno	

institucional	en	su	acepción	más	amplia.	

	

La	productividad	explica	 la	diferencia	de	bienestar	entre	 sociedades	que	un	momento	dado	

tuvieron	condiciones	similares.	Promover	la	mejora	de	la	productividad	debe	ser	una	meta	central	

de	 la	gestión	de	gobierno,	erosionando	las	barreras	que	 la	frenan	y	habilitando	incentivos	para	

desarrollarla.		

Las	barreras	existentes	a	una	mayor	productividad	son	mayoritariamente	resultado	de	políticas	

erróneas	o	incentivos	inadecuados.		

	

	 Se	identifican	dos	tipos	de	barreras:	las	de	índole	operativa	y	las	de	especie	institucional.	

	

	 Las	barreras	operativas	 impiden	que	el	sistema	productivo	optimice	el	uso	de	los	factores	

físicos	y	humanos,	logrando	la	combinación	más	eficiente	de	ellos:			

	

• Oferta	 inadecuada	 en	 calidad	 y	 precio	 de	 la	 infraestructura	 física	 (incluyendo	 logística),	

comunicaciones	y	energía.	
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• Indisponibilidad	de	recursos	humanos	calificados.			

• Distorsiones	 en	 la	 operativa	 del	 mercado	 de	 factores,	 principalmente	 el	 del	 trabajo,	

resultado	de	regulaciones	excesivas	o	inadecuadas.	

• El	 grado	 de	 apertura	 económica	 junto	 a	 los	 acuerdos	 comerciales	 puede	 ser	 una	 de	 las	

barreras	más	importantes.	

	 	

Las	barreras	institucionales	comprenden	el	entramado	legal	y	regulatorio	inadecuado:		

	

• Dificultad	para	abrir	o	disolver	empresas	elevando	el	riesgo	empresarial,	 lo	que	a	su	vez	

atenta	contra	la	incubación	de	empresas	de	punta.		

• Cantidad	excesiva	de	actos	administrativos,	notariales	y	regulaciones,	abandonados	desde	

hace	tiempo	en	la	mayoría	de	las	economías	dinámicas.		

• Lentitud	 de	 procedimientos	 del	 Poder	 Judicial	 que	 retrasa	 el	 cumplimiento	 de	 los	

contratos,	 dificultando	 la	 reasignación	 de	 recursos	 derivados	 de	 los	 procesos	 de	 quiebra	 o	 la	

reestructura	de	empresas.	

• La	falta	de	profundidad	del	mercado	de	capital	doméstico	y	las	regulaciones	innecesarias	

limitan	el	financiamiento	de	la	inversión,	la	adopción	de	nuevas	tecnologías	y	la	disponibilidad	de	

capital	de	riesgo	para	la	puesta	en	marcha	de	empresas	innovadoras.	

• La	educación	es	central	en	el	fortalecimiento	de	la	productividad	global	de	una	economía,	

tanto	por	 transmitir	 valores	donde	el	 trabajo	decente,	es	el	eje	de	 la	 conducta	 social,	 como	por	

generar	capacidades	para	ejercer	mejor	la	ciudadanía	y	desempeñarse	en	el	mercado	laboral.		

	

En	el	caso	de	Uruguay,	los	aumentos	de	productividad	no	han	sido	relevantes	como	palanca	de	

crecimiento,	 salvo	 durante	 periodos	 cortos	 y	 en	 sectores	 particulares.	 El	 más	 reciente	 fue	 del	

sector	agrícola	durante	la	década	pasada.	

	

La	productividad	por	sectores	crece	más	en	los	sectores	exportadores	de	bienes	y	servicios	y	

se	 reduce	 en	 la	 producción	 de	 bienes	 no	 transables.	 Un	 ejemplo	 es	 el	 de	 la	 construcción,	 cuya	

productividad	creció	por	debajo	al	del	resto	de	los	sectores	relevantes	de	la	economía.	
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En	la	comparación	internacional,	Uruguay	muestra	que	los	obstaculos	operativos	como	freno	de	

su	productividad	global,	son	más	relevantes	que	los	de	 índole	 institucional.	Por	eso,	el	eje	de	 las	

politicas	para	mejorar	la	productividad	deben	concentrarse	en	resolver	trabas	operativas.		

	

Muchas	de	nuestras	regulaciones	laborales,	superpuestas	y	anacrónicas,		resultan	actualmente	

poco	permeables	al	aumento	de		 la	productividad,	su	densidad	pesa	más	que	en	otros	paises	de	

condición	similar.		

	

	 Las	 políticas	 para	mejorar	 la	 productividad	deben	 centrarse	 en	modernizar	 la	 regulación	

laboral;	mejorar	la	inserción	internacional;	aumentar	la	eficacia	de	la	gestión	estatal	y	privada.	

	

• Aumentar	la	eficiencia	del	Estado.	

• No	llenar	las	vacantes	que	se	produzcan	en	una	relación	3/1.	

• Consolidar	agencias	gubernamentales	con	similar	actividad.	

• Reforma	de	las	empresas	públicas.	

• Eliminar	los	monopolios	de	varias	empresas	públicas.	

• Convertir	parte	 de	 las	 empresas	 públicas	 en	 sociedades	 anónimas	 con	 el	 Estado	 como	

accionista	mayoritario,	cotizando	una	parte	del	paquete	accionario	en	la	Bolsa	de	Valores	y	abrir	al	

mercado	a	las	sociedades	que	son	propiedad	de	algunos	entes	como	ANCAP.	

• 	

• Fortalecer	 y	 hacer	 efectiva	 la	 capacidad	 regulatoria	 de	 las	 unidades	 especializadas	

(URSEA,	URSEC)	

• Mejorar	la	oferta	de	recursos	humanos	disponibles.	

• Reformar	la	educación.	

• Promover	convenios	de	las	universidades	y	escuelas	técnicas	con	las	empresas.	

• Fortalecer	 el	 vínculo	 de	 los	 institutos	 de	 investigación	 públicos	 y	 privados	 con	 las	

empresas	para	crear	y	adaptar	nuevas	tecnologías	y	procesos	productivos.	

• Actualizar	la	infraestructura	física.	

• Crear	fondos	de	capital	para	financiar	obras	de	infraestructura	física.	

	

4. El	Agro	como	motor	del	desarrollo		
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El	 agro	 uruguayo	 está	 estancado.	 El	 crecimiento	 es	 nulo,	 salvo	 en	 el	 subsector	 forestal.	 El	

aumento	de	los	costos	frente	a	nuestros	competidores	es	la	causa	principal	del	estancamiento.	

Pudimos	crecer	mientras	nos	pagaban	precios	altos	en	el	mercado	internacional,	pese	a	nuestros	

costos.	Cuando	cayeron	los	precios,	nos	derrumbamos.	

	

Las	políticas	gubernamentales	excluyen	a	las	empresas	pequeñas	y	medianas,	favoreciendo	la	

concentración	de	 la	propiedad	y	el	 incremento	del	endeudamiento.	Nunca	en	 la	historia	se	ha	

concentrado	la	propiedad	de	la	tierra	como	entre	2005	y	2015.	En	esos	años,	además,	la	deuda	

sectorial	escaló	de	429	millones	de	dólares	a	más	de	3.000	millones	de	dólares.		

	

El	 agro	 es	 imprescindible	 como	 motor	 del	 desarrollo	 del	 país;	 dinamiza,	 directa	 e	

indirectamente,	toda	su	economía.		

	

La	 reforma	 económica	 Batllista	 y	 la	 aceleración	 de	 las	 negociaciones	 externas	 le	 darán	

competitividad	 al	 sector	 productivo.	 Además,	 es	 clave	 implementar	 políticas	 sectoriales	 de	

mejora	de	calidad	e	inocuidad	de	productos;	certificaciones	de	calidad	y	diferenciación;	calidad	

ambiental;	y	valor	agregado	comercial.	

	

La	innovación	tecnológica	y	financiera	deben	ser	privilegiadas.	El	mundo	demanda	alimentos	

y	 fibras	 y	 debemos	 recordar	 que	no	 espera	por	 nosotros:	 El	 agro	uruguayo	puede	duplicar	 su	

presencia	exportadora	en	diez	años.	

	

El	sector	agroexportador	debe	ser	el	“ariete”	que	inicie	el	desarrollo	sostenido	de	la	economía.	

Aún	con	el	fuerte	impacto	de	la	imposición	fiscal	y	los	sobrecostos	de	varios	servicios	públicos,	los	

agronegocios	 alimentarios	 siguen	 liderando	 el	 comercio	 exterior	merced	 a	 las	 exportaciones	 de	

carne,	lácteos,	soja	y	arroz.	

	

Uruguay	tiene	una	gran	oportunidad	de	crecimiento	si	logra	posicionarse	como	un	productor	de	

estos	alimentos	diferenciado	por	su	calidad,	inocuidad	y	amigabilidad	con	el	medio	ambiente.		
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En	 los	últimos	años,	el	 sector	agropecuario	experimentó	pérdidas	muy	 importantes	en	rubros	

agrícolas	y	lecheros	y	ganancias	escasas	en	los	sectores	ganaderos,	como	consecuencia	de	los	altos	

costos	internos	y	las	caídas	de	precios	internacionales.	

	

Márgenes	 positivos	 acotados	 e	 importantes	 inversiones,	 realizadas	 durante	 el	 período	 de	

mejora,	 determinaron	 un	 incremento	 del	 endeudamiento	 del	 sector	 que	 pasó	 de	 U$S	 429	

millones	de	dólares	en	2005	a	U$S	3.063	millones	de	dólares	en	2017,	considerando	solamente	la	

deuda	bancaria.	

	 Para	dinamizar	 la	economía	uruguaya	al	grado	necesario,	se	requieren	medidas	de	pronta	

ejecución	 en	 las	 actividades	 agrícola,	 ganadera	 y	 granjera,	 junto	 a	 la	 agroindustria.	 El	 conjunto	

debe	incluir:	

• 		Revisión	 de	 la	 devolución	 de	 impuestos	 indirectos	 a	 la	 exportación	 para	 el	 sector	

primario.	

• Tender	progresivamente	a	que	el	precio	de	gasoil	y	energía	eléctrica		se	acerquen	a	precios	

similares	a	los	del	mercado	internacional.	

• Un	amplio	plan	de	inversiones	en	infraestructura	que	disminuya	los	sobrecostos	logísticos	

derivados	del	mal	estado	de	la	red	vial.	

	

Los	trenes	que	parten	con	oportunidades	

	 Como	el	 resto	de	 la	 economía,	el	 agro	 requiere	 una	macroeconomía	 ordenada	 y	 “costo	

país”	competitivo,	promoción	de	su	inserción	internacional,	desarrollo	de	marcas,	diferenciación	

de	productos	y	cadenas	de	distribución.		

	 	

Uruguay	 viene	 perdiendo,	 sistemáticamente,	 preferencias	 comerciales	 (especialmente	

arancelarias)	en	sus	mercados	de	destino.	Esto	es	especialmente	cierto	en	los	mercados	de	mayor	

crecimiento	potencial,	tales	como	Asia	y	NAFTA.	

	

	 En	estos	mercados,	hemos	venido	esfumarse	nuestra	ventaja	sanitaria	frente	a	Argentina	

y	 Brasil,	 que	 han	 logrado	 alcanzar	 el	 status	 de	 nuestro	 país	 y,	 en	materia	 arancelaria,	 venimos	

perdiendo	 ventaja	 frente	 a	Australia	 y	 Nueva	 Zelanda	 que	 han	 sido	mucho	más	 inteligentes	 y	

agresivos	en	 la	apertura	de	mercados.	Por	ejemplo,	para	el	2023,	Australia	habrá	reducido	a	0%	

los	aranceles	para	su	carne	bovina	en	China,	a	partir	del	12,5	%	que	paga	hoy,	al	igual	que	Uruguay.	
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Del	mismo	modo,	NZ	reducirá	a	0%	el	arancel	que	paga	en	USA	(que	hoy	es	de	26,4%	 igual	que	

ROU)	y	habrá	reducido,	para	2030,	sus	aranceles	en	Japón,	de	38,5%	a	9%.	

A	los	valores	actuales	de	la	carne	bovina,	estas	preferencias	representan,	en	promedio,	entre	

600	 y	 2.000	 U$S	 por	 tonelada	 de	 carne,	 que	 supondrán	 barreras	 de	 competencia	 casi	

infranqueables.	

	

	 El	sector	agroalimentario,	capaz	de	liderar	el	crecimiento	exportador	uruguayo,	demanda	

conocimiento,	incorporación	de	tecnología	y	permanente	innovación.	Requiere	recursos	humanos	

altamente	 capacitados.	 La	 inversión	 en	 los	 mismos	 debe	 ser	 privilegiada,	 como	 mínimo	 en	 la	

misma	medida	que	la	inversión	en	capital	físico.	Debe	incorporarse	como	sujeto	de	exoneración	

fiscal,	al	menos	en	los	mismos	términos	que	una	instalación	industrial.	Precisa	que	se	atienda	la	

formación	profesional	en	áreas	como	agronomía,	bioquímica,	 ingeniería	genética	e	 ingeniería	de	

alimentos.	

	

	 Uruguay	 tiene	 que	 reformular	 su	 estrategia	 sanitaria,	 animal	 y	 vegetal,	 transfiriendo	

mayor	 responsabilidad	a	 los	privados	 y	 fortaleciendo	 los	 instrumentos	públicos	de	auditoría	 y	

certificación.	Los	servicios	públicos	de	 inspección	directa	no	funcionan	adecuadamente.	Se	debe	

jerarquizar	los	servicios	públicos	en	funciones	de	auditoría	y	delegar	los	servicios	de	inspección	en	

los	privados,	con	fuertes	incentivos	al	cumplimiento	de	metas.		

Hay	que	 relanzar	 periódicamente,	 con	 el	auxilio	 permanente	 del	 INIA	 y	 el	 Instituto	 Pasteur,	

campañas	 sanitarias	 contra	 enfermedades,	 malezas	 y	 plagas,	 basadas	 en	 conceptos	 más	

amigables	 con	 el	medio	 ambiente	 y	 que	 realmente	 erradiquen	 algunas	 enfermedades	 animales,	

malezas	y	plagas.	

El	 sistema	 de	 certificación	 de	 sanidad	 e	 inocuidad	 uruguayo	 debe	 ser	 un	 ejemplo	 para	 el	

mundo,	en	calidad,	costo,	eficacia	y	eficiencia.	

	

El	subsector	forestal		

El	 secretismo	 innecesario	del	 gobierno	 sobre	 las	 tratativas	 respecto	a	 la	nueva	planta	UPM	

impide	su	análisis	técnico	completo.	El	Batllismo	entiende	que	se	trata	de	un	proyecto	de	interés	

nacional,	aunque	su	sustentabilidad	ambiental,	la	afectación	de	ciudades	por	la	nueva	vía	férrea	

y	los	compromisos	que,	aparentemente,	asumiría	el	país,	nos	generan	reservas	y	temores.		
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El	Frente	Amplio	se	opuso	a	la	ley	forestal	que	comenzó	el	desarrollo	del	sector	en	Uruguay	y,	

actualmente	 no	 estimula	 la	 actividad	 maderera.	 Los	 estímulos	 corresponderán	 al	 próximo	

gobierno.	

	

	

En	 Uruguay,	 la	 forestación	 está	 organizada	 de	 forma	 que	 permite	 la	 coexistencia	 con	 la	

ganadería.	 Las	 instalaciones	 forestales	 del	 país	 desarrollan	 toda	 la	 línea	 de	 productos	 hasta	 la	

industrialización	 y	 la	 producción	de	energía	por	biomasa.	 El	 Partido	Colorado	 fue	pionero	en	 su	

impulso	 en	 1987	 cuando	 promovió	 la	 legislación	 visionaria	 y	 la	 fomentó	 sin	 la	 opacidad	

sospechosa	con	que	actualmente	se	manejan	los	nuevos	proyectos.		

Consideramos	la	nueva	planta	de	UPM	y	todas	sus	instalaciones	accesorias	como	un	proyecto	

de	 interés	 nacional.	 	 Tenemos	 reservas	 sobre	 su	 sustentabilidad	 ambiental,	 las	 obligaciones	

comprometida	por	el	Estado	y	el	trauma	urbano	que	amenaza	causar	la	vía	férrea,	extremos	que	

no	pueden	ser	analizados	debidamente	por	el	hermetismo	que	el	Gobierno	 le	ha	 impreso	a	 la	

negociación.	

Es	paradójico	que	el	Frente	Amplio	haya	sido	el	único	partido	que	se	opuso	tenazmente	a	la	

ley	forestal	de	1987.	

Hoy,	 la	forestación	genera	electricidad	a	partir	de	 la	biomasa	y	otras	actividades	relacionadas,	

como	la	inversión	en	plantas	de	chipeado;	el	desarrollo	portuario	en	Montevideo,	Nueva	Palmira	y	

Fray	Bentos;	 los	 requerimientos	de	 insumos	para	 la	 industria;	 la	descentralización	y	el	desarrollo	

logístico.		

El	procesamiento	de	madera	está	alicaído	actualmente	y	deberá	estimularse.	Su	revalorización	

en	 usos	 industriales	 para	 la	 Construcción	 y	 su	 utilización	 para	 la	 fabricación	 de	 elementos	

sustitutivos	del	plástico,	no	debe	desaprovecharse.	La	UTU,	UTEC,	Cámara	de	la	Construcción,	UPM	

y	el	MIEM,	junto	a	las	empresas	y	la	academia,	pueden	articular	un	Plan	Madera	para	catalizar	los	

procesos	 de	 conocimiento	 y	 las	 tecnologías	 específicas.	 Esta	 tendencia	 global	 que	 puede	

expresarse	en	nuestro	país.	

El	sector	impactó	fuertemente	en	el	transporte,	que	quintuplicó	su	actividad,	aunque	afectó	la	

infraestructura	de	carreteras	por	la	falta	de	previsión	de	los	últimos	gobiernos	sin	reacción	ante	el	

fenómeno.		

	

5. Servicios:	Empleo	y	valor	agregado	
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Las	 empresas	 que	 agregan	 valor	 a	 los	 bienes	 y	 ofrecen	 nuevos	 y	 mejores	 servicios	 son	

esenciales	 para	 la	 vida	 económica	 uruguaya.	 Mejoran	 la	 calidad	 y	 cantidad	 de	 empleos,	

favorecen	 la	 inserción	 comercial	 internacional,	 y	dinamizan	y	 estabilizan	 la	 red	de	 innovación.	

Debemos	cambiar	en	relación	a	ellas	la	política	salarial,	el	tratamiento	tributario	y	su	promoción.		

	

El	mundo	 está	 evolucionando	desde	 el	 predominio	 de	 la	 tecnología	 digital	 hacia	 lo	 que	 se	

llama	 la	 cuarta	 revolución	 industrial	 gracias	a	 los	avances	 tecnológicos	en	 robótica,	 inteligencia	

artificial,	biotecnología,	nanotecnología,	computación	cuántica,	impresión	3D	y	otras	innovaciones.	

Todo	nos	reafirma	que	la	riqueza	se	genera	sobre	la	base	del	conocimiento	y,	esencialmente,	en	

la	prestación	de	servicios.	

En	el	mundo,	la	producción	agrícola	tradicional	está	dando	paso	a	la	elaboración	de	alimentos	

con	 alto	 contenido	 tecnológico	 e	 investigación	 y	 eso	 son	 servicios	 agregados	 sobre	 los	 bienes	

producto	 del	 uso	 de	 los	 recursos	 naturales.	 Algo	 similar	 ocurre	 con	 la	 producción	 de	 bienes	

manufacturados,	al	punto	que,	en	algunos	casos,	la	participación	del	bien	físico	es	el	mero	núcleo	

de	lo	que	recibe	el	consumidor.	Así,	las	empresas	de	servicios	son	una	parte	progresivamente	más	

importante	del	PIB.		

En	el	sector	Servicios	predominan	las	empresas	y	actividades	en	que	la	participación	del	trabajo	

es	más	intensa	y	es	muy	alta	la	presencia	de	pequeñas	y	medianas	empresas.	Estas,	las	muchas	y	

siempre	 insuficientes	 Pymes,	 son	 intensivas	 en	 recursos	 humanos,	 exigen	más	 capacitación	 y,	

por	 dispersión	 en	 cantidad,	 aminoran	 los	 impactos	 negativos,	 aumentando	 la	 estabilidad	 del	

sistema	económico.	

El	próximo	gobierno	debe	atacar	la	falta	de	generación	de	puestos	de	trabajo	en	la	economía.	

Las	empresas	de	servicios	son	claves	en	ese	sentido	y,	además,	interactúan	con	otros	objetivos	

prioritarios	del	país.	Un	ejemplo	claro	es	la	reforma	educativa:	trabajos	decentes	en	empresas	de	

servicios	 supondrán	 oportunidades	 para	 involucrar	 jóvenes	 capacitados	 en	 la	 propuesta	 de	 la	

reforma	educativa	que,	como	es	obvio,	exige	y	demandará	mayor	 incorporación	de	tecnologías	y	

nuevos	servicios.	

Las	empresas	 de	 servicios	 son	un	 engranaje	 clave	 en	 todas	 las	 estrategias	 de	 desarrollo	 de	

actividades	 de	 buen	 potencial,	 como	 la	 industria	 de	 software,	 de	 producción	 audiovisual,	 de	

servicios	a	empresas,	de	diseño,	entre	otras.	La	magnitud	de	nuestro	mercado	impone	buscar	en	

el	exterior	la	colocación	de	los	productos	y	la	estrategia	predominante	debe	ser	la	diferenciación	
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por	 calidad.	 Esto	 implica,	 necesariamente,	 que	 se	 multipliquen	 los	 servicios	 de	 empresas	 a	

empresas.		

Los	errores	y	distanciamientos	de	la	gestión	económica	de	los	gobiernos	frenteamplistas	con	el	

sector	 servicios	 devienen,	 de	 las	 suspicacias	 	 de	 una	 visión	 anacrónica	 respecto	 al	 papel	 de	 los	

emprendedores	y	la	dinámica	de	innovación.		

Hay	tres	áreas	donde	el	gobierno	está	perjudicando	o	en	el	mejor	de	los	casos	descuidando	a	

las	 empresas	 de	 servicios:	 la	 política	 salarial,	 el	 tratamiento	 impositivo	 y	 la	 promoción	 del	

comercio	exterior.	

El	punto	más	claro	de	conflicto	entre	la	política	salarial	de	este	gobierno	y	el	desarrollo	de	las	

empresas	de	servicios	es	la	falta	de	actualización	a	la	realidad	de	su	mecánica	de	los	Consejos	de	

salarios.	No	quiere	decir	que	los	Consejos	de	salarios	sean	perjudiciales,	por	el	contrario	pueden	

ser		beneficiosos	para	lograr	un	desarrollo	económico	con	justicia	social.	El	problema	es	que	están	

siendo	utilizados	como	se	pensaron	originalmente	casi	que	literalmente	y	 lo	que	era	bueno	para	

una	realidad	de	mediados	del	siglo	XX	de	corte	industrial,		ahora	es	necesario		adecuar		para	los	

servicios	y	todos	los	desafíos	del	siglo	XXI.	

En	el	terreno	impositivo	la	carga	que	deben	soportar	las	empresas	es	alta	si	se	compara	con	las	

economías	 con	 las	 que	 competimos	 a	 nivel	 regional	 e	 internacional.	 Pero	 en	 los	 últimos	 diez	

años,	 las	 empresas	 y	 los	 empresarios	 soportaron	un	 fuerte	destrato	 por	 parte	 del	 gobierno.	Ni	

siquiera	 se	 escucharon	 con	 seriedad	 los	 anuncios	 de	 dificultades	 que,	 luego	 se	 comprobó,	

merecían	un	lugar	importante	en	la	agenda	de	políticas.		

Otra	dificultad	en	el	terreno	impositivo	es	el	esquema	de	estímulos	a	través	de	exoneraciones.	

Al	 mecanismo	 simple	 de	 la	 devolución,	 se	 le	 fueron	 agregando	 límites	 y	 trabas,	 muchas	 veces	

dentro	 de	 la	 lógica	 destructiva	 del	 enfrentamiento	 clasista,	 que	 bloquearon	 la	 capacidad	 de	

incentivo	 a	 la	 inversión	 y	 la	 creación	 de	 empresas.	 Esto	 sucede	 con	 mayor	 impacto	 en	 las	

empresas	 de	 servicios	 que	 son	 mayormente	 empresas	 nuevas	 y	 pequeñas.	 El	 esquema	 de	

incentivos	actual	está	diseñado	para	las	empresas	grandes,	pero	no	es	para	nada	funcional	para	

las	pequeñas	y	medianas.	

La	 política	 de	 comercio	 exterior	 es	 otro	 de	 puntos	 débiles,	 con	unas	 pocas	 iniciativas	 cuyos	

avances	 fueron	 permanentemente	 bloqueados	 por	 sectores	 del	 propio	 gobierno	 (¿?).	 Para	 las	

empresas	de	servicios	es	fundamental	la	generación	de	oportunidades	y	la	falta	de	resultados	en	

los	 acuerdos	 de	 libre	 comercio	 es	 parte	 del	 fracaso	 del	 gobierno	 por	 impulsar	 la	 actividad	

económica.	
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Las	propuestas	de	amplio	 rango	para	el	 sector	servicios	ponen	 la	mira	en	estas	 tres	áreas.	En	

primer	lugar,	hay	que	lograr	que	los	convenios	salariales	sean	adecuados	para	empresas	que	no	

cuentan	con	categorías	laborales	similares	a	las	de	las	grandes	empresas	del	sector.	Dar	certeza	

jurídica	 a	 los	 acuerdos	 en	 que	 se	 respeta	 el	 deseo	 del	 trabajador	 por	 utilizar	 horarios	 no	

convencionales.	

El	 componente	 de	 certidumbre	 en	 lo	 impositivo	 opera	 sobre	 la	 carga	 básica	 que	 tiene	 un	

emprendimiento	 en	 el	 país.	 En	 ese	 sentido,	 el	 mensaje	 debe	 ser	 bien	 claro	 y	 desde	 el	 inicio	

proponer	un	nivel	de	tributación	que	luego	no	se	altere	ni	en	la	tasa	y	mucho	menos	en	la	letra	

chica	 de	 la	 instrumentación.	Obviamente,	pondremos	énfasis	 en	 tratar	 al	 capital	 en	 igualdad	de	

condiciones	con	el	trabajo	y	otros	factores	de	producción.	Esto	irá	disolviendo	las	tumoraciones	del	

clasismo.		

Las	 compañías	 de	 servicios	 requieren	 incentivos	 a	 la	 inversión,	 similares	 al	 esquema	 de	

exoneraciones	 tributarias	 específicas	 para	 la	 industria	 del	 software.	 En	 la	 necesidad	 de	 crear	

puestos	 de	 trabajo	 en	 el	 país,	 será	 eficiente	 volver	 a	 un	 esquema	 de	 exoneraciones	 de	 los	

impuestos	directos	en	la	medida	que	se	cumplan	metas	de	empleo.	

Las	 empresas	 de	 servicios	 deben	 ser	 contempladas	 en	 los	 acuerdos	 comerciales	 que	 se	

gestionen	para	el	país,	que	son	primordiales.	

	

6. Zonas	Francas:	talento	exportable	

Hace	más	 de	 30	 años	 el	 gobierno	 del	 presidente	 Sanguinetti	 concibió	 y	 puso	 en	marcha	 el	

sistema	 de	 Zonas	 Francas.	 Actualmente	 casi	 15	 mil	 puestos	 de	 trabajos	 se	 deben	 a	 aquella	

iniciativa	que	utilizan	unas	2.200	empresas.	En	2020	debemos	impulsar	nuevamente	el	sistema	

para	multiplicar	sus	efectos	positivos.	

	 Las	 zonas	 francas	 representan	 3%	 del	 total	 de	 inversiones	 en	 la	 economía	 nacional.	 En	

2016,	generaron	más	de	14.000	puestos	de	 trabajo	y	 las	exportaciones	desde	zonas	 francas	se	

estimaron	en	U$S	4.100	millones,	lo	que	representó	el	28%	del	total	del	ejercicio.		

	 Gracias	 a	 aquel	 sistema	 pensado	 y	 organizado	 a	 fines	 de	 la	 década	 de	 1980,	 Uruguay	

cuenta	 con	 once	 zonas	 francas	 y	 alrededor	 de	 1.200	 empresas	 usuarias,	 muchas	 de	 ellas	

emblemáticas	a	nivel	global.	



 

43  

	 El	actual	mecanismo	responde	a	una	iniciativa	de	1987	que	sigue	siendo	un	instrumento	

notable	más	de	treinta	años	después,	que	es	necesario	actualizar	para	acompasarlo	a	la	evolución	

de	las	nuevas	tecnologías	y	modelos	de	negocios.	

Proponemos	 que	 nuevas	 zonas	 francas	 de	 servicios,	 basadas	 en	 las	 tecnologías	 digitales,	

puedan	 estar	 localizadas	 en	 cualquier	 área	 del	 territorio,	 flexibilizando	 requerimientos	 de	

inversión	 para	 permitir	 desarrollos	 a	 escalas	 pequeñas	 con	menores	 costos	 operativos	 para	 los	

usuarios	los	usuarios.	Su	caracterización	sustancial	estará	dada	por	la	naturaleza	de	las	actividades	

exportadoras	de	servicios	de	sus	usuarios	y	no	por	su	enclave	geográfico.	La	generalización	de	la	

digitalización	de	las	transacciones	y	de	los	intercambios	de	datos	ha	diluido	las	fronteras	físicas	

para	 la	 prestación	 de	 servicios	 y	 permite	 la	 aplicación	 de	 nuevos	 sistemas	 de	 control	 de	

operaciones	por	parte	de	las	unidades	de	fiscalización,	sin	incrementos	significativos	de	los	costos	

asociados.		

Este	nuevo	modelo	de	zonas	francas	de	servicios	permite	localizaciones	en	las	Áreas	Centrales	

de	Negocios	y	Subcentros	de	Negocios	urbanos,	 favoreciendo	 la	optimización	del	 apareamiento	

de	oferta	y	demanda	de	empleo,	uno	de	los	factores	claves	en	la	productividad	de	la	mano	de	

obra.	 Estos	 emprendimientos	 requieren	 personal	 altamente	 calificado.	 Esto	 posibilita	 constituir	

zonas	 francas	 con	 escalas	 edilicias	 y	 costos	 de	 inversión	 inmobiliaria,	 muy	 inferiores	 al	 modelo	

tradicional,	lo	que,	por	ejemplo,	facilita	la	viabilidad	de	su	localización	en	ciudades	intermedias	del	

interior.	 Así	 se	 actualizará	 y	 relanzará	 el	 instrumento	 para	 que	 el	 régimen	 de	 zonas	 francas	

continúe	aportando	al	país	por	medio	de	la	captación	de	inversiones	extranjeras,	la	expansión	de	

las	exportaciones,	el	incremento	del	empleo,	la	generación	de	puestos	de	trabajo	calificados	con	

buenas	remuneraciones	y	mayor	apertura	de	la	economía.		

	

7. Salvar	la	Seguridad	Social	 	

	 Han	colocado	el	 sistema	de	seguridad	social	al	borde	del	colapso.	El	 sistema	 jubilatorio	

sufrió	en	los	últimos	años	medidas	que	quebraron	el	equilibrio	alcanzado	con	el	esfuerzo	de	la	

sociedad	apenas	unos	años	atrás.	 Es	 grave	el	desfinanciamiento	del	BPS	que	 se	 generó	en	 los	

últimos	diez	años	y,	si	continúa	en	su	actual	situación,	arrastrará	al	Estado	a	una	crisis	financiera,	

porque	es	su	mayor	gasto	y	su	magnitud	pesa	enormemente.		

Este	 retroceso,	que	es	 imprescindible	 revertir,	 pudo	hacerlo	este	 gobierno	y	no	 lo	hizo.	 	 Lo	

hará	un	gobierno	responsable.	
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Insisten	 los	 voceros	 gubernamentales	 en	 que	 solamente	 reformando	 la	 Caja	 Militar	 se	

acomodaría	este	problema,	cuando,	en	realidad,	el	desfasaje	es	de	una	magnitud	mucho	mayor	y,	

ciertamente,	 no	 se	 soluciona	 con	ajustes	parcializados	 y	parciales.	 El	ministro	Astori	 reitera	 las	

advertencias	 sobre	 sobre	 la	 cercanía	 de	 un	 colapso	 de	 la	 Seguridad	 Social	 y	 sus	 consecuencias,	

pero	no	lo	resuelve.	El	gobierno	no	comenzó	siquiera	a	plantear	una	estrategia	para	enfrentar	un	

problema	 que	 se	 agudizó	 en	 su	mandato	 y	 le	 deja	 el	 fardo	 a	 la	 próxima	 administración,	 muy	

probablemente	“rosadita”,	como	le	dicen	despectivamente.		

Antes	 de	 2007,	 las	 nuevas	 jubilaciones	 promediaban	 12.500	 por	 año.	 Con	 los	 cambios	

introducidos	en	2008	y	los	nuevos	criterios	de	reconocimiento	de	derechos	jubilatorios	mediante	

prueba	de	testigos,	el	promedio	pasó	a	más	de	30.000	jubilados.	

La	 cantidad	 de	 jubilados	 se	 redujo	 en	 unos	 8.500	 entre	 1996	 (368.344)	 y	 2008	 (359.931),	

aumentó	 por	 efecto	 de	 las	 nuevas	 normas	 en	 89.000	 entre	 2008	 (359.931)	 y	 2017	 (448.952),	

aumentando	sensiblemente	de	la	proporción	de	jubilados	sobre	la	población	total	del	país.		

	

Los	egresos	del	BPS,	que	a	precios	constantes	disminuyeron	casi	700	millones	de	dólares	entre	

1996	 (4.539	 millones	 de	 dólares)	 y	 2008	 (3.857	 millones	 de	 dólares),	 comenzando	 un	 proceso	

hacia	 cuentas	más	 equilibradas	 en	materia	 de	 seguridad	 social,	 se	 incrementaron	 en	 casi	 3.000	

millones	de	dólares	en	nueve	años,	entre	2008	(3.857	millones	de	dólares)	y	2017	(6.803	millones	

de	dólares).		

	

	 Con	 la	 reforma	 de	 1996,	 el	 tema	 estaba	 solucionado	 hasta	 2025/2030.La	 actuación	del	

Frente	 Amplio	 amerita	 la	 más	 severa	 condena,	 recordemos	 los	 comentarios	 del	 Ministro	 de	

Economía	 referidos	 a	 que	 "el	 próximo	 gobierno	 va	 a	 tener	 que	 arreglar	 la	 seguridad	 social".	

Adecuar	otra	vez	el	sistema	pone	a	prueba	la	responsabilidad	del	sistema	político:	el	gobierno	que	

lo	 haga	 no	 tendrá	 ningún	 beneficio	 financiero	 porque	 las	 mejoras	 se	 verán	 en	 los	 siguientes	

períodos,	como	venía	ocurriendo	desde	1996	hasta	2008.	

	

	 El	 sistema	 requiere	 cambios	 para	 volver	 a	 tener	 estabilidad,	 los	 que	 deberán	 hacerse	

respetando	los	derechos	adquiridos	y	las	legítimas	expectativas.	Se	deben	reducir	las	facilidades	

establecidas	por	reglamento	en	la	concesión	de	beneficios	(jubilaciones,	licencias	por	enfermedad)	

que	provocaron	el	aumento	de	egresos	y	del	déficit.	
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	 Las	cuarto	AFAP	administran	15.000	millones	de	dólares	equivalentes	al	25%	del	PIB,	de	los	

cuales	solo	34%	corresponden	a	aportes	y	el	resto	es	valor	agregado	derivado	de	las	inversiones.	La	

rentabilidad	promedio	en	moneda	constante	es	7%.	Respecto	de	las	ellas,	proponemos:	

• Ampliar	 controladamente	 sus	 limitadas	 alternativas	 de	 inversiones,	 tanto	 a	 nivel	 local	

como	internacional.	

• Agregar	un	 tercer	 fondo	de	acumulación	y	 retiro,	para	 los	 trabajadores	más	 jóvenes	con	

mayor	componente	de	renta	variable.	

• Introducir	normas	para	diversificar	el	mercado.	

• Mejorar	las	condiciones	para	fomentar	el	ahorro	voluntario	en	las	cuentas	personales.		

	

8. Un	país	de	emprendedores	

	 	

Más	 allá	 de	 la	 red	 de	 iniciativas	 específicas	 que	 el	 Batllismo	 propone	 para	 profundizar	

realmente	el	apoyo	gubernamental	al	emprendimiento,	se	trata	de	abrirle	paso	con	mayor	vigor	

a	 la	 cultura	 emprendedora.	 Una	 movilización	 generalizada	 de	 dependencias	 oficiales,	

universidades,	 empresas	 y	 emprendedores	 es	 imprescindible,	 especialmente	 para	 los	 jóvenes	

que	estamos	perdiendo.				

	

Debemos	establecer	 un	entorno	propicio	 para	 el	 emprendimiento,	 que	 se	 está	denominando	

como	 emprendedurismo,	 para	 que	 los	 emprendedores	 desarrollen	 sus	 aptitudes	 y	 crear	

condiciones	 para	 aumentar	 las	 oportunidades	 de	 desarrollo	 de	 negocios.	 Vamos	 a	 impulsar	

Centros	de	Ideas	para	potenciar	empresas	e	iniciativas.	

	 Uruguay	 puede	 ser	 un	 “hub	 emprendedor”	 y	 combinar	 el	 estímulo	 a	 la	 inversión	

extranjera,	 imprescindible	para	dar	grandes	y	renovadores	 impulsos	a	 la	actividad	 local,	con	el	

incentivo	a	la	innovación	nacional.	

• Vamos	 a	 fortalecer	 una	 cultura	 del	 emprendimiento,	 que	 aún	 no	 está	 suficientemente	

instalada	en	el	país.	Los	jóvenes	liceales	deben	tomar	contacto	e	ir	avanzando	en	el	estudio	de	los	

conceptos	 básicos	 para	 gestar	 un	 emprendimiento.	 Planeamos	potenciar	 el	 aprendizaje	 por	 la	

experiencia	 y	 poner	 foco	 en	 la	 resolución	 de	 problemas.	 Es	 determinante	 la	 valorización	 de	 la	

enseñanza	de	otros	idiomas.	

• Es	conveniente	multiplicar	los	mecanismos	de	asesoramiento	a	la	formación	de	empresas.	Y	

acompañarlas	en	sus	inicios,	para	bajar	la	proporción	de	fracasos	en	sus	primeros	cinco	años.	
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• Crear	una	 ventanilla	 única	 para	 asesorar	 y	 facilitar	 a	 los	 emprendedores	 el	 inicio	de	 su	

actividad.	

• Reformular	 varios	 aspectos	 del	 procesamiento	 de	 información	 del	 Instituto	 Nacional	 de	

Estadística	para	que	resulte	de	mayor	utilidad	a	los	nuevos	proyectos.	Se	debe	crear	una	central	de	

datos	 que	 almacene	 los	 conocimientos	 generados	 sobre	 las	 tendencias	 de	 mercado	 más	

relevantes	 y	 los	 modelos	 de	 negocio	 innovadores	 a	 nivel	 nacional	 e	 internacional,	 a	 la	 que	

aporten	y	recurran	los	actores	del	sector	público	y	privado.	

• Desarrollar	 las	 vinculaciones	 constructivas	 (networking)	 para	mejorar	 el	 crecimiento	 de	

cada	 emprendimiento	 y	 obtener	 beneficios	 de	 las	 cadenas	 de	 valor	 y	 el	 gerenciamiento	

compartido	de	algunos	sectores	de	las	nuevas	empresas.	

• Fomentar	la	integración	de	grupos	de	interés	sectoriales	(clusters),	las	redes	de	empresas	

y	los	programas	de	intercambio	internacional	de	jóvenes	emprendedores.	Facilitar	la	vinculación	

de	redes	de	emprendedores	locales	con	redes	internacionales.	

• Promover	la	interrelación	entre	agencias	nacionales,	organizaciones	privadas	dedicadas	al	

apoyo	y	promoción	de	emprendedores	y	las	universidades	y	centros	de	investigación	para	apoyar	

los	procesos	y	programas	educativos.	

• Diseñar	 soluciones	 de	 financiación	 específicas	 para	 emprendedores	 y	 generar	 nuevas	

oportunidades	de	inversión	para	pequeños	ahorristas.		

• Reducir	 la	 tributación	 a	 los	 nuevos	 emprendimientos	 atendiendo	 a	 su	 condición	 de	

proyectos	 de	 bajos	 recursos,	 habitualmente	 con	 un	 período	 inicial	 de	 experimentación	 y	 bajo	

rendimiento.	

• Facilitar	la	inscripción	de	estas	empresas.	

• Encargar	 a	 las	 oficinas	 estatales	 especializadas	 la	 asistencia	 a	 más	 innovadores	 en	

cuestiones	 vinculadas	 al	manejo	 en	 el	 ámbito	 internacional	 y	 a	 la	 construcción	 de	 relaciones	

entre	innovadores	nacionales	y	extranjeros.	

• En	principio,	respaldar	las	innovaciones	nacionales	en	casos	de	litigio	internacional,	dando	

asistencia	por	parte	del	Estado	a	los	emprendedores	ante	su	solicitud	expresa.		

• Elevar	el	reconocimiento	de	los	registros	de	patentes	e	invenciones	del	país.	

• Aplicar	un	tercio	de	las	ganancias	anuales	del	BROU	a	promover	el	desarrollo	de	nuevos	

emprendimientos	y	proyectos	de	 jóvenes	explorando	nuevas	modalidades	de	trabajo	y	acceso	a	

créditos.	 	
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III 

EDUCACIÓN:		
EL	PROGRESO	DE	LA	SOCIEDAD	

	

1.	Desafíos	actuales		

La	mitad	de	 los	 liceales	de	quince	años	no	 son	mínimamente	competentes:	Cuatro	de	cada	

diez	 no	 logran	 explicar	 un	 problema	 habitual	 de	 la	 vida	 cotidiana	 o	 sacar	 conclusiones	 de	

percepciones	y	datos	simples.	Más	de	la	mitad	no	resuelven	las	operaciones	matemáticas	como	

para	insertarse	en	la	sociedad,	no	pueden	hacer	las	cuentas	básicas.	Leer	y	comprender	un	texto	

es	una	barrera	para	cuatro	de	cada	diez	jóvenes	liceales,	porque	no	entienden	lo	principal.	Si	son	

pobres,	las	cifras	son	aún	más	estrepitosas.		

Están	 condenando	 a	 la	 mitad	 de	 nuestros	 hijos	 a	 la	 deficiencia	 por	 tolerar	 un	 sistema	

educativo	ineficaz.		

El	 frenteamplismo	y	 los	 sindicatos	docentes	niegan	 la	 realidad	y	 el	 gobierno	escamotea	 los	

datos	sin	poder	ni	querer	innovar.		

El	mínimo	aceptable	son	200	días	efectivos	de	clase	por	año.	Hay	que	cambiar	los	contenidos	

educativos	y	la	gestión	de	la	enseñanza.	Todo	debe	quedar	sujeto	a	evaluación	de	resultados.	La	

cobertura	en	los	CAIF	y	centros	de	la	ANEP,	en	Secundaria	y	UTU	debe	alcanzar	a	todos	entre	los	

3	y	los	17	años.	Y	los	mejores	docentes	deben	atender	a	la	población	más	carenciada.		

	

	En	 una	 economía	 global	 basada	 en	 el	 conocimiento,	 no	 hay	 margen	 para	 insuficiencias	

educativas.	Hay	que	adaptar	el	sistema	educativo	a	los	desafíos	de	la	sociedad	de	la	información,	

con	descentralización	y	diversidad	de	modalidades	institucionales.	

	 Para	el	Batllismo,	 la	educación	popular	de	 calidad	ha	sido	siempre	 la	primera	y	principal	

herramienta	 de	 integración	 social.	 Y	 debemos	 reemprender	 la	 nueva	 reforma	 sin	 dilaciones,	

porque,	cada	vez	más,	 las	oportunidades	y	 las	postergaciones	dependerán	de	 la	 formación,	 los	

valores,	la	información	y	el	conocimiento	de	las	personas.	

Tras	 la	 recuperación	 democrática,	 el	 Partido	 Colorado	 unificó	 el	 ciclo	 básico	 de	 educación	

media,	creó	los	liceos	rurales,	amplió	la	cobertura	inicial	con	los	Centros	de	Atención	a	la	Infancia	

y	 la	 Familia	 (CAIF),	y	devolvió	 los	derechos	que	habían	 sido	vulnerados	durante	 la	dictadura	a	

miles	de	docentes.	

	 También	 se	 incorporaron	 más	 de	 45.000	 niños	 a	 la	 educación	 inicial,	 se	 crearon	 las	

escuelas	de	tiempo	completo	y	oportunidades	de	formación	para	los	docentes,	los	Bachilleratos	
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Tecnológicos	de	UTU	con	la	participación	de	trabajadores	y	empresarios,	y	los	Centros	Regionales	

de	Profesores	(CERP)	en	el	interior.		

	 Pero	ahora	el	sistema	educativo	está	en	un	preocupante	inmovilismo,	justo	al	contrario	de	

la	realidad	actual	que	nos	impone	una	reforma	de	enorme	dimensión	para	generar	oportunidades	

a	las	generaciones	más	jóvenes.	

Se	 debe	mejorar	 la	 gestión	 y	 favorecer	 el	 uso	 de	 las	 Tecnologías	 de	 la	 Información	 y	 la	

Comunicación	y	recursos	digitales	de	aprendizaje	y	educación	a	distancia.		

	 Es	 un	 factor	 crítico	 mejorar	 la	 formación	 de	 los	 docentes	 de	 todos	 los	 niveles	 de	 la	

Educación	y	cumplir	un	proceso	riguroso	de	capacitación	y	actualización	continua.	

2. Condenados	a	la	deficiencia	

	

La	retención	de	los	alumnos	es	cada	vez	menor	y	aquellos	que	aún	se	mantienen	en	el	sistema	

tienen	deficiencias	académicas	alarmantes.	

	 Un	 problema	 destacado	 es	 la	 inconsistencia	 entre	 los	 porcentajes	 de	 repetición	 en	

Enseñanza	Primaria	(4.5	%	en	2017	y	3,8%	en	2018),	Enseñanza	Secundaria	(24.7	%	con	un	récord	

histórico	en	2011	de	33.1%)	y	UTU	(42.8%).		

	 Esto	 se	 debe	 en	 parte	 al	 llamado	 “pase	 social”,	 que	 termina	 siendo	 en	 realidad	 una	

verdadera	 condena	 para	 los	 jóvenes	 que	 superan	 primaria,	 porque	 llegan	 a	 los	 liceos	 mal	

preparados	y	fracasan	en	secundaria.	

	 Ahora	 se	 anuncia	que	 se	planea	 ampliarlo,	 por	 lo	que	 será	una	 tarea	urgente	 tratar	 esta	

situación	con	profesionalidad	y	poner	esta	cuestión	en	orden.			

	 La	baja	tasa	de	repetición	en	primaria,	conseguida	de	esta	manera,	es	artificial	y	perjudicial	

para	 todo	 el	 sistema,	 pero	 principalmente	 para	 los	 alumnos	 supuestamente	 beneficiados,	

contradice	 los	 alarmantes	 resultados	 de	 la	 última	 evaluación	 de	 aprendizajes	 en	 los	 6º	 años	

escolares:	

• En	ciencias,	56	%	de	los	alumnos	no	logra	aplicar	conocimientos	básicos;	

• En	matemática,	55	%	no	logra	aplicar	los	algoritmos	básicos,	ordenar	números	decimales	ni	

asociar	representaciones	gráficas	o	simbólicas;	

• En	lengua,	49	%	no	logra	localizar	información	proposicional	presente	en	distintas	partes	de	

un	texto.	
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En	 la	 evaluación	 realizada	por	 la	UNESCO	a	nivel	mundial,	 los	 resultados	 referidos	 a	Uruguay	

muestran	problemas	de	aprendizajes	entre	los	alumnos	de	3º	y	6º	de	las	escuelas	primarias.	

	 En	 la	 evaluación	 PISA	 hay	 un	 alto	 porcentaje	 de	 estudiantes	 uruguayos	 de	 15	 años	

escolarizados	 (86	 %	 de	 la	 población	 de	 esa	 edad)	 que	 no	 alcanza	 el	 umbral	 de	 competencias	

mínimas:	

	

o En	ciencias,	41	%	no	logra	formular	posibles	explicaciones	de	problemas	familiares	o	inferir	

conclusiones	basadas	en	investigaciones	simple;	

o En	matemática,	52	%	no	 llega	al	umbral	mínimo	de	competencias	básicas	para	 insertarse	

con	éxito	en	la	sociedad;	

o En	 lengua,	39	%	no	alcanza	competencias	básicas	como	reconocer	 la	 idea	principal	de	un	

texto;	

	 Estos	resultados	demuestran	que	más	de	la	mitad	de	los	estudiantes	uruguayos	encontrará	

dificultades	muy	importantes	para	continuar	con	sus	estudios,	mantenerse	con	éxito	en	el	sistema	

educativo,	 comprender	 y	 resolver	 con	 eficiencia	 situaciones	 y	 problemas	 sencillos	 e	 integrarse	

plenamente	a	mercados	laborales	demandantes.	

	

3. Nuevas	políticas	educativas	

Consideramos	 imprescindible	 generar	 una	 política	 educativa	 de	 amplio	 consenso,	

transformadora	y	de	largo	plazo,	que	garantice	la	participación	democrática	de	todos	los	sectores	

involucrados,	pero	que	reafirme	la	conducción	oficial,	sin	que	implique	compartir	la	autoridad	a	

las	corporaciones	gremiales.	

	 Se	debe	concebir	está	política	en	el	marco	de	una	lógica	sistémica	para	todo	el	país,	pero	

también	con	reconocimiento	la	diversidad	de	territoriales	y	sociales	en	los	que	se	desarrollan	los	

procesos	educativos.	

	

	

Acciones	necesarias				

	 Basadas	 en	 seis	 pilares	 conceptuales,	medio	 centenar	 de	 acciones	 pueden	 impulsar	 una	

mejora	sustancial	de	la	educación:	

1) Priorizar	la	primera	infancia	y	educación	inicial	
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• Continuar	y	profundizar	la	exitosa	experiencia	de	los	centros	CAIF,	propiciando	la	atención	

temprana	de	los	niños	y	sus	familias.	

• Universalizar	la	educación	preescolar	de	niños	de	3	años,	continuando	con	la	expansión	de	

la	cobertura	en	 los	centros	educativos	de	ANEP,	extendiendo	 la	cobertura	de	centros	educativos	

de	 tiempo	 completo/extendido	a	 los	niños	de	4	 y	5	años	de	 contexto	 crítico,	 tendiendo	a	que	

100	%	de	niños	de	los	quintiles	1	y	2	asistan	a	esta	modalidad	educativa.	

• Planificar	el	fortalecimiento	de	los	programas	de	acción	educativa	con	 las	 familias	de	 los	

alumnos,	para	lograr	desarrollar	el	vínculo	y	el	compromiso	de	estas	con	la	educación.	

• Profesionalizar	 a	maestros	 y	 asistentes	de	primera	 infancia	que	se	desempeñan	en	este	

nivel	educativo,	a	través	de	una	formación	inicial	y	continua.	

• Generar	métodos	 pedagógicos	 y	 lúdicos	 más	 acordes	 con	 la	 era	 digital	 en	 que	 se	 está	

formando	la	nueva	generación.	

	

2) Desarrollar	la	educación	básica	con	el	estudiante	y	tomar	sus	aprendizajes	como	centro:	

	

• Concretar	un	Marco	Curricular	Común	para	generar	una	propuesta	educativa	flexible	a	las	

particularidades	de	cada	contexto	regional,	social	o	técnico.	

• Garantizar	un	mínimo	de	200	días	efectivos	de	clase.	Ampliar	el	tiempo	pedagógico	y	de	

acompañamiento	aumentando	la	oferta	de	tiempo	extendido/completo.	

• Integrar	plenamente	las	nuevas	tecnologías	para	que	estos	recursos	contribuyan	de	mejor	

forma	en	los	procesos	de	aprendizaje.	

• Dar	mayores	atribuciones	y	recursos	presupuestales	a	las	comunidades	educativas	y	a	los	

centros,	para	estimular	más	márgenes	de	autonomía.	

• Alcanzar	en	cinco	años	(2024)	que	100%	de	 los	 jóvenes	entre	15	y	17	años	culmine	una	

formación	equivalente	a	la	educación	básica.	

• Mejorar	los	aprendizajes	aumentando	en	un	tercio	el	porcentaje	actual	de	alumnos	que	

están	en	el	nivel	2	de	las	Pruebas	PISA.	

• Aumentar	 la	 calidad	 de	 aprendizajes	 de	 alumnos	 de	 centros	 de	 contextos	 críticos	 y	

desfavorables	disminuyendo	la	brecha	educativa	respecto	de	aquellos	de	entornos	favorables.	

• Modificar	 los	Reglamentos	de	Evaluación	y	Pasaje	de	Grado	para	que	 las	evaluaciones	se	

desarrollen	a	partir	de	las	particularidades	de	cada	tramo	etario	y	promover	la	creatividad	para	
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la	 solución	 de	 problemas.	 Promover	 también	 la	 capacidad	 analítica	 individual,	 el	 trabajo	 en	

equipo	y	la	disposición	innovadora.	

• Establecer	criterios	de	calificaciones	comprensibles	y	exigentes,	considerando	los	desafíos	

que	aguardan	a	los	estudiantes.		

	

3) Generar	oportunidades	con	una	educación	adaptada	a	las	necesidades	de	los	jóvenes	y	su	

entorno:	

	

• Además	de	mejorar	el	uso	del	idioma	español,	debemos	proveer	a	nuestros	niños	y	jóvenes	

del	 correcto	 dominio	 del	 inglés,	 que	 es	 una	 de	 las	 principales	 limitaciones	 que	 tienen	 los	

uruguayos	 y	 nos	 impone	una	barrera	 al	 desarrollo	de	 emprendimientos	 innovadores.	Mejorar,	

entonces,	sustancialmente	su	enseñanza	y	avanzar	en	la	certificación	de	competencias	en	inglés	

como	 lengua	 extranjera	 es	 objetivo	 estratégico	 del	 país.	 Además,	 se	 debe	 impulsar	 el	

conocimiento	de	una	tercera	lengua.	

• Transformar	 la	Educación	Media	Superior	 transitando	a	nuevas	 formas	de	evaluación,	de	

acompañamiento	y	de	modalidades	educativas.	Hacer	foco	en	el	vínculo	con	la	realidad	social	en	

la	 que	 los	 jóvenes	 se	 insertarán,	 concibiendo	 al	 estudiante	 como	 el	 actor	 protagónico	 de	 sus	

aprendizajes.	

• Vincular	al	alumno	con	la	tecnología	en	base	a	recursos	existentes	y	generar	un	sistema	de	

créditos	 académicos	 transferibles	 entre	 las	 diversas	 orientaciones	 y	 subsistemas	 educativos	

(General	de	secundaria	y	técnico/tecnológico	de	UTU)	de	los	ámbitos	público	y	privado.	

• Establecer	nuevos	tránsitos	por	la	educación	media	superior	con	métodos	semipresencial	

y	 a	 distancia	 o	 virtual.	 Acreditar	 saberes	 verificados	 para	 que	 pueda	 atender	 las	 realidades	 de	

quienes	no	terminaron	la	educación	media	superior.	

• Accionar	 con	 sectores	 productivos	 para	 que	 los	 jóvenes	 se	 formen	 en	 actividades	

acreditadas	e	integradas	a	su	ciclo	educativo.	

• Crear	programas	 específicos	 de	 estímulo	 temprano	 para	 generar	 un	 capital	 humano	 en	

ciencia,	tecnología	e	investigación,	en	coordinación	con	la	educación	terciaria	y	universitaria.	

• Aumentar	 a	 75%	 la	 tasa	 de	 egreso	 promedio	 de	 la	 educación	 media	 superior	 de	 los	

jóvenes	de	entre	21	y	23	años	en	los	próximos	cinco	años.	
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• Ampliar	 y	 especializar	 el	 Plan	 Ceibal	 enfatizando	 la	 producción	 de	 contenidos	 y	 la	

virtualización	 de	 aulas,	 para	 realizar	 desarrollos	 que	 permitan	 su	 incorporación	 a	 la	 enseñanza	

secundaria	y	terciaria.	

• Auditar	 el	 Plan	 Ceibal,	 incluyendo	 sueldos	 ejecutivos,	 procesos	 de	 compra,	 uso	 de	 los	

recursos	y	cumplimiento	de	metas,	para	su	efectivo	relanzamiento.	

• Reforzar	el	presupuesto	público	destinado	a	la	generación	de	contenidos	virtuales.	

• Crear	un	servicio	de	educación	a	distancia	y	virtual	en	ANEP	para	instrumentar	ofertas	de	

Bachillerato.	

• Reformar	el	sistema	bibliotecario	para	que	sea	un	repositorio	de	acceso	virtual	abierto,	y	

formar	una	 red	de	 recursos	de	aprendizaje	virtual	para	 todos	 los	niveles	y	 sectores.	Esta	tarea	

debe	 realizarse	 con	 resguardo	 de	 los	 derechos	 de	 propiedad	 intelectual	 y	 amplio	 rango	 de	

posibilidades.	

• Expandir	los	liceos	rurales	priorizando	a	los	jóvenes	en	zonas	aisladas	o	de	difícil	acceso,	

incluyendo	instancias	semipresenciales	y/o	a	distancia.	

• Expandir	 el	 desarrollo	 de	 UTEC,	 acercar	 la	 oferta	 educativa	 a	 los	 potenciales	 alumnos,	

llevarla	 a	 las	 capitales	 departamentales,	 aumentando	 sus	 ofertas	 tecnológicas	 de	 grado	 y	

posgrado	y	sus	sinergias	con	la	UTU.	

• Ampliar	a	la	Educación	Media	Superior	el	bachillerato	en	Ciencia	y	Tecnología	de	UTU.	

• Impulsar	la	colaboración	y	articulación	público-privada	en	todas	las	áreas	de	la	educación	

con	miras	a	facilitar	sinergias,	incrementos	de	cobertura,	mejoramiento	de	la	calidad	y	eficiencias	

técnicas,	 tecnológicas	 y	 de	 servicios	 que	 contribuyan	 a	 aumentar	 la	 accesibilidad,	 con	 calidad	 y	

mayores	oportunidades	a	estudiantes,	docentes	e	infraestructuras.	

	

4) Valorizar	a	los	educadores	mediante	aprendizajes	compartidos	y	para	toda	la	vida:	

	

• Desarrollar	la	formación	continua	y	transformar	la	carrera	de	maestros	y	de	profesores	de	

secundaria	y	de	UTU.	

• La	antigüedad	como	mérito	debe	dejar	paso	a	la	evaluación	y	la	formación.	

• Generar	 programas	 obligatorios	 y	 ágiles	 de	 formación	 didáctica	 para	 docentes	 no	

titulados,	e	instalar	procedimientos	de	formación	y	actualización	a	distancia	para	los	docentes	de	

educación	media.	

• Crear	cargos	y	horas	docentes	efectivas	y	radicadas.	
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• Fortalecer	 los	equipos	de	dirección	de	escuelas,	 liceos	y	UTU	restableciendo	en	todos	 los	

niveles	los	concursos	abiertos	y	competitivos,	la	formación	permanente	y	la	carrera.	

• Profesionalizar	los	equipos	de	supervisión	jerarquizando	las	funciones	inspectivas.	

• Actualizar	y	valorizar	la	formación,	título	y	reconocimiento	de	la	formación	y	actualización	

de	maestros	y	profesores.	

• Mejorar	 las	 condiciones	 de	 trabajo	 y	 remuneración	 en	 la	 educación,	 con	 políticas	

orientadas	al	logro	de	resultados	a	través	del	uso	eficiente	de	los	recursos.	

	

5) Recobrar	la	institucionalidad	para	transformar	la	educación:	

	

• Reformular	 la	 Ley	 de	 Educación	 No.	 18.437	 de	 2008,	 fortaleciendo	 al	 Consejo	 Directivo	

Central	(CODICEN)	como	autoridad	rectora	de	la	Administración	Nacional	de	la	Educación	Pública	

(ANEP)	y	al	Ministerio	de	Educación	como	entidad	de	coordinación	y	articulación.	

• Fortalecimiento	del	Instituto	Nacional	de	Evaluación	Educativa	garantizando	su	autonomía	

técnica	y	de	gestión.	

• Institucionalización	del	Plan	Ceibal	como	entidad	vinculada	al	sistema	educativo.	

• Mejorar	la	gestión	del	sistema	educativo	a	partir	de	ANEP	y	sus	subsistemas	mejorando	la	

coordinación,	articulación	y	utilización	de	los	recursos.	

• Contribuir	 a	 la	 profesionalización	 de	 los	 gestores	 educativos,	 avanzando	 en	 un	

presupuesto	por	programas	con	asignación	en	base	a	resultados.	

	

6)	Potenciar	y	democratizar	la	educación	superior	y	la	Universidad:	

	

• Expandir	 la	 educación	 terciaria	 impulsando	 la	 desconcentración,	 la	 descentralización,	

nuevas	figuras	institucionales	y	una	articulación	con	los	ámbitos	públicos	y	privados.	

• Impulsar	 la	 democratización	 y	 diversificación	 de	 la	 educación	 superior,	 generando	 una	

política	de	mayor	aprovechamiento	de	la	infraestructura	y	potencialidades.	

• Impulsar	la	creación	de	una	Universidad	Nacional	a	Distancia	y	Virtual	con	la	participación	

de	 las	diversas	 intendencias	del	país,	 cámaras	empresariales,	 académicos	 y	 especialistas,	 que	 se	

asocie	con	las	capacidades	desarrolladas	por	el	Plan	Ceibal.	
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• Crear	un	sistema	de	pasantías	y	prácticas	profesionales	con	participación	de	 las	cámaras	

empresariales,	 las	 universidades,	 trabajadores	 especializados	 de	 verificada	 solvencia	 y	 un	

representante	del	Ministerio	de	Educación.	

• Impulsar	 la	 flexibilidad	 y	 diversidad	 de	mecanismos	 de	 culminación	 y	 acreditación	 por	

notoria	competencia	de	la	educación	superior.	

• El	 Ministerio	 de	 Educación	 y	 Cultura	 tendrá	 la	 responsabilidad,	 supervisión	 y	

establecimiento	de	los	criterios	de	las	reválidas	de	títulos	extranjeros	que	se	podrán	realizar	en	

todas	las	universidades,	contribuyendo	a	reducir	la	lentitud	de	los	trámites.	

• Crear	 una	 Agencia	 Nacional	 de	 Evaluación	 y	 Acreditación	 Externa	 de	 la	 Calidad	 de	 la	

Educación	 Superior	 para	 la	 evaluación	 voluntaria	 de	 todos	 los	 programas,	 el	 establecimiento	 de	

estándares	obligatorios	y	la	acreditación	institucional	de	las	instituciones	de	educación	superior	del	

país.	 La	 entidad	 estará	 constituida	 por	 profesionales	 ajenos	 a	 las	 instituciones	 de	 educación	

superior.	

• Modificar	 el	 decreto	 N°	 104,	 disponiendo	 que	 hasta	 que	 no	 se	 cree	 la	 Agencia,	 los	

miembros	 del	 Consejo	 Consultivo	 de	 la	 Educación	 Superior	 Privada	 tengan	 la	 formación	 de	

maestría	y	doctorado.	

• Creación	de	la	función	de	Secretario	Ejecutivo	de	la	Comisión,	cuya	formación	no	podrá	ser	

inferior	a	la	de	doctor,	designado	por	concurso	y	por	un	período	de	cuatro	años	no	renovable.	

• Modificar	 la	 Ley	del	 Fondo	de	Solidaridad	disponiendo	que	 los	obligados	a	aportar	 sean	

todos	los	ex	alumnos	de	la	Udelar,	sin	distinguir	si	han	obtenido	o	no	un	título	al	egresar	y	que	los	

montos	de	aporte	sean	proporcionales	al	tiempo	en	que	han	utilizado	sus	servicios	educativos.		

• Aumentar	 a	 7,5%	 el	 porcentaje	 de	 la	 Renta	 Neta	 Bruta	 a	 fomentar	 la	 investigación	

dispuesta	 en	 la	 Ley	 Nº	 18.834	 y	 focalizar	 la	 selección	 en	 instituciones	 de	 educación	 superior	 e	

investigación.						
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IV 
LA	CULTURA	ARTÍSTICA	Y	DESARROLLO	HUMANO	

	

1. La	cultura	artística:	Educación	por	el	arte		

	 El	Estado	debe	limitarse	a	facilitar	y	garantizar	la	posibilidad	del	acceso	y	disfrute	de	las	

actividades	artísticas	a	 todos	 los	habitantes	de	 la	República.	Debe	 incentivar	 la	producción	de	

arte	 y	 las	 industrias	 culturales	 sin	 ceder	 a	 las	 tentaciones	 del	 amiguismo,	 el	 partidismo	 y	 la	

adhesión	preferente	a	expresiones	artísticas	meramente	novedosas,	manteniéndose	al	margen	

de	 la	 libre	 creación	 del	 artista.	 La	 indispensable	 actividad	 de	 estímulo	 a	 la	 cultura	 artística	

requiere	 del	mismo	 celo	 que	 la	 inversión	 de	 recursos	 de	 los	 contribuyentes	 en	 cualquier	 otra	

actividad,	 no	 debe	 transformase	 en	 un	 procedimiento	 de	 reparto	 de	 dinero	 y	 recursos	 de	 los	

contribuyentes	 entre	 personas	 con	 vocación	 artística:	 se	 trata	 de	 incentivar	 el	 conocimiento	

generalizado	y	la	producción	de	calidad	en	el	campo	de	las	artes.		

 
	

	

La	cultura	artística	ha	sido	desde	siempre	uno	de	los	pilares	sobre	los	que	se	asentó	el	Uruguay	

Batllista,	de	sensibilidad	humanista,	creativo	y	con	mejores	mecanismos	de	ascenso	e	integración	

social.	Siempre	 implementamos	políticas	para	 la	difusión	y	producción	de	obras	de	arte.	Y,	sobre	

todo,	para	el	desarrollo	en	muchos	uruguayos	de	las	capacidades	que	se	adquieren	por	medio	del	

arte.	 A	 los	 efectos	 de	 estas	 propuestas,	 llamamos	 arte	 a	 la	 actividad	 a	 través	 de	 la	 que	 el	 ser	

humano	expresa	emociones,	sentimientos,	ideas	y,	en	general	una	visión	del	mundo	y	de	sí	mismo,	

utilizando	recursos	plásticos,	sonoros,	visuales	y	lingüísticos.				

	

Los	Batllistas	entendemos	que	el	Estado	debe	limitarse	a	facilitar	y	garantizar	la	posibilidad	del	

acceso	 y	 disfrute	 de	 las	 actividades	 artísticas	 a	 todos	 los	 habitantes	 de	 la	 República.	 Debe	

incentivar	 la	 producción	 de	 arte	 y	 la	 gestión	 cultural,	 manteniéndose	 al	 margen	 de	 la	 libre	

creación	 del	 artista.	 La	 indispensable	 actividad	 de	 estímulo	 a	 la	 cultura	 artística	 requiere	 del	

mismo	 celo	 que	 la	 inversión	 de	 recursos	 de	 los	 contribuyentes	en	 cualquier	 otra	 actividad,	no	

debe	transformase	en	un	procedimiento	de	reparto	de	dinero	y	recursos	de	los	contribuyentes	

entre	 personas	 con	 vocación	 artística:	 se	 trata	 de	 incentivar	 el	 conocimiento	 generalizado	 y	 la	

producción	de	calidad	en	el	campo	de	las	artes.		
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Precisamente	por	valorar	los	efectos	de	la	exposición	y	difusión	de	las	artes	en	la	sociedad,	es	

que	 la	 gestión	 cultural	 del	 Estado	 debe	 alentar	 vías	 de	 incentivo,	 capacitación	 y	 divulgación.	

Estos		esfuerzos	en	favor	de	la	divulgación	y	la	creación	de	productos	artísticos	deben	contar	con	la	

participación	 de	 artistas	 reconocidos,	 especialistas	 acreditados,	 personalidades	 de	 referencia	

ajenas	al	medio	 local,	empresarios,	entre	otros	participantes.	La	calidad	de	 las	propuestas	debe	

ser	una	preocupación	esencial,	definitoria,	de	la	misma	manera	que	ocurre	en	los	concursos	más	

respetables	del	mundo,	en	que	se	procuran	jurados	capaces	de	emitir	fallos	rigurosos,	alentando	la	

búsqueda	de	la	excelencia.	En	todas	y	cada	una	de	las	actividades	humanas.	

	

Contribuir	 a	 la	 conformación	 de	 un	 entramado	 virtuoso,	 favoreciendo	 el	 paulatino	

fortalecimiento	de	actividades	económicas	 apoyadas	en	el	 desarrollo	 artístico	 y	 cultural,	 debe	

ser	prioritario.	

	

2. Los	peligros	de	lo	“políticamente	correcto”	

	

Desde	1985	hasta	2019,	múltiples	actividades	de	promoción	cultural	se	han	 institucionalizado	

en	el	marco	del	Estado.	Antes	de	2025,	deben	consolidarse	dotándolas	de	mayor	transparencia.	Al	

modo	de	 lo	que	es	de	rigor	en	otras	áreas	del	conocimiento,	como	las	ciencias,	por	ejemplo,	 los	

procesos	de	selección,	aprobación,	seguimiento	y	evaluación	de	resultados	deben	depurarse	de	

cualquier	condicionante	que	no	sea	el	respeto	de	las	leyes	vigentes	y	las	normas	del	caso.	

La	cultura	y	el	arte	son	expresiones	de	nuestra	humanidad	y,	como	tales	son	derechos	a	ejercer,	

sin	 que	 las	 políticas	 públicas	 estén	 sujetas	 a	 las	 presiones	 de	 lo	 “políticamente	 correcto”	 ni,	

menos	aún,	se	considere	su	preferencia	o	adhesión	a	ideologías	o	creencias.	

	 	

	 Las	 políticas	 estatales	 de	 fortalecimiento	 de	 la	 cultura	 artística	 deben	 ser	 uno	 de	 los	

escenarios	más	fructíferos	para	una	dinámica	asociativa	con	el	ámbito	privado.	Ello	se	incentivará	

mediante	la	actualización	de	toda	la	normativa	vigente.		

	

	 Las	 actividades	 de	 extensión	 caracterizaron	 siempre	 a	 las	 políticas	 de	 gestión	 cultural	

implementadas	por	el	Partido	Colorado,	antes	y	después	de	la	dictadura	(1973-1984).	Durante	los	

gobiernos	 de	 los	 presidentes	 Julio	 María	 Sanguinetti	 y	 Jorge	 Batlle	 se	 concibieron	 e	
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implementaron	la	mayoría	de	las	experiencias	que	el	Frente	Amplio	publicita	como	propias	y	que	

en	 muchas	 ocasiones	 ha	 distorsionado.	 Otras	 iniciativas	 de	 la	 transición	 democrática	 se	

malograron	en	estos	años,	con	honrosas	salvedades	debidas	al	 impulso	y	esfuerzo	de	 individuos	

excepcionales.	Estos	se	han	enfrentado	al	sindicalismo	burocrático	y	al	boicoteo	de	la	innovación.	

Invocando	“la	defensa	de	las	condiciones	de	trabajo”	y	mediante	la	trama	de	vínculos	personales	

de	 un	 “ambiente	 cultural”	 de	 escala	 pequeña,	 el	 partidismo	 político	 y	 sectarismo	 ideológico	 ha	

condicionado	y	cercenado,	lo	más	destacado	de	la	gestión	oficial	de	la	cultura	artística.	

	

Las	 orquestas,	 elencos	 y	 cuerpo	 de	 baile,	 dotaciones	 de	 personal	 de	 oficios	 técnicos	

relacionados,	 gestores	y	operadores	de	mercadeo	de	 todos	 los	organismos	oficiales	deben	estar	

sujetos	 a	 evaluación	 técnica	 externa,	 a	 un	 régimen	 laboral	 que	 contemple	 los	 concursos	

periódicos	y	a	comprometerse	al	respeto	de	las	direcciones	artísticas	seleccionadas	por	excelencia	

y	mérito	notorio.			

Para	su	incorporación	al	programa	de	gobierno	del	Partido	Colorado,	 los	Batllistas	destacamos	

algunas	ideas	en	procura	de	un	papel	más	destacado	de	la	industria	cultural	en	el	esfuerzo	para	el	

desarrollo.		

	

3. Ley	de	Mecenazgo	para	las	Artes,	las	Ciencias	y	el	Conocimiento:		

	

Ahondar	 en	 la	creación	de	 incentivos	 fiscales,	 que	podrán	 suponer	 la	 exoneración	 tributaria,	

para	 los	 particulares	 del	 50%	 y	 para	 las	 empresas	 del	 65%	 sobre	 el	 total	 de	 lo	 aportado.	 Sin	

afectar	mayormente	 la	voluntad	de	 los	aportantes	para	determinar	 	a	quién	o	qué	destinarlos,	

los	 topes	y	 condiciones	 serán	convenidos	en	 las	 instancias	presupuestales	por	 los	ministerios	de	

Educación	 y	 Cultura	 y	 Economía	 y	 Finanzas,	 con	 la	 asistencia	 externa	 de	 gestores	 culturales	 de	

notoria	trayectoria.		

Se	hace	preciso	un	marco	jurídico	estable.	

Diferenciar	mecenazgos	y	patrocinios	y	favorecer	sus	combinaciones.	

Instituir	 con	 periodicidad	 trienal	 un	 rubro	 específico,	 en	 los	 concursos	 de	 ensayística	 que	

convoca	el	MEC,	para	la	investigación	de	las	características	y	magnitudes	de	conveniencia	social	del	

mecenazgo	 y	 patrocinio	 como	 oportunidades	 para	 los	 habitantes	 en	 general,	 los	 artistas	 en	

particular,	las	instituciones	educativas,	las	empresas	y	el	turismo.		
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4. Zonas	francas	temáticas		

• Iindustria	 audiovisual	 y	 de	 videojuegos;	 Oficios	 de	 restauración;	 Diseño	 industrial	 y	

gráfico:	 Completar	 el	 debate,	 redacción	 y	 aprobación	 de	 la	 legislación	 y	 reglamentación	 que	

habilite	 la	 pronta	 puesta	 en	marcha	 de	 zonas	 francas	 temáticas	 en	 diversas	 localizaciones	 del	

territorio	 nacional,	 entre	 ellas,	 prioritariamente,	 la	 zona	 franca	 audiovisual	 y	 la	 zona	 franca	 de	

oficios	de	la	restauración.		

	 El	desarrollo	en	 la	 Industria	Audiovisual	y	de	Videojuegos	es	económicamente	relevante	

por	su	impacto	positivo	en	la	dotación	de	empleos	de	alta	agregación	de	valor	en	sectores	muy	

diversos	 (humanidades,	 escenográficos,	 digitales,	 gastronomía,	 ingenierías,	 etc.)	 	 Es	 clara	 y	

evidente	 la	 incidencia	 de	 talentos	 con	 aptitud	 digital	 en	 ciencias,	 humanidades	 y	 artes	 en	 la	

industria	 televisiva,	publicitaria,	cinematográfica	y	de	videojuegos.	Más	allá	de	 lo	vinculado	a	 las	

artes	 cinematográficas,	 de	 magnitud	 industrial	 desde	 hace	 más	 de	 un	 siglo,	 en	 las	 últimas	

décadas	 se	 multiplicó	 el	 consumo	 de	 videojuegos.	 Estos	 son,	 ya,	 insumo	 fundamental	 en	 el	

aprendizaje	y	esparcimiento	de	miles	de	millones	de	personas	en	el	mundo.	Pueden	ser	de	enorme	

relevancia	 como	oportunidad	 de	 desarrollo	 para	Uruguay,	 son	2.200	millones	 los	 jugadores	de	

todo	el	mundo.			

Las	industrias	y	servicios	culturales	encierran	un	enorme	potencial	para	el	Uruguay.	

	

• El	rescate,	optimización	y	exportación	de	servicios	definidos	como	resultado	de	los	Oficios	

de	la	Restauración.	Una	de	las	áreas	de	demanda	laboral	en	América	Latina	es	la	de	los	oficios	de	

la	 restauración	 artística	 y	 arquitectónica.	 Los	bienes	que	 son	parte	de	un	patrimonio	privado	o	

público,	 local,	 nacional	 o	 regional,	 son	 transmisores	 de	 valores	 estéticos	 o	 hitos	 históricos.	 Su	

pérdida	 deja	 vacíos	 y	 heridas	 estéticas	 e	 históricas,	 y	 supone	 pérdida	 de	 oportunidades	 de	

desarrollo.		

La	conservación	y	restauración	de	bienes	patrimoniales	y	obras	de	arte	tiene	valor	en	diversos	

mercados.	Además	de	asociarse	a	 la	oferta	de	servicios	anexos	de	 índole	educativo,	recreativo	y	

turístico,	 requiere	artesanos	de	alta	especialización.	Nuevas	generaciones	de	artesanos	podrán	

emplearse	en	el	ámbito	museístico,	arquitectónico,	de	preservación	de	arte	urbano,	decoración	y	

restauración	de	bienes	culturales.	Esto	exige	la	conjunción	de	antiguas	prácticas	y	saberes	con	el	

uso	 de	 herramientas	 tradicionales	 y	 de	 nuevas	 tecnologías.	 	 La	 inserción	 laboral	 no	 depende	

solamente	de	la	maestría	técnica,	la	mano	de	obra	calificada	debe	contar	con	los	conocimientos	

teóricos	necesarios	para	comprender	y	ofrecer	sus		servicios,	competir	e	integrarse	en	cualquier	

organización	estatal,	empresarial	o	bien,	servir	a	particulares.		
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La	constitución	de	esta	zona	franca	temática	supone	la	enseñanza	de	numerosos	oficios.	Junto	

al	conocimiento	práctico,	los	jóvenes	estarán	capacitados	en	documentación,	análisis	de	patologías	

químicas,	técnicas	manuales	y	digitales,	impresión	3	D,	conocimiento	de	materiales,	como	madera,	

yeso,	cal,	metales,	pintura,	vidrio,	textiles,	minerales,	estuco,	escayolas,	papel,	piedra,	cuero,	etc.	

Para	el	diseño	de	proyecto	e	implementación	debe	convocarse	a	la	UTU,	UTEC	y	las	facultades	

de	Humanidades,	Bellas	Artes	y	Arquitectura,	a	 las	 cámaras	empresariales	y	a	 los	ministerios	de	

Economía	y	Finanzas,	Educación	y	Cultura	e	Industria	y	Energía.		

	

5. Programa	de	Turismo	Cultural	

	 	

El	Turismo	Cultural	debe	jugar	un	papel	mucho	más	importante	para	dar	a	conocer,	preservar	y	

disfrutar	 el	 patrimonio	 cultural	 y	 natural	 de	 nuestro	 país.	 Los	 efectos	 positivos	 que	 genera	 el	

tratamiento	 adecuado	 del	 turismo	 cultural,	 desde	 una	 perspectiva	 de	 libre	mercado,	 trae	 como	

consecuencia	la	satisfacción	de	los	visitantes,	la	mejor	conservación	del	patrimonio	de	uso	turístico	

y	 el	 desarrollo	 económico	 y	 social	 de	 los	 agentes	 culturales	 y	 las	 comunidades	 a	 partir	 de	 la	

generación	de	nuevos	empleos.	

Alentar	el	turismo	receptivo	e	interno	motivado	por	conocer,	comprender	y	disfrutar	de	rasgos	y	

elementos	 distintivos,	 paisajísticos,	 ambientales,	 urbanísticos,	 artísticos	 e	 intelectuales	 que	 nos	

caracterizan.	Multiplicar,	para	ello,	 los	esfuerzos	que	enfatizan	aquellos	atractivos	 culturales	que	

ofrece	el	país	en	sus	ciudades,	pueblos	y	diversos	paisajes	y	ambientes	naturales.	Recorridos	por	

hitos	físicos	referidos	a	la	peripecia	vital	y	creativa	de	figuras	renombradas,	visitas	a	sitios	de	fuerte	

tradición	 artesanal,	 industrial,	 festividades,	 lugares	 de	 relevancia	 histórica,	 eventos	 deportivos	 y	

convocatorias	artísticas,	 festivales,	 congresos,	 ferias	y	grandes	exposiciones.	Se	 trata	de	valorizar	

nuestros	recursos	al	efecto	de	promover	un	turismo	menos	estacional.			

	 El	 Programa	 de	 Turismo	 Cultural	 ordenará	 las	 acciones	 que	 permitan	 apoyar	 la	

identificación	y	dotación	de	infraestructura	y	equipamiento	para	este	segmento,	creando	alianzas	

estratégicas	para	el	desarrollo	de	alternativas	y	diversificación	de	nuestros	productos	de	turismo	

cultural,	 que	 contribuyan	 más	 vigorosamente	 al	 desarrollo	 económico	 y	 social	 de	 comunidad	

receptora	y	a	la	sociedad.	
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La	conformación,	antes	de	fin	de	agosto	de	2020,	bajo	la	supervisión	del	ministerio	de	Turismo,	

de	un	Grupo	de	Trabajo	multidisciplinar	y	representativo	del	sector	para	desarrollar	un	documento	

de	marco	estratégico	del	subsector.	La	 implementación	será	de	responsabilidad	de	 la	 l	ministerio	

de	Turismo,	de	Educación	y	Cultura	de	cada	Intendencia	departamental.		

	

En	 este	 contexto	 se	 propone	 la	 coordinación	 ejecutiva	 del	ministerio	 de	 Educación	 y	 Cultura	

para	 la	 paulatina	 ampliación	 de	 horarios,	 turnos	 y	 actividades	 de	 los	 museos	 existentes;	

capacitación	 y	 valorización	 de	 su	 personal;	 equipamiento	 para	 la	 recepción	 de	 visitantes	

extranjeros;	programa	general	de	mantenimiento	y	puesta	a	punto,	presentación	del	programa	a	

eventuales	 patrocinantes	 en	 el	 contexto	 participación	 público-privada;	 coordinación	 con	

operadores	del	sector	turístico.		
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V 
 

INSERCIÓN	INTERNACIONAL	
	

	

1. Acceder	con	perspectiva	a	los	mercados	

La	inserción	internacional	en	materia	comercial	quedó	esclerosada	durante	los	gobiernos	del	

Frente	 Amplio.	 El	 TLC	 firmado	 con	México	 en	 2004	 durante	 el	 mandato	 del	 presidente	 Jorge	

Batlle,	es	único	paso	adelante	dado	por	Uruguay	en	este	sentido	en	lo	que	va	de	este	siglo.	

Desde	 el	 advenimiento	 del	 Frente	 Amplio	 al	 gobierno	 en	 2005,	 por	 razones	 ideológicas	

sostenidas	 a	 ultranza,	 Uruguay	 se	 ha	 amputado	 oportunidades	 comerciales	 significativas.	 En	

2006	el	57%	del	total	exportado	por	el	país	entraba	a	mercados	internacionales	sin	preferencias	

arancelarias.	En	2017,	este	número	no	solo	no	había	mejorado,	sino	que	empeoró.	Actualmente,	

el	60%	de	lo	que	exporta	Uruguay	hacia	el	mundo	debe	de	pagar	algún	tipo	de	arancel	al	llegar	al	

destino.		

	

Algunos	 tímidos	 anuncios	 formulados	 desde	 Uruguay	 en	 sentido	 contrario,	 despertaron	

advertencias	 severas	de	 los	 socios	en	el	bloque	 regional,	que	 fueron	 toleradas	y	acatadas	por	el	

Gobierno	 local.	 Esas	 imposiciones	ni	 siquiera	 se	mencionaron	como	concesiones	uruguayas	para	

preservar	 y	 promover	 la	 unidad	 y	 las	 reglas	 del	Mercosur,	 cuando	 los	 socios,	 especialmente	 el	

Gobierno	 argentino	 del	 momento,	 afectaron	 severamente	 las	 exportaciones	 uruguayas	 con	

medidas	groseramente	proteccionistas,	violando	el	espíritu	y	la	letra	del	Acuerdo	de	Asunción.						

La	 ideologización	 de	 la	 política	 internacional	 y	 el	 comercio	 exterior	 en	 los	 períodos	

encabezados	por	 los	presidentes	Vázquez	y	Mujica	se	expresó	en	la	negativa	a	negociar	un	TLC	

con	 EEUU;	 la	 desganada	 respuesta	 a	 los	 intentos	 de	 asociación	 con	 países	 del	 Pacifico	 y	 el	

rechazo	a	la	sola	posibilidad	de	discutir	la	incorporación	al	TISA.		

En	 2006	 el	 57%	 del	 total	 exportado	 por	 el	 país	 entraba	 a	 mercados	 internacionales	 sin	

preferencias	arancelarias.	 En	2017,	este	número	no	 solo	no	había	mejorado,	 sino	que	empeoró.	

Actualmente,	el	60%	de	 lo	que	exporta	Uruguay	hacia	el	mundo	debe	de	pagar	algún	tiempo	de	

arancel	al	llegar	al	destino.		
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Nuestras	empresas	deben	pagar	cada	año	unos	U$S	250	millones	de	dólares	por	aranceles	de	

entrada	en	aquellos	mercados	en	los	que	no	tenemos	acuerdos.	Debemos	establecer	una	inserción	

internacional	proactiva,	que	salga	a	buscar	acuerdos	en	mercados	estratégicos.	

	

Si	 nos	 comparamos	 con	quienes	 exportan	 productos	 similares	 a	 los	 nuestros,	 el	 escenario	 es	

complejo.	Entre	2006	y	2017,	Nueva	Zelanda	redujo	33	puntos,	de	77%	a	44%,	el	porcentaje	de	

exportación	 que	 entra	 sin	 preferencias	 arancelarias	 a	 los	 mercados	 internacionales.	 Uruguay	

empeoró	en	3	puntos	porcentuales.		

	

Es	relevante	tener	presente	que	la	interconectividad	del	comercio	cambió	rotundamente.	Hoy,	

cerca	del	60%	del	comercio	de	bienes	está	concentrada	en	bienes	intermediarios.	El	mundo	está	

interconectado	en	cadenas	globales	de	valor	que	hacen	que	las	importaciones	pesen	tanto	como	

las	 exportaciones	 cuando	 se	 trata	 de	 contribuir	 a	 la	 creación	 de	 empleos	 y	 al	 crecimiento	

económico.		

	

En	1990,	el	contenido	de	las	importaciones	en	las	exportaciones	globales	era	del	20%;	en	2010	

fue	del	40%	y	en	la	actualidad	ronda	el	60%.	Por	esta,	entre	otras	razones,	no	contar	ahora	con	una	

inserción	internacional	dinámica	tiene	un	costo	muy	superior,	ya	que	estamos	quedando	fuera	de	

un	mundo	que	se	conecta	entre	sí.	

Se	sumaron,	como	distorsión	a	nuestros	intereses,	las	condiciones	de	acceso	a	los	mercados,	un	

obstáculo	que	puede	ser	utilizado	como	barrera	absoluta	ante	quienes	no	negociaron	acuerdos	de	

acceso	preferencial.	Uruguay	comercia	sin	ningún	marco	regulatorio	negociado	previamente.	

Otro	 aspecto	 preocupante	 es	 que	 muchos	 de	 los	 últimos	 acuerdos	 comerciales	 que	 se	 han	

firmado	 en	 el	mundo	 son	 entre	 países	 que	 contaban	 con	 un	 acuerdo	 comercial	 y	 han	 decidido	

ampliarlo	para	actualizarse,	como	el	comercio	electrónico,	que	regula	el	acceso	a	mercados.		Chile	

firmó	 la	 modernización	 del	 TLC	 con	 China,	 que	 se	 había	 firmado	 en	 2006	 y	 la	 ampliación	 del	

acuerdo	 entre	 Chile	 y	 Reino	 Unido	 en	 el	 marco	 de	 la	 UE.	 Nosotros	 estamos	 en	 otra	 cosa,	

separados	del	mundo	por	altas	cordilleras	ideológicas.			

	

2. Rectificación	estratégica	
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	 Se	debe	adoptar	un	cambio	de	rumbo	que	comience	por	rechazar	la	posibilidad	de	que	la	

consecución	de	los	objetivos	nacionales	estratégicos	esté	determinada	por	el	ritmo	del	más	lento	

de	nuestros	asociados	del	bloque	regional.	

	 La	 irrupción	 de	 China	 como	 gran	 demandante	 de	 alimentos	 acrecentó	 nuestras	

exportaciones	 a	 ese	 mercado,	 acentuando	 la	 displicencia	 en	 materia	 de	 apertura	 comercial	 y	

búsqueda	de	más	plazas	para	las	exportaciones	nacionales.	

	 	 Uruguay	requiere	un	cambio	que	proyecte	nuestro	país	hacia	el	mundo	para	poder	

enfrentar	 la	 incertidumbre	creciente	de	 los	mercados	 internacionales.	El	 índice	de	 incertidumbre	

mundial	 (WUI),	 que	mide	esta	 variable	para	143	países	desde	1996,	muestra	que	 los	niveles	de	

incertidumbre	 económica	 de	 la	 actualidad	 son	 superiores	 a	 los	 de	 la	 crisis	 financiera	 global	 del	

2008.	Es	 justamente	 en	 estos	 tiempos	 de	 incertidumbre	 cuando	 contar	 con	 una	 red	 sólida	 de	

acuerdos	internacionales	daría	su	mayor	retorno.		

3. Grandes	rasgos	de	una	Política	Exterior	realista	

	 La	 prioridad	 de	 la	 política	 exterior	 de	 Uruguay	 es	 encarar	 con	 realismo	 las	 relaciones	

internacionales,	desterrando	la	ya	mencionada	ideologización	de	los	últimos	años	que	tanto	daño	

ha	causado,	 rescatando	 la	dinámica	diplomática	 iniciada	en	1985,	 tanto	en	su	 iniciativa	como	su	

construcción	colectiva	de	política	de	Estado.	

	 La	acción	se	debe	centrar	en	defender	nuestros	intereses,	promover	valores	y	ampararnos	

en	el	Derecho.	Recuperar	el	tradicional	respeto	mundial	por	la	política	internacional	de	Uruguay,	

de	posiciones	lúcidas	y	justas,	respaldada	por	la	solvencia	y	credibilidad	de	sus	políticas	internas.	

• Agro:	 la	 defensa	 y	 promoción	 de	 los	 intereses	 del	 sector	 agropecuario	 debe	 ser	 una	

estrategia	 central	 regional,	 siguiendo	el	 ejemplo	de	 la	 comunidad	del	 acero	 y	el	 carbón	que	dio	

origen	a	la	Unión	Europea.	

	 Nuestro	 país	 y	 la	 región	 deben	 definir	 una	 política	 bilateral	 y	 otra	 regional	 respecto	 a	 la	

República	 Popular	 China,	 y	 promover	 un	 acuerdo	 agroalimentario	 Mercosur-China,	 sin	 que	

signifique	 un	 Tratado	 de	 Libre	 Comercio.	 En	 el	 ámbito	 del	 Mercosur,	 se	 debe	 promover	 la	

integración	de	las	prácticas	sanitarias.	

• Servicios:	 la	 exportación	 de	 servicios	 es	 otro	 objetivo	 estratégico	 de	 Uruguay	 por	 su	

trascendencia	económica,	su	peso	en	la	generación	de	empleo,	sus	efectos	sobre	la	incorporación	

de	 innovaciones	 y	 conocimientos	 y	 su	 aporte	 a	 la	 integración	 cultural.	 Es	 clave	 privilegiar	 las	

negociaciones	comerciales	en	el	área	de	 los	servicios,	tanto	 las	bilaterales	como	en	el	Acuerdo	

sobre	Comercio	de	Servicios	(TISA).	
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• Contaminación	 Río	 de	 la	 Plata:	 Negociar	 con	 Argentina,	 Paraguay	 y	 Brasil	 respecto	 a	 la	

cuenca	de	los	ríos	Paraná,	Paraguay	y	Uruguay	que	descarga	sus	aguas	en	el	estuario	del	Río	de	la	

Plata,	 sobre	 cuya	 margen	 oriental	 se	 asientan	 las	 principales	 concentraciones	 de	 población	 y	

actividades	 económicas,	 portuarias,	 turísticas	 y	 pesqueras	 de	 nuestro	 país.	 El	 grado	 de	

contaminación	de	 la	cuenca	está	causando	 importantes	perjuicios	a	Uruguay.	Se	deben	entablar	

negociaciones	con	 los	países	vecinos	 ribereños	de	 la	cuenca	y	establecer	políticas	comunes	de	

control	de	la	contaminación	ambiental	que	estén	en	consonancia	con	la	normativa	internacional.	

• Israel:	Uruguay	tiene	una	rica	historia	de	relaciones	diplomáticas,	comerciales	y	culturales	

con	el	estado	de	 Israel	desde	su	nacimiento.	Un	 lapso	de	Frente	Amplio	en	el	gobierno	no	debe	

dificultar	 la	negociación	de	acuerdos	estratégicos	de	cooperación	bilateral.	Más	allá	del	 Tratado	

vigente	 entre	 Israel	 y	 el	 Mercosur,	 deberíamos	 desarrollar	 más	 profundamente	 políticas	 de	

fomento	de	la	innovación	y	mayor	incorporación	de	nuevas	tecnologías	en	sectores	prioritarios	

para	 nuestro	 desarrollo,	 como	agricultura;	 educación;	 información	 y	 comunicación;	 alimentario;	

medio	ambiente,	tierra	y	agua;	energías	renovables;	ciencia	médica;	y	seguridad.	

• Norteamérica:	 Canadá,	 Estados	 Unidos	 y	 México	 deben	 ser	 mercados	 objetivo	 para	 la	

política	 exterior	 uruguaya.	 El	 tratado	 comercial	 con	 México	 debe	 ser	 uno	 de	 los	 ejes	 que	 el	

gobierno	 presente	 como	 vía	 despejada	 de	 colocación	 de	 bienes	 y	 servicios	 a	 las	 empresas.	

Actualmente	es	una	oportunidad	que	sigue	sin	aprovecharse	en	su	magnitud	potencial.	

• China:	La	memoria	de	la	historia	reciente	pesa.	El	presidente	Sanguinetti	lideró	firmemente	

la	apertura	de	relaciones	diplomáticas	y	comerciales	con	China	cuando	el	resto	de	Latinoamérica	

no	percibía	todavía	la	futura	magnitud	de	esa	nación	en	la	comunidad	internacional.	Uruguay	no	

debe	dejar	que	aquella	visión	quede	diluida	por	encierros	innecesarios.	

• OCDE:	Uruguay	tiene	que	acelerar	su	 ingreso	a	 la	Organización	para	 la	Cooperación	y	el	

Desarrollo	Económicos	 (OCDE),	que	se	ha	constituido	en	un	relevante	centro	de	poder	y	es	una	

suerte	 de	 “secretaría”	 del	G20.	 Allí	 se	 genera	 conocimiento	 y,	 sobre	 todo	 y	 en	 forma	 creciente,	

normas	y	consensos	que	luego	se	aplican.		

• OMC:	 Uruguay	 debe	 tomar	 posición	 en	 forma	 urgente	 respecto	 a	 la	 reforma	 de	 la	

Organización	Mundial	del	Comercio	(OMC).	

• Mercosur:	se	debe	negociar	con	los	países	vecinos	para	obtener	reducción	de	los	costos	de	

transporte	interregional,	mejorar	la	interconexión	de	las	infraestructuras,	combatir	la	protección	

a	los	monopolios	internos	y	habilitar	la	movilidad	académica	regional.		

• Foros	 y	 organismos	 internacionales:	 en	momentos	 de	 profundos	 cambios	 en	 el	mundo,	

Uruguay	resulta	debilitado	en	su	capacidad	y	autoridad	de	negociar	acuerdos	internacionales	está	
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actualmente	 en	 entredicho.	 Debemos	 revertir	 nuestro	 comportamiento	 reciente,	 que	 nos	 ha	

mostrado	ausentes	o	meramente	aparentes	en	toda	instancia	y	foro,	generadoras	de	las	normas	

jurídicas	y	condiciones	políticas	y	económicas	que	influyen	en	el	comercio	mundial.		

	

	

	

4. Regulación	financiera	internacional		

	 La	 política	 y	 actitud	 del	 país	 ante	 las	 regulaciones	 financieras	 internacionales	 están	

íntimamente	ligadas	a	las	relaciones	económicas	y	diplomáticas	con	el	mundo.	

• Nuestros	ciudadanos,	nuestra	prioridad:	Uruguay	debe	rever	la	postura	que	mantiene	ante	

la	presión	 internacional	de	contralor	 financiero,	que	atiende	exclusivamente	el	 interés	 foráneo	y	

que	 no	 se	 relaciona	 con	 los	 riesgos	 y	 prioridades	 locales.	 Sin	 ignorar	 las	 tendencias	 globales	

relativas	a	la	información	privada	y	la	regulación	financiera	y	tributaria	que	generan	presiones,	la	

prioridad	 del	 gobierno	 debe	 ser	 siempre	 defender	 la	 vida,	 la	 libertad	 y	 la	 propiedad	 de	 sus	

ciudadanos.		

• La	 protección	 de	 la	 ley:	 el	 Estado	 uruguayo	 debe	 oponerse	 a	 pretensiones	 de	 otros	

estados	 sobre	 individuos	 o	 empresas	 protegidos	 por	 la	 ley	 local,	 frenando	 el	 apetito	 que,	 por	

fines	políticos	o	económicos,	puedan	 tener	por	avasallar	el	derecho	de	quienes	está	mandado	a	

proteger.	

• Combate	a	actividades	criminales:	Lo	anterior	no	excluye	la	cooperación	internacional	en	

el	combate	a	actividades	criminales,	pero	sin	ignorar	que	la	condición	de	criminalidad	debe	estar	

así	definida	en	ambas	jurisdicciones.	

• Transparencia:	el	control	civil	de	las	actividades	gubernamentales	debe	estar	protegido	por	

la	Ley.	La	transparencia	debe	actuar	en	los	dos	sentidos,	de	forma	que	Uruguay	pueda	conocer	la	

relación	entre	costo	y	beneficio	de	la	creciente	regulación	que	se	ha	impuesto	sobre	la	actividad	y	

la	información	individual.	

• Rendición	 de	 cuentas:	 los	 organismos	 a	 los	 que	 se	 han	 otorgado	 amplias	 facultades	 de	

irrupción	 en	 la	 privacidad	 deben	 rendir	 cuentas	 de	 su	 actuación.	 Por	 ejemplo,	 a	 la	 información	

divulgada	anualmente	por	el	Banco	Central	 sobre	 reportes	de	actividades	 sospechosas,	deberán	

agregarse	datos	sobre	causas	penales	iniciadas	y	sentencias	con	base	en	esa	evidencia,	sobre	la	
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proporción	 entre	 la	 población	 económicamente	 activa	 y	 la	 cantidad	 de	 personas	 y	 entidades	

limitadas	de	su	condición	de	sujetos	de	crédito.		

• También,	 por	 ejemplo,	 se	 deben	 hacer	 públicos	 los	 costos	 en	 que	 se	 incurre	 y	 los	

resultados	 que	 se	 obtienen,	 en	 las	 actividades	 de	 control	 del	 lavado	 de	 activos	 y	 de	

financiamiento	del	 terrorismo,	que	se	ha	transformado	en	un	mecanismo	indirecto	de	creciente	

intrusión	estatal	en	información	privada	con	fines	que	trascienden	la	persecución	de	criminales.	
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VI 

LA	INNOVACIÓN	COMO	FACTOR	ESTRATÉGICO	

	

	

1. Innovación	y	productividad:	la	razón	de	su	trascendencia	

	

Los	 avances	 tecnológicos	 impulsan	 una	 mayor	 productividad:	 con	 los	 mismos	 insumos	 se	

produce	mayor	cantidad	de	bienes	y	servicios.	Y	más	productividad	promueve	el	aumento	de	la	

actividad,	la	rentabilidad	de	las	empresas,	la	inversión,	el	empleo,	el	consumo	y,	en	definitiva,	el	

bienestar	de	las	personas.	

La	 innovación	 es	 un	 motor	 esencial	 para	 el	 crecimiento	 que	 beneficia	 a	 consumidores,	

empresarios,	asalariados	y	la	economía	en	su	conjunto.	

Las	 economías	 más	 innovadoras	 son	 las	 más	 exitosas.	 	 Por	 ello,	 muchos	 países	 líderes	

consagran	la	innovación	como	una	política	de	estado	de	amplio	consenso.	

	

	 Siendo	un	proceso	que	habitualmente	comienza	a	pequeña	escala,	para	tener	los	beneficios	

completos	de	la	innovación	es	necesaria	su	difusión	para	que	se	expanda	a	través	de	la	economía	y	

cuele	entre	los	distintos	sectores	y	empresas	de	tamaño	diverso.	Por	eso	debemos	promover	en	

forma	decidida	la	expansión	de	una	cultura	de	la	innovación	en	toda	la	sociedad	

	

	 Uruguay	 tiene	 una	 economía	 agroexportadora	 complementada	 por	 exportación	 de	

servicios,	principalmente	turística,	logística	e	informática.	Países	como	Australia	y	Nueva	Zelanda,	

de	economías	similares	a	la	uruguaya	desde	su	punto	de	partida	en	el	pasado,	lograron	un	alto	

grado	 de	 desarrollo	 con	 estrategias	 basadas	 en	 la	 innovación.	 Competidores	 nuestros	 en	 los	

mercados	 internacionales,	 con	economías	 relativamente	pequeñas,	basaron	 su	desarrollo	en	 los	

recursos	 naturales	 y	 tienen	hoy	 un	 alto	 ingreso	per	 cápita,	 crecimiento	 económico	 estable	 y	 se	

cuentan	entre	 las	economías	desarrolladas	del	planeta.	Los	cimientos	de	ese	desempeño	son	el	
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buen	manejo	macroeconómico	y	persistente	estrategia	de	inserción	internacional	centrada	en	la	

innovación.	 Para	 insertarse	 en	 las	 cadenas	 globales	 de	 valor	 practican	 la	 diversificación	

productiva	y	la	agregación	de	valor	a	sus	productos	y	servicios.		Estos	países	son	la	demostración	

empírica	que	la	especialización	en	recursos	naturales	es	funcional	al	crecimiento	y	al	desarrollo,	ya	

que	su	inserción	en	la	economía	mundial	es	a	través	de	materias	primas	y	productos	procesados	

derivados.	

	 Para	 desarrollar	 un	 sistema	 de	 innovación	 es	 necesario	 un	 Estado	 emprendedor,	

proactivo	 en	 sus	 apoyos,	 capaz	 de	 asumir	 riesgos	 promoviendo	 un	 sistema	 de	 actores	

interconectados	con	el	sector	privado	y	la	academia.		

	

2. El	Plan	Nacional	de	Innovación	

	

	 Uruguay	debe	definir	un	Plan	Nacional	de	 Innovación,	posicionándolo	como	una	variable	

crítica	para	su	estrategia	de	desarrollo	económico.	

	

	 A	tales	efectos,	proponemos:	

	

Que	el	Plan	Nacional	de	 Innovación	se	apruebe	en	el	Consejo	de	Ministros	y	responda	a	una	

visión	 concertada	 de	 algunos	 rasgos	 claves	 del	 futuro	 y	 se	 pauten	 acciones	 coordinadas	 del	

sector	público,	el	sector	privado	y	la	academia.	

El	 proceso	 innovador	 debe	 estar	 guiado	 por	 el	 planeamiento	 estratégico.	 Las	 estrategias	 no	

deben	 constituirse	 en	 un	 marco	 fijo	 e	 inamovible,	 sino	 que	 deben	 actualizarse	 según	 el	

cumplimiento	 de	 las	 metas	 y	 objetivos	 y	 al	 surgimiento	 de	 nuevos	 desafíos	 del	 mundo	

globalizado.		

	

	 El	 Plan	 Nacional	 de	 Innovación	 debe	 contribuir	 a	 asegurar	 un	 crecimiento	 sustentable	 y	

mejorar	 la	calidad	de	vida	de	 la	población	a	mediano	y	 largo	plazo.	El	gobierno	2020-2025	debe	

procurar:	allanar	los	obstáculos	de	magnitud	para	una	mejor	inserción	de	las	empresas	uruguayas,	

sus	productos	y	servicios	en	el	mercado	internacional;	contribuir	a	atraer	inversión	extranjera	para	

fortalecer	la	economía	interna;	ayudar	al	financiamiento	inicial	de	la	innovación	en	las	empresas;	

promover	instituciones	y	prácticas	que	fortalezcan	los	vínculos	y	la	articulación	entre	la	industria,	

la	educación	y	los	investigadores	de	centros	de	excelencia	del	sector	público.	
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El	 gobierno	 debe	 promover	 y	 ejecutar	 políticas	 que	 impactan	 directamente	 sobre	 el	 proceso	

innovador:		

	

• De	estímulo	a	la	innovación	dentro	de	las	empresas.	

• De	desarrollo	de	calificación	y	valoración	de	talento	de	las	personas.	

• De	fortalecimiento	de	conexiones	y	redes	a	nivel	internacional.	

• De	promoción	del	desarrollo	económico	de	sectores	y	regiones.	

• De	desarrollo	de	nuevos	instrumentos	para	promover	la	innovación.	

	 	

	Fortalecer	 las	redes	que	vinculan	a	 las	 firmas	con	 la	comunidad	científica,	pues	 la	 innovación	

ocurre	 con	 más	 fluidez	 en	 las	 empresas	 y	 ellas	 son	 esenciales	 para	 el	 crecimiento	 en	 la	

productividad	y	el	mejor	desempeño	económico.		

	

• Apoyar	la	formación	de	redes	entre	empresas.	

• Apoyar	la	articulación	de	empresas	a	cadenas	de	valor	internacionales	

	

El	Plan	Nacional	de	Innovación	se	debe	basar	en	los	siguientes	principios:	

	

• Colaboración	entre	el	sector	público,	el	privado	y	la	academia.	

• Incentivar	la	participación	del	gasto	privado	en	la	innovación.	

• La	investigación	y	el	desarrollo	son	elementos	fundamentales,	pero	no	únicos.	

• Especial	énfasis	en	la	comercialización	de	los	productos	y	procesos	generados.	

• Asignar	recursos	suficientes	a	los	programas.		

	

La	creación	de	conocimiento	en	la	academia	es	el	inicio	del	proceso	innovador.	Los	sistemas,	

de	 innovación	 la	 academia	 juega	 un	 rol	 fundamental,	 por	 su	 capacidad	 de	 crear	 nuevo	

conocimiento	y	transferirlo	a	las	empresas.	Por	ellos	es	relevante:		

	

• Mejorar	la	calidad	de	la	educación,	particularmente	en	matemáticas,	ciencias	y	lenguajes	y	

TIC.		

• Facilitar	ámbitos	de	articulación	entre	las	empresas	y	la	educación.	
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• Atraer	talentos	uruguayos	en	el	extranjero	mediante	un	programa	de	promoción.	

• Que	el	currículo	sea	contemporánea	con	el	estado	del	conocimiento.	

• Que	se	incorpore	la	creatividad	en	los	enfoques	educativos.	

• Fortalecer	la	capacitación	en	comercialización	y	mercadeo	internacional.	

	

	 La	innovación	beneficia	la	gran	empresa	que	participa	directamente	en	grandes	proyectos	

y	 a	 las	medianas	 y	pequeñas	asociadas,	que	de	otra	 forma	no	 tendrían	ninguna	 capacidad	de	

realizar	estas	investigaciones,	acceder	a	sus	beneficios,	generar	empleo	y	resultar	más	rentables.	

	

	 Los	programas,	políticas	e	instrumentos	a	utilizar	deben	abarcar	desde	el	inicio	del	proceso	

innovador,	 pasando	 por	 todo	 el	 ciclo	 de	 vida	 de	 los	 productos	 y	 servicios,	 culminando	 con	 la	

comercialización	en	los	mercados.	

	

	 Fuerte	énfasis	en	 la	colaboración	entre	 los	principales	actores:	empresas,	universidades	y	

centros	 de	 investigación	 del	 sector	 público	 y	 privado.	 Más	 allá	 de	 los	 requerimientos	 que	

determina	 la	 realidad	 comercial,	 todos	 los	 sectores	 y	 rubros	 pueden	 adscribirse	 a	 esta	 lógica	

innovativa:	desde	los	artistas	individualmente,	Pymes	y	grandes	compañías.		

	

	 Siendo	 la	 interacción	 crítica	 para	 la	 innovación,	 el	 Estado	 colabora	 aumentando	 la	

interconectividad	 del	 sistema,	 sus	 probabilidades	 de	 éxito	 y	 la	 llegada	 a	 los	mercados.	 Además,	

genera	y	aporta	masa	crítica	respecto	de	la	experiencia,	infraestructura,	y	recursos.	

Se	 darán	 incentivos	 que	 faciliten	 la	 difusión	 de	 ideas,	 su	 desarrollo,	 su	 transformación	 en	

productos	y	la	comercialización	internacional.			

	

Crear	 Consejerías	 en	 tecnología	 en	 las	 representaciones	 diplomáticas	 en	 países	 líderes	 en	

materia	de	innovación,	con	el	fin	de	tener	información	actualizada	de	las	novedades.	Profundizar	

las	relaciones	y	los	intercambios	a	nivel	gubernamental,	empresarial	y	académico	con	estos	países.	

	

El	 Estado	 debe	 facilitar	 los	 procesos	 de	 creación	 de	 empresas,	 la	 inversión	 empresarial	 en	

recursos	humanos	para	desarrollar	investigación	y	hacer	su	propia	inversión	en	I+D	en	el	sector	

público.	
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En	las	etapas	iniciales,	el	financiamiento	de	la	innovación	será	en	buena	medida	realizado	por	

el	 Estado,	 como	 ocurre	 en	 todos	 los	 países	 innovativos.	 Es	 conveniente	 que	 se	 cubran	 las	

diferentes	 etapas	 del	 proceso	 de	 innovación	 (investigación,	 pre	 start-up,	 diferentes	 etapas	 de	

desarrollo	hasta	la	puesta	de	los	productos	y	servicios	en	el	mercado,	mercadeo	y	comercialización	

internacional).	

	

	

El	Estado	debe	participar	en	forma	proactiva	en	la	financiación	del	sistema	mediante:	

• Incentivos	tributarios	para	empresas	que	desarrollen	seriamente	procesos	de	innovación.	

• Incentivos	para	investigadores	y	científicos	que	se	radiquen	y	trabajen	en	el	país.	

• Financiamiento	de	proyectos	en	el	área	de	innovación.	

• Aportando	en	etapas	clave	capital	de	riesgo	y	capital	semilla	para	innovación.	

• Participando	en	fondos	de	inversión.	

	

La	estrategia	de	innovación	debe	apuntar	a	promover:	

• La	 agroindustria	 exportadora	 que	 cuenta	 con	 competitividad	 comprobada,	 mercados	

desarrollados	y	peso	relevante	en	la	economía,	con	sus	diferentes	sectores:	carne,	 lácteos,	arroz,	

agricultura	de	secano,	forestación,	pesca,	entre	otras.		

• Nuevas	 industrias	 dinámicas	 con	 gran	 potencial	 de	 crecimiento	 y	 que	 no	 requieren	

necesariamente	 grandes	 economías	 de	 escala,	 como	 las	 industrias	 de	 información	 y	

comunicación,	biotecnología	y	creativas	(audiovisual,	producción	publicitaria,	diseño,	arquitectura,	

multimedia).	Varias	nuevas	industrias	tienen	sinergias	entre	sí	y	con	la	agroindustria	exportadora,	

principalmente	biotecnología	e	información	y	comunicaciones.		

• En	 el	 área	 de	 la	 agroindustria	 exportadora,	 el	 Estado	 debe	 incentivar	 la	 creación	 de	

consorcios	 de	 investigación	 colaborativa	 público-privado-academia	 con	 participación	 de	

organizaciones	 de	 productores	 rurales,	 cámaras	 empresariales,	 universidades,	 institutos	 y	

laboratorios	de	investigación	públicos	y	privados,	tanto	para	realizar	tareas	de	investigación	como	

de	difusión	de	innovaciones.	El	objetivo	de	los	consorcios	de	investigación	colaborativa	debe	ser	

alcanzar	 la	 masa	 crítica	 para	 la	 investigación	 científica	 en	 temas	 rurales.	 En	 el	 sector,	 las	

innovaciones	 pueden	 orientarse	 a	 la	 diversificación	 productiva,	 productividad,	 comercialización,	

logística	y,	en	general,	todas	las	áreas	desde	la	investigación	hasta	la	comercialización	internacional	
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• Se	promoverá,	en	el	marco	del	Plan	de	Innovación,	un	programa	uruguayo	de	Inteligencia	

Artificial.	Esta	estrategia	incluirá:	la	elaboración	e	impulso	de	una	política	de	soluciones	en	la	nube	

para	 los	 diversos	 organismos	 de	 la	 administración	 pública,	 que	 facilite	 la	 adopción	 de	 estas	

tecnologías	en	igualdad	competitiva;	una	política	de	almacenamiento	y	utilización	de	big	data;	y	

una	política	 sistemática	 de	promoción	de	 la	 formación	 en	 Inteligencia	Artificial.	 Los	 Batllistas	 se	

comprometen	a	plantear	el	abordaje	parlamentario	de	los	problemas	legales	y	éticos	que	implica	

el	desarrollo	de	la	Inteligencia	Artificial.	

	

	

	

	

	

	

	

3. Las	comunicaciones	como	soporte		

	 	

Las	telecomunicaciones	tienen	un	espacio	central	en	investigación,	aplicación	y	exportación	de	

tecnología,	en	el	gobierno	electrónico	y	la	industria	de	la	información.		

	 La	URSEC	debe	controlar	la	calidad	y	libertad	de	las	prestaciones	en	el	mercado		

	 Se	debe	reglamentar	la	neutralidad	de	la	red	para	que	ningún	proveedor	de	contenidos	con	

poder	sobre	los	proveedores	de	acceso	se	favorezca.	

	

	 Fortalecer	 la	normativa	 respecto	al	acceso	a	 Internet	de	banda	ancha.	Debe	entenderse	

como	un	insumo	esencial	al	desarrollo	colectivo	y	asociarse	a	un	derecho	individual,	asegurando	el	

acceso	efectivo	y	estableciendo	la	responsabilidad	de	las	empresas	prestadoras	y	del	Estado	por	su	

carencia	o	deficiencia.		

	 Los	institutos	de	investigación	y	desarrollo,	públicos	y	privados,	deben	disponer	de	acceso	a	

Internet	 de	 alta	 velocidad	 y	 amplio	 ancho	de	 banda	 en	 forma	 significativamente	 bonificada	o	

gratuita.	

	

Se	debe	dar	más	amplia	cobertura	de	servicio	de	wifi	en	espacios	públicos.	
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El	“lawful	interception”	(Intercepción	legal)	de	ANTEL	para	detectar	posible	criminalidad	ante	un	

requerimiento	 judicial,	 le	permite	observar	 la	actividad	del	usuario	 sin	 su	conocimiento.	Legislar	

para	 asegurar	 la	 transparencia	 del	 acceso	 de	 ANTEL	 a	 los	 datos	 transportados,	 para	 que	 no	

vulnere	la	privacidad	del	ciudadano,	el	habeas	data	para	el	usuario	y	la	potestad	parlamentaria	de	

inspección	de	los	sistemas.		

	

4. El	conocimiento	e	innovación	

	 	

El	 conocimiento	 como	principal	 factor	de	 crecimiento	es	un	 concepto	 aceptado	en	 los	países	

avanzados	y	su	atención	por	parte	de	los	gobiernos	permite	elevar	y	democratizar	los	beneficios	de	

su	fuerte	impacto	en	el	desarrollo	económico	y	humano.	

	

	 La	aplicación	económica	del	saber	pasó	a	ser	el	eje	económico	del	sistema	capitalista	y	es	el	

motor	 de	 la	 innovación.	 Y,	 considerando	 que	 solamente	 mediante	 el	 saber	 aplicado	 se	 puede	

transformar	 el	 sistema	 económico	 para	 resolver	 inequidades,	más	 vale	 volver	 a	 la	 convicción	

colectiva	del	valor	supremo	de	la	cultura;	científica,	artística	y	política.	

	

	 Las	nuevas	tecnologías	tienen	alta	influencia	en	el	desarrollo	económico	y	social,	su	aporte	

al	 crecimiento	del	PIB	varía	 según	su	grado	de	adopción,	 la	disponibilidad	de	capital	humano,	 la	

conectividad	y	el	grado	de	apertura	y	regulación	de	los	mercados,	en	particular	el	 laboral	y	el	de	

servicios	de	comunicación.	Su	utilización	contribuye	significativamente	a	los	avances	científicos	y	

la	mejora	de	 la	 calidad	de	 vida.	 	 En	 la	 salud,	 tiene	 impactos	históricos	a	partir	de	 la	genómica,	

cuyas	 aplicaciones	 ya	 son	 de	 uso	 cotidiano	 y	 costo	 accesible	 en	medicina.	 Otros	 desarrollos	 en	

salud	 incluyen	 monitoreos	 y	 cirugías	 remotas,	 la	 telemedicina	 y	 la	 bio	 impresión	 3D	 para	

trasplantes	y	otros	tratamientos.	

	 Para	avanzar	en	el	aprovechamiento	de	los	avances	en	ciencia	y	tecnología,	Uruguay	debe	

facilitar	 la	 actualización	 y	 formación	 de	 investigadores.	 Las	 instituciones	 educativas	 y	 de	

investigación	científica	deben	recibir	apoyos	para	lograr	la	radicación	de	investigadores	extranjeros	

en	áreas	estratégicas.		

	

Se	 promoverán	 incentivos	 para	 los	 estudiantes	 de	 mejor	 desempeño	 en	 las	 ciencias,	

humanidades	 y	 artes.	 Se	 instaurarán	 premios	 a	 la	 excelencia	 universitaria	 para	 los	 mejores	
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estudiantes,	los	que	podrán	usufructuar	becas	concedidas	por	el	Estado	para	realizan	posgrados	

y	 doctorados	 en	 centros	 universitarios	 de	 primer	 nivel	 internacional	 siempre	 que	 se	

comprometan	a	retornar	al	país	para	volcar	sus	conocimientos	durante	lapsos	significativos.		

	

	 Se	promoverán	estudios	de	posgrado	en	 las	universidades	 locales	en	áreas	consideradas	

prioritarias	cada	trienio,	con	estímulos	y	ayudas	para	 los	estudiantes	y	participación	de	docentes	

extranjeros.	

	

	 Se	organizarán	pasantías	de	docentes	extranjeros	para	capacitar	a	los	docentes	locales	y	

dar	clases	a	los	estudiantes	universitarios.	

La	UTEC	desarrollará	programas	de	pasantías	para	los	profesores	en	empresas	del	sector	de	su	

materia,	 para	 que	 aumenten	 y	 actualicen	 conocimientos	 y	 experiencia	 en	 beneficio	 de	 los	

estudiantes.	

	

	 Se	promoverá	la	inmigración	de	profesionales	en	información	y	comunicaciones,	ya	que	el	

desempleo	cero	de	esta	industria	no	refleja	una	ventaja	sino	una	limitación.	
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VII 

POLÍTICAS	DE	INTEGRACIÓN	SOCIAL	

	

1. Batllismo	versus	asistencialismo	

	 Quince	años	gobiernos	del	FA	hacen	que	las	políticas	sociales	Batllistas	sean	revalorizadas	

por	 contraste	 con	 los	 resultados	 de	 las	 políticas	 sociales	 asistencialistas.	 Debemos	 retomar	 la	

senda	de	 la	 equidad	 creando	 condiciones	que	no	 solo	permitan,	 sino	que	promuevan	que	 los	

sectores	más	carenciados	se	eduquen,	capaciten,	atiendan	mejor	su	salud,	obtengan	empleo	y	se	

integren	socialmente.			

	 Para	 el	 Batllismo,	 hoy	 como	 siempre,	 las	 políticas	 sociales	 deben	 estar	 direccionadas	

primordialmente	a	superar	la	pobreza	y	no	apenas	a	mitigarla	

	

Uruguay	 consagró	 tempranamente	 un	 sistema	 institucionalizado	 de	 políticas	 sociales	 en	 la	

primera	 parte	 del	 Siglo	 XX	 con	 el	 liderazgo	 de	 José	 Batlle	 y	 Ordoñez.	 Este	 sistema	 de	 carácter	

universalista	era	de	amplia	cobertura	en	el	campo	educativo,	 laboral	y	de	salud,	con	capacidad	

inicial	de	incorporar	a	la	mayoría	de	la	población	urbana	y,	después,	a	los	trabajadores	rurales.	

	

	 El	 “Estado	de	bienestar”	Batllista	 se	estructuró	sobre	cuatro	pilares:	 la	asistencia	pública,	

referida	principalmente	a	los	servicios	de	salud,	la	educación	pública,	la	regulación	del	mercado	

de	 trabajo	 y	 la	 política	 de	 previsión	 social.	 La	 combinación	 de	 estos	 pilares	 permitió	 la	

implementación	de	una	matriz	de	seguridad	social	capaz	de	atender	los	problemas	vinculados	a	la	

protección	laboral,	la	transformación	económica	y	la	integración	social,	generando	así	las	bases	de	

una	sociedad	hiper	integrada	e	igualitaria.	

	

	 A	comienzos	de	la	década	del	50,	durante	el	gobierno	colorado	de	J.J.	de	Amézaga	se	creó	

el	sistema	de	Asignaciones	Familiares,	otro	instrumento	que	también	resultó	potente	y	virtuoso.	

	

	 En	los	recientes	gobiernos	Batllistas,	se	implementaron	nuevas	formas	de	intervención	para	

llegar	a	los	sectores	más	vulnerables,	en	particular	a	la	primera	infancia,	y	mejorar	las	condiciones	

laborales	y	sociales:	

• Centros	CAIF	creados	durante	el	primer	gobierno	de	Sanguinetti.	
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Focalización	 social	 en	 la	 niñez	 de	 la	 reforma	 educativa	 durante	 del	 segundo	 gobierno	 del	

presidente	Sanguinetti,	que	estableció	la	educación	pública	preescolar	para	niveles	4	y	5	años,	las	

escuelas	de	 tiempo	completo	y	 la	completa	cobertura	alimentaria	de	 los	niños	en	 las	escuelas	

públicas.	

	

	 Programa	de	Infancia,	Adolescencia	y	Familia	en	Riesgo	(INFAMILIA)	durante	el	gobierno	

del	presidente	Jorge	Batlle,	cuyo	objetivo	fue	mejorar	las	condiciones	de	vida	e	inserción	social	de	

los	niños	y	adolescentes	en	situación	de	riesgo	social	y	de	su	grupo	familiar.		

	

	 Luego	 se	 aprobó	 la	 extensión	 del	 régimen	 de	Asignaciones	 Familiares	 para	 hogares	 por	

debajo	de	un	cierto	umbral	de	ingresos,	sin	importar	su	situación	de	empleo.		

	

	 Entre	1985	y	2005	la	mortalidad	infantil	cayó	casi	a	la	mitad,	pasó	de	25,4%	a	13,2%.	

	

	 A	partir	 de	2005,	 el	 Frente	Amplio	 redefinió	 las	políticas	 sociales	 aplicando	políticas	más	

asistencialistas,	de	pagos	sin	establecer	contrapartidas	o	sin	controlar	el	efectivo	cumplimiento	

en	 los	 casos	de	 las	 contrapartidas	exigidas	para	 los	 subsidios	existentes	previos	a	 su	acceso	al	

gobierno.	Adicionalmente,	el	MIDES	usa	métodos	de	 relativa	opacidad	y	eficacia	para	 identificar	

grupos	 de	 personas	 y	 zonas	 vulnerables	 a	 las	 cuales	 asistir.	 Por	 eso	 existe	 la	 sospecha	 de	

asistencias	más	vinculadas	al	clientelismo	político	y	en	menor	medida	a	mediciones	objetivas,	que	

no	ha	sido	despejada	con	claridad.		

	

	 Los	 resultados	 obtenidos	 han	 sido	 en	 algún	 poco	 significativos	 para	 el	 volumen	 de	

recursos	 destinados	 y,	 en	 la	 mayoría,	 directamente	 opuestos	 a	 los	 objetivos	 que	 se	 declara	

perseguir	para	las	principales	áreas	de	actuación	de	las	políticas	sociales:		

	

	 Los	asentamientos	 irregulares	 aumentaron	en	 los	últimos	quince	 años	 su	población,	 su	

cantidad	y	su	extensión	relativa.	Se	ha	consolidado	un	proceso	de	segregación	socio-territorial	

de	 sus	 habitantes	 derivado	 de	 carencias	 de	 acceso	 a	 uno	 o	 varios	 servicios	 de	 infraestructura	

urbana	básica	(saneamiento,	drenaje,	luz,	agua	potable,	alumbrado,	vialidad,	espacios	públicos)	y	a	

movilidad	urbana.	
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	 Las	carencias	de	acceso	a	servicios	urbanos	y	movilidad	aumentan	las	dificultades	de	acceso	

a	servicios	educativos,	de	atención	a	la	salud	y	de	empleo.	Se	interrelacionan	y	potencian	entre	sí	

la	 segregación	 territorial,	 social	 y	 económica,	 desarrollando	 procesos	 de	 exclusión	 social	 que	

devienen	 cambios	 profundos	 de	 valores	 y	 conductas	 que	 minan	 la	 integración	 social	 de	 las	

personas	y	el	 capital	 social	de	 la	economía.	El	aumento	de	 la	desintegración	social,	 las	tasas	de	

criminalidad	y	el	poder	de	grupos	que	operan	 ilegalmente,	hace	que	sea	 imperioso	 revertir	este	

proceso	de	anomia	y	descaecimiento.	Según	estimaciones	recientes	de	la	organización	Techo,	que	

no	han	sido	desmentidas	con	datos	ciertos	por	nadie,	 los	asentamientos	 irregulares	han	crecido	

en	 cantidad	 de	 pobladores,	 de	 165.000	 a	 200.000,	 y	 de	 hogares,	 de	 48.000	 a	 60.000,	 en	 los	

últimos	15	años.	Aumentó	su	extensión	y	también	su	cantidad,	de	aproximadamente	560	a	650.	

Los	residentes	en	asentamientos	irregulares	en	Montevideo	superan	el	11%	de	la	población	total	

del	departamento.	Sin	datos	oficiales	actualizados,	el	gobierno	ha	admitido	que	el	crecimiento	del	

número	de	asentamientos	ha	 sido	al	menos	de	3,5%	entre	2011	y	2018,	 sin	disponer	o	divulgar	

cifras	de	encuestas	propias	sobre	la	cantidad	de	pobladores	y	hogares	asentados.	

	

	 La	 deserción	 estudiantil	 de	 menores	 es	 muy	 alta,	 y	 aumenta,	 mientras	 las	 pruebas	 de	

conocimientos	 muestran	 malos	 resultados	 en	 los	 dos	 niveles	 educativos.	 Haber	 dejado	 de	

condicionar	la	Asignación	Familiar	a	la	concurrencia	continuada	a	clase	de	los	menores	y	negarse	a	

utilizar	las	prestaciones	de	otros	subsidios	como	mecanismos	de	incentivo	para	inducir	la	asistencia	

a	escuelas	y	liceos,	es	un	error	grave	de	alto	impacto	negativo	en	las	posibilidades	de	esos	niños	y	

jóvenes.	

	

	 El	crecimiento	de	la	delincuencia	 juvenil	entre	desertores	del	sistema	educativo,	muchas	

veces	beneficiarios	del	Mides,	es	una	realidad	lacerante	para	la	sociedad	y	una	de	las	principales	

causas	de	desprestigio	de	las	políticas	sociales	entre	buena	parte	de	la	población	que	las	financia	

con	sus	impuestos.	

	

	 Aún	con	montos	significativamente	acrecentados	de	transferencias	monetarias	realizadas	a	

grandes	grupos	de	beneficiarios,	el	propio	gobierno	estima	que	el	PANES	redujo	 la	desigualdad	

apenas	en	0,09%,	resultado	que	es	peor	si	se	mide	por	el	reconocido	Índice	de	Gini,	que	muestra	

que	la	caída	de	la	desigualdad	alcanzó	un	0,004%.	

	



 

84  

	 Para	quienes	abordan	con	una	visión	meramente	materialista	del	fenómeno	social	y	creen	

que	 la	 condición	de	 las	 	personas	está	determinada	por	 su	pertenencia	a	una	clase	 social	 y,	por	

consiguiente,	que	es	relativamente	irrelevante	el	esfuerzo	que	realicen	por	su	superación,	es	lógico	

concluir	en	la	conveniencia	de	distribuir	dinero	entre	los	necesitados	durante	años	sin	exigirles	por	

ello	 que	 se	 eduquen	 y	 capaciten,	 pues	 entienden	 que	 es	 el	 cambio	 de	 las	 estructuras	 de	 la	

sociedad	 las	 que	 determinarán	 su	 mayor	 bienestar	 y	 no	 su	 conducta	 individual.	 En	 este	

razonamiento,	 los	 pobres	 sufrirán	por	 siempre	 y	 serán	una	 carga	 creciente	para	 el	 resto	de	 la	

sociedad.	

	

	 Los	Batllistas,	de	un	humanismo	liberal	y	republicano,	por	el	contrario,	sentimos	que	es	un	

deber	moral	 de	 la	 sociedad	 asegurar	 la	 igualdad	 de	 oportunidades	 a	 todos	 sus	miembros,	 no	

para	dar	una	dádiva	ocasional	a	los	más	desfavorecidos,	que	podrá	ser	mayor	o	menor	según	la	

prosperidad	de	la	economía,	sino	para	proporcionar	con	urgencia	medios	que	les	permitan	por	

su	propio	esfuerzo	superar	su	circunstancia	 inicial.	Con	su	educación,	capacitación	y	adquisición	

de	habilidades,	la	persona	no	solo	se	dignifica	a	sí	misma,	sino	que	mediante	su	incremento	de	

productividad	 y	 como	 resultado	 de	 ello	 de	 sus	 ingresos,	 resulta	 un	 factor	 de	mutación	 de	 sí	

mismo,	su	entorno	familiar	y	motivador	indirecto	de	la	mejora	social.		

	 La	vieja	discusión	hace	mucho	tiempo	superada	en	países	prósperos	y	que	insólitamente	se	

reinstaló	en	Uruguay,	vuelve	a	quedar	 laudada	a	 favor	del	Batllismo	ante	el	 rotundo	 fracaso	del	

asistencialismo	frenteamplista.		

	 Después	 de	 tres	 lustros	 de	 gobiernos	 del	 FA,	 las	 políticas	 sociales	 Batllistas	 se	 ven	

revalorizadas	por	contraste	con	 los	resultados	de	 las	políticas	sociales	asistencialistas.	toca	ahora	

volver	 a	 retomar	 la	 senda	 de	 la	 equidad	 creando	 condiciones	 que	 no	 solo	 permitan,	 sino	 que	

promuevan	que	 los	sectores	más	carenciados	se	eduquen,	capaciten,	atiendan	mejor	su	salud,	

obtengan	empleo	y	se	integren	socialmente.			

	 Para	 el	 Batllismo,	 hoy	 como	 siempre,	 las	 políticas	 sociales	 deben	 estar	 direccionadas	

primordialmente	 a	 superar	 la	 pobreza	 y	 no	 apenas	 a	 mitigarla;	 a	 fortalecer	 la	 libertad	 a	 las	

personas	 y	 no	 a	 sumirlas	 en	 la	 dependencia	 de	 los	 gobernantes;	 a	 apostar	 por	 valores	 de	

responsabilidad,	laboriosidad	y	dignidad.		

	

2. Salud	pública:	apuntes	críticos	y	replanteo	de	objetivos		
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	 El	 Sistema	 Nacional	 de	 Salud	 no	 ha	 cumplido	 con	 las	 demandas	 de	 sus	 usuarios	 ni	

prestadores.	 Los	 pacientes	 no	 reciben	 la	 atención	 debida,	 los	 recursos	 humanos	 y	materiales	

están	mal	distribuidos	y	peor	gestionados,	y	 los	financieros	se	malgastan.	El	desfinanciamiento	

del	 Fonasa	 está	 a	 punto	 de	 transformarse	 en	 un	 problema	 de	 enorme	 complejidad	 en	 lo	

financiero	y	asistencial,	casi	tan	grave	como	el	que	afecta	a	la	Seguridad	Social.	

Deben	 levantarse	 las	 restricciones	 por	 el	 “Corralito	 Mutual”,	 respetando	 el	 derecho	 las	

personas	a	la	libre	elección	de	su	prestador	de	servicio	de	salud		

	 Siete	obstáculos	fundamentales	que	se	deben	remover	para	alcanzar	un	nivel	razonable	de	

eficiencia:	

	

- Discriminación:	Los	usuarios	no	tienen	acceso	igualitario	a	la	tecnología.	

- Insuficiencia:	Faltan	recursos	para	atender	adecuadamente	a	los	pacientes.	

- Ineficiencia:	Se	desperdician	recursos	y	se	generan	gastos	innecesarios.	

- Carencia	de	calidad:	los	estándares	posibles	son	muy	mayores	con	los	mismos	recursos.	

- Demanda	insatisfecha:	Los	requerimientos	de	los	usuarios	no	se	cubren.	

- Tarifas:	Los	precios	de	los	servicios	aumentan	constantemente.	

- Falta	de	integralidad:	Daños	emocionales	y	económicos	por	falta	de	protección	y	apoyo.				

	 Ante	la	situación	existente	en	la	salud,	entendemos	que:	

• Se	debe	respetar	el	derecho	de	los	usuarios	a	la	libre	elección	de	su	prestador	de	servicios	

de	salud,	levantando	las	restricciones	impuestas	por	el	“corralito”	mutual.	

• Se	debe	revertir	el	desequilibrio	entre	oferta	y	demanda	de	personal	especializado,	y	 la	

inadecuada	distribución	de	ese	personal	entre	la	capital	y	el	interior	del	país.		

• El	desfinanciamiento	del	Fonasa	es	de	una	magnitud	solo	superada	por	el	de	la	Seguridad	

Social.	 El	 igual	 que	 en	 ésta,	 es	 necesario	 realizar	 una	 reestructura	 del	 sistema	 pues,	 en	 caso	

contrario,	amenaza	transformarse	en	un	problema	de	difícil	control	en	lo	financiero	y	asistencial.	

• Se	 deben	 atender	 las	 necesidades	 de	 infraestructura	 de	 la	 salud,	 centros,	 policlínicas	 y	

capacidad	de	camas	en	las	instituciones,	priorizando	el	grave	deterioro	de	instalaciones	públicas.		

• Los	 prestadores	 de	 salud	 deberán	 contar	 con	 una	 auditoría	 operativa	 externa	 anual	 e	

independiente,	que	verifique	sus	resultados	según	los	indicadores	de	prestación	de	los	servicios,	

cuyos	resultados	serán	de	conocimiento	público.	

• Debe	 reverse	 la	 reglamentación	 en	 inversiones	 e	 implantación	 tecnológica,	 que	 no	 es	

adecuada	y	las	hace	enteramente	dependientes	de	la	voluntad	política.	
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• Se	debe	corregir	el	escaso	desarrollo	de	las	tecnologías	de	información	que	dan	apoyo	a	los	

procesos	decisorios	y	de	control	de	gestión.		

• Es	necesario	revertir	la	excesiva	centralización	tecnológica	en	Montevideo,	que	genera	una	

amplia	brecha	de	acceso	a	la	tecnología	según	el	lugar	de	residencia	de	las	personas.		

• Se	debe	superar	el	escaso	desarrollo	de	investigaciones	en	gestión	clínica.	

• Los	legisladores	Batllistas	se	comprometen	a	promover	el	debate	parlamentario	respecto	a	

la	aprobación	de	legislación	que	consagre	el	derecho	de	las	personas	a	establecer	su	testamento	

vital,	entendido	como	expresión	de	su	voluntad	sobre	las	atenciones	médicas	que	desea	recibir	en	

caso	de	padecer	una	enfermedad	 irreversible	o	 terminal	que	 le	 lleve	a	un	estado	que	 le	 impida	

expresarse	por	sí	misma.		

• Los	legisladores	Batllistas	promoverán	la	aprobación	de	normas	que	mejoren	la	integración	

social	 de	 las	 personas	 con	 disminución	 auditiva,	 estableciendo	 que	 la	 comunicación	 audiovisual	

que	 realicen	 las	 instituciones	 y	 empresas	 públicas,	 los	 canales	 de	 televisión	 del	 Estado	 y	 los	

informativos	de	los	canales	privados	de	televisión	abierta	deberán	tener	subtítulos	para	permitir	

su	comprensión	cabal	a	los	discapacitados	auditivos.		

• La	 partida	 destinada	 a	 compra	 de	 medicamentos	 de	 alto	 costo	 por	 parte	 del	 Fondo	

Nacional	de	Recursos	representa	el	20%	de	su	presupuesto	anual.	Se	buscará	 triplicar	el	monto,	

aumentando	a	los	efectos	la	partida	presupuestal	anual	del	Fondo	Nacional	de	Recursos.	

	

3. Juventud:	un	énfasis	imprescindible	

	 Los	 jóvenes	 uruguayos	 tienen	 grandes	 dificultades	 para	 conseguir	 trabajo,	 acceder	 s	

vivienda	 propia,	 independizarse	 de	 sus	 familias	 y	 emprender	 por	 cuenta	 propia	 Esta	 aridez	

supone	a	menudo	una	expulsión	al	extranjero.	Emigran	buena	parte	de	los	más	preparados	y	esa	

es	una	perdida	que	afecta	a	toda	la	sociedad	y	condiciona	las	expectativas	de	futuro.	

	 La	 oferta	 de	 educación	 intermedia,	 estación	 educativa	 final	 para	 la	 gran	mayoría,	 no	 es	

atractiva	 ni	 útil	 a	 los	 efectos	 laborales	 y	 no	 les	 da	 perspectivas	 de	 mejora	 personal.	 Todas	 las	

limitantes	se	agravan	si	provienen	de	los	sectores	de	menores	ingresos.		 Las	 mujeres	 jóvenes,	 y	

más	aun	sin	son	madres,	tienen	aún	peores	dificultades.	

	 La	insatisfacción	y	frustración	grave,	que	se	trasunta	en	el	abandono	de	la	búsqueda	de	

trabajo,	 los	 aumentos	 de	 la	 deserción	 educativa,	 la	 emigración,	 las	 adicciones,	 las	 consultas	

médicas,	la	situación	de	calle,	la	participación	en	delitos	y	el	aumento	del	índice	suicidio	juvenil.	
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	 Los	 problemas	 laborales	 son	 producto	 del	 estado	 de	 la	 economía,	 pero	 la	 cuestión	

vocacional	se	debe	a	las	deficiencias	de	un	sistema	educativo	que	no	encuentra	los	caminos	para	

generar	el	deseo	de	aprender.		

	

En	 el	 marco	 de	 las	 propuestas	 de	 educación	 dual	 y	 de	 la	 incorporación	 temprana	 de	

competencias,	 se	 incentivará	 la	capacitación	de	 jóvenes	en	edad	 liceal	 en	habilidades	digitales	

avanzadas,	como	robótica,	impresión	3D,	realidad	virtual	y	big	data.	

4. Violencia	Doméstica:	edificar	protección	eficiente	

	

	 Para	reforzar	y	tornar	más	eficiente	el	apoyo	a	 los	programas	de	combate	a	 la	violencia	

doméstica,	se	dispondrá	de	nuevas	viviendas	de	acogida	temporal	para	las	víctimas	y	sus	familiares	

a	 cargo.	 Se	 tratará	 de	 uno	 o	 más	 conjuntos	 edilicios	 en	 la	 zona	 urbana.	 Estos	 constarán	 de	

viviendas	 individuales	 aptas,	 oficina	 policial	 de	 monitoreo,	 guardería,	 policlínica	 y	 otras	

dependencias	 necesarias	 para	 brindar	 servicios	 sociales	 de	 asistencia	 a	 las	 víctimas	 durante	 el	

lapso	determinado	por	la	Justicia.	

Más	allá	de	los	sistemas	que	se	utilizan	actualmente,	los	edificios	de	localización	centralizada	de	

las	víctimas	de	mayor	y	persistente	violencia	serán	más	eficientes	el	uso	de	recursos	humanos	y	

tecnológicos	destinados	a	su	protección.	

	

5. Excelencia:	Educación	Dual	e	Incentivos	

	

	 Impulsar	 el	 desarrollo	 de	 la	 formación	 dual	 que	 permita	 que	 compartan	 un	 trabajo	 de	

tiempo	 parcial	 con	 la	 concurrencia	 a	 un	 centro	 educativo.	 Así,	 se	 recibe	 capacitación	 en	 las	

actividades	 laborales,	 sumando	 su	 incremento	 de	 habilidades	 prácticas	 como	 créditos	 para	

aprobar	sus	estudios	teóricos,	mientras	la	empresa	logra	un	mejor	y	más	rápido	aprendizaje	de	

sus	nuevos	operarios.	

	 Debemos	 dar	 mayor	 impulso	 a	 los	 programas	 de	 capacitación	 laboral	 existentes,	

ampliando	su	oferta	en	forma	dinámica	según	las	necesidades	del	mercado	laboral.	

.	

	 Desarrollar	un	programa	de	estímulos	más	vigoroso	al	empleo	joven.	
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	 Crear	un	sistema	de	premios	e	incentivos	para	los	jóvenes	que	logren	altos	desempeños	

educativos	en	los	diferentes	niveles	de	la	enseñanza.	

	 Crear	un	 fondo	concursable	para	 financiar	 con	 recursos	derivados	de	 la	 rentabilidad	del	

BROU	 emprendimientos	 empresariales	 de	 jóvenes	 que	 sean	 seleccionados	 por	 tribunales	

rotativos	de	expertos.	

	 Crear	premios	 a	 la	 excelencia	 universitaria	 que	 les	 paguen,	 a	 aquellos	 estudiantes	 que	

cursen	sus	carreras	con	desempeños	excelentes,	los	costos	totales	requeridos	para	realizar	cursos	

de	posgrado	en	centros	educativos	de	primer	nivel	mundial.		

	 Desarrollar	 programas	 de	 capacitación	 en	 empresas	 donde	 trabajadores	 jubilados	

transmitan	sus	conocimientos	a	trabajadores	jóvenes.	

	 Crear	un	programa	de	comunicación	de	amplia	difusión	respecto	a	los	efectos	nocivos	del	

consumo	de	alcohol	y	drogas	y	las	alternativas	asistenciales	disponibles.	
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VIII 

LAS	CIUDADES,	LA	INFRAESTRUCTURA		
Y	LA	VIVIENDA	

	

1. Gestión	de	Montevideo	y	el	Área	Metropolitana	

	 En	Montevideo	y	su	área	metropolitana,	sin	solucionar	las	desigualdades	territoriales	de	

acceso	 a	 movilidad	 y	 servicios	 de	 infraestructura	 urbana	 básica	 (saneamiento,	 energía,	 agua	

potable,	 vivienda	 digna,	 movilidad),	 las	 políticas	 de	 integración	 social	 están	 condenadas	 a	 la	

mediocridad	en	 sus	 resultados.	 Las	 posibilidades	 reales	 de	 las	 personas	de	 acceder	 a	 empleo,	

educación	y	salud	están	afectadas	negativamente	por	el	alto	costo	de	la	vivienda	y	los	tiempos	y	

los	costos	de	la	movilidad.	

	

	 Estas	 restricciones	 se	 distribuyen	 con	 inequidad:	 las	 personas	 de	menores	 ingresos	 y	 las	

que	 viven	 en	 la	 periferia	 de	 la	 ciudad,	 tienen	 muchas	 menos	 posibilidades	 de	 acceder	 a	 las	

oportunidades	de	mayor	bienestar	que	otorga	la	vida	urbana.	

	 El	 actual	 modelo	 de	 gestión	 urbana	 de	 Montevideo	 es	 insustentable	 económica	 y	

socialmente.		Sus	efectos	negativos	se	extienden	más	allá	de	lo	urbanístico	en	las	áreas	de	empleo,	

prestación	de	servicios	educativos	y	de	salud,	 la	convivencia	social,	 la	criminalidad,	 la	calidad	de	

vida	y	el	bienestar	de	la	población	y,	en	última	instancia,	en	el	debilitamiento	de	las	instituciones	

por	desintegración	del	tejido	social.	

Un	factor	clave	para	explicar	el	alto	costo	de	la	vivienda	en	Montevideo	urbano	son	las	diversas	

regulaciones	 que	 restringen	 la	 oferta	 de	 suelo,	 su	 factor	 de	 ocupación,	 altura,	 retiros,	

zonificaciones.	Los	tiempos	y	costos	burocráticos	de	 los	trámites	requeridos	por	 los	permisos	de	

construcción	y	la	regularización	de	obras,	inciden	adicionalmente	en	las	posibilidades	de	acceder	a	

crédito	hipotecario	para	adquisición	de	vivienda	tanto	nueva	como,	principalmente,	usada.		

	 Para	 abaratar	 las	 inversiones	 requeridas	 en	 nuevas	 redes	 de	 infraestructura	 urbana	

(saneamiento,	agua,	luz,	pavimentos,	alumbrado)	y	los	costos	operativos	de	la	prestación	de	esos	

servicios,	se	debe	promover	la	densificación	de	la	ciudad.	

	 Las	 concentraciones	 de	 empresas	 en	 las	 áreas	 centrales	 y	 los	 subcentros	 de	 negocios	

potencian	 la	 productividad	por	 un	 volumen	mayor	 de	oferta	 y	 demanda	de	mano	de	obra	que	
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permitirá	 un	 apareamiento	 más	 eficiente	 entre	 las	 aptitudes	 demandas	 por	 las	 empresas	 y	 la	

oferta	disponible	de	trabajadores.			

	 Para	aumentar	la	densificación	y	la	concentración	urbana	se	propone:	

• Impulsar	 la	 flexibilización	 de	 las	 normas	 restrictivas	 de	 edificación	 para	 promover	 el	

desarrollo	del	área	central	de	negocios	de	Montevideo	(Ciudad	Vieja,	Centro)	y	su	subcentro	de	

negocios	(Punta	Carretas,	Pocitos,	Buceo)	y	el	subcentro	de	Ciudad	de	la	Costa.		

• Autorizar	la	creación	de	Zonas	Francas	digitales	de	Servicios	en	los	centros	y	subcentros	de	

negocios.	

• Crear	un	mercado	de	bonos	representativos	de	derechos	adicionales	de	edificación	que	se	

comercializarán	en	la	Bolsa	de	Valores.			

• No	se	discriminará	negativamente	a	Montevideo	urbano	en	los	incentivos	a	la	inversión.		

• Se	promoverá	 la	 incorporación	 de	 nuevos	materiales	 y	 sistemas	 constructivos	 (madera,	

impresión	 3D,	 contenedores	 adaptados,	 entre	 otros)	 aprobándolos	 para	 abaratar	 costos	 de	

construcción.	

• Se	 promoverá	 la	 desburocratización	 y	 simplificación	 de	 los	 trámites	 de	 autorización	 y	

registro	vinculados	a	la	construcción	y	adquisición	de	viviendas	para	disminuir	los	requerimientos	

de	tiempos	y	costos	y	facilitar	el	acceso	a	crédito	hipotecario.	

	 La	movilidad	es	indispensable	para	acceder	a	las	oportunidades	de	la	ciudad.	De	poco	sirve	

la	disponibilidad	de	servicios	educativos,	sanitarios,	asistenciales	y	de	esparcimiento	si	las	personas	

no	 pueden	 acceder	 a	 ellos	 por	 restricciones	 en	 la	 movilidad.	 En	 Montevideo,	 la	 movilidad	

discrimina	negativamente	por	nivel	de	ingreso.	Las	personas	de	altos	ingresos	tienen	la	mitad	de	

la	 inmovilidad	que	 las	de	 ingresos	bajos,	hacen	40%	más	viajes	diarios	y	cuando	 los	viajes	son	

por	motivo	laboral	(principal	motivo	en	todos	los	niveles	de	ingreso)	necesitan	en	promedio	una	

hora	menos	cada	día	para	realizarlos,	considerando	los	principales	modos	de	transporte	que	utiliza	

uno	y	otro	grupo	(auto	y	bus).		

	 La	sustitución	del	transporte	individual	motorizado	por	el	transporte	colectivo	disminuye	la	

congestión	 y	 los	 tiempos	generales	de	 traslados,	 la	necesidad	de	 lugares	de	estacionamiento,	 la	

contaminación	ambiental,	 la	siniestralidad	y	contribuye	a	abaratar	el	costo	unitario	de	transporte	

colectivo.	Por	 todos	estos	motivos	 la	 Intendencia	de	Montevideo	 se	 fijó	esta	 sustitución	 como	

uno	de	sus	objetivos	estratégicos	de	gestión.	Realizó	inversiones	millonarias	por	40	millones	de	

dólares	en	el	corredor	Garzón	y	desde	2012	paga	a	las	empresas	transportistas	un	subsidio	a	sus	

costos	 que,	 este	 año	 2019,	 está	 presupuestado	 en	 25	 millones	 de	 dólares.	 Esto	 se	 suma	 al	
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subsidio	al	precio	del	gasoil	que	les	otorga	el	gobierno	central	por	alrededor	de	40	millones	de	

dólares	anuales.		

	 Sin	 embargo,	 pese	 a	 los	 cuantiosos	 fondos	 asignados,	 los	 resultados	 obtenidos	 son	

exactamente	 opuestos	 a	 los	 perseguidos:	 la	 cantidad	 de	 usuarios	 del	 sistema	 baja	

ininterrumpidamente	desde	hace	diez	años,	la	cantidad	de	vehículos	particulares	aumenta	año	a	

año	 y	 el	 precio	 del	 boleto	 también.	 El	 desempeño	 del	 sistema	 colectivo	 es	 considerado	

insatisfactorio	para	amplias	capas	de	 la	población	montevideana	que	se	queja	principalmente	de	

los	 altos	 tiempos	 de	 traslados,	 la	 incomodidad	 del	 servicio	 y	 su	 costo.	 Para	 solucionar	 estos	

problemas	proponemos	reforma	del	sistema	de	transporte	colectivo	que	supone:	

• Procesos	competitivos	para	la	adjudicación.	

• Plazos	fijos	de	concesión	según	la	vida	útil	de	los	vehículos.	

• Incorporar	unidades	nuevas	en	cada	adjudicación.	

• Diseñar	nuevos	ruteos	que	optimicen	la	relación	pasajeros	/kilómetro.	

• Asociar	el	 ingreso	de	 los	permisarios	a	 la	distancia	 recorrida	y	 la	calidad	de	desempeño	

del	servicio	y	no	por	pasajero	ascendido.	

• Migración	de	la	flota	a	motores	eléctricos.	

• No	 seguir	 cargando	 al	 costo	 del	 boleto	 las	 tareas	 de	 los	 guardas	 remanentes,	 que	 han	

quedado	obsoletas	por	la	incorporación	de	la	tecnología	digital.	

• Derogar	 el	 subsidio	 de	 la	 Intendencia	 de	 Montevideo	 a	 las	 empresas	 transportistas	 y	

destinar	parte	del	monto	a	acreditar	 viajes	 a	 ciudadanos	que	no	perciben	 ingresos	 suficientes	

para	utilizar	ómnibus.	La	parte	restante	se	dedicará	a	facilitar	la	financiación	de	la	reestructura	

del	sistema	de	transporte	de	pasajeros	en	el	área	metropolitana.	

	

	

	

2. Gestión	de	la	Infraestructura	

	 La	 infraestructura	debe	de	 ser	 capaz	de	dar	accesibilidad,	 calidad,	 seguridad,	a	un	precio	

razonable	 y	 en	 forma	 sostenible,	 que	 permita	 el	 desarrollo	 de	 la	 vida	 de	 los	 ciudadanos	 y	 la	

competitividad	de	su	producción.			

	 Al	dejar	el	Partido	Colorado	el	Gobierno	en	2005,	en	el	ranking	de	infraestructura,	Uruguay	

se	encontraba	a	la	cabeza	de	los	indicadores	de	infraestructura	en	América	Latina.	
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3. Gestión	de	la	red	vial	

	 En	2005	la	red	vial	nacional	movía	cinco	millones	de	toneladas	del	agro,	existía	un	stock	de	

carreteras	 para	 diez	 años	 y	 la	 demanda	 de	 la	 producción	 centrada	 en	 Montevideo	 y	 Nueva	

Palmira/Fray	Bentos.	

	 Esta	 situación	 cambió	 radicalmente	 en	 los	 últimos	 15	 años	 en	 que	 se	 cuatriplicó	 la	

demanda	 de	 infraestructura	 vial	 con	 la	 incorporación	 de	 una	 demanda	 previsible	 de	 la	

forestación	de	doce	millones	de	toneladas	anuales	y	una	nueva	demanda	de	la	agricultura	que	

sumó	cinco	millones	de	toneladas	por	año.	

	 Mientras	tanto,	la	inversión	vial	se	redujo	en	forma	alarmante	a	menos	de	la	mitad	de	lo	

que	había	sido	la	inversión	en	el	año	2000.	De	esta	forma,	el	stock	de	carreteras	se	redujo	a	una	

quinta	 parte	 y	 al	 cabo	de	 los	 dos	 primeros	 años	 comenzó	 la	 crisis	 de	 carreteras	 en	mal	 estado,	

hasta	que	en	la	actualidad	el	60%	de	ellas	están	en	estado	malo	o	regular.	

	 La	 intención	 de	 utilizar	 las	 Asociaciones	 Público-Privadas	 para	 las	 inversiones	 en	

infraestructura	demostró	que	del	 lado	del	 Estado	no	 se	 contó	 en	 este	 lapso	 con	una	 solvencia	

técnica	y/o	disposición	que	permita	resultados	satisfactorios.	

	 También	se	dio	un	cambio	en	el	destino	de	las	cargas	hacia	Fray	Bentos,	Conchillas	y	Nueva	

Palmira,	no	contemplado	adecuadamente	por	 la	planificación	del	MTOP.	La	red	vial	no	estaba	en	

condiciones	 de	 atender	 esta	 demanda	 agregada	 por	 los	 nuevos	 itinerarios	 de	 la	 carga	 y	 los	

caminos	departamentales	que	 comenzaron	a	 soportar	 cargas	pesadas	 con	pavimentos	 livianos	

fueron	destrozadas	por	el	tránsito	y	la	falta	de	mantenimiento.	

	 Podemos	estimar	que	por	este	concepto	se	han	perdido	desde	2005	hasta	2017	alrededor	

de	2.500	millones	de	dólares	del	patrimonio	vial	del	país.		

	 Como	 contrapartida,	 el	 costo	 del	 transporte	 terrestre	 aumento	 un	 20%	 por	 circular	 en	

carreteras	 en	 malas	 condiciones	 lo	 que	 significa,	 solo	 para	 los	 camiones,	 un	 sobrecosto	 de	 80	

millones	 de	 dólares	 anuales	 que	 se	 traslada	 a	 las	 empresas	 nacionales	 afectando	 su	

competitividad	en	los	mercados	extranjeros.	

	 El	transporte	carretero	no	colapsó	porque	los	privados	aumentaron	su	flota	de	camiones	

en	 un	 50%	 entre	 2007	 y	 2017,	 que	 consumió	 en	 menos	 tiempo	 su	 vida	 útil	 circulando	 por	

carreteras	deterioradas,	produciendo	un	fuerte	deterioro	patrimonial	de	las	empresas.	

	 	

Para	reencauzar	en	un	plazo	de	cinco	años	esa	crítica	situación	se	necesita	un	programa	anual	

de	inversiones	estimado	en	800	millones	de	dólares	(1,5%	del	PBI),	que	podrían	ser	aportados	por	

fondos	nacionales	y	de	las	intendencias.		
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	 Se	propone	crear	un	fideicomiso	vial	para	atender	la	demanda	de	infraestructura	y	blindar	

los	recursos	para	contemplar	la	reinversión	y	mantenimiento	incluyendo	diseño	y	supervisión	de	

obras.	

	 La	ejecución	de	obras	debe	realizarse	mediante	contratos	de	obra	pública	con	obligación	

de	resultados	y	compromiso	de	mantenimiento,	con	o	sin	financiamiento	privado.	

	

4. La	contaminación	de	la	cuenca	del	Plata	

	

	 Un	 problema	 de	 extrema	 gravedad	 es	 la	 contaminación	 de	 las	 cuencas	 en	 general	 y	 en	

particular	en	la	cuenca	del	Plata.	

	 El	desarrollo	agrícola	sumado	a	nuevas	prácticas	ganaderas	y	la	falta	de	tratamiento	de	los	

efluentes	 urbanos	 e	 industriales,	 han	 contaminado	 las	 cuencas	 del	 país	 y	 el	 mapa	 de	

contaminación	 muestra	 que	 prácticamente	 todas	 las	 cuencas	 están	 contaminadas.	 El	 verano	

pasado	fue	notorio	el	desarrollo	de	cianobacterias	y	la	inhabilitación	de	las	playas	desde	el	litoral	

hasta	el	océano.	Sin	playas,	se	acaba	el	turismo.	

	 El	uso	del	suelo	por	agregado	de	fósforo	y	nitrógeno	es	causante	de	las	cianobacterias	del	

agua,	y	la	pérdida	del	carbono	fijado	en	la	tierra	por	erosión	es		el	segundo	factor	en	la	producción	

de	gases	de	efecto	invernadero.		

	 En	la	responsabilidad	de	esta	contaminación	se	debe	tener	presente	que	Uruguay	genera	el	

3%	de	la	contaminación,	pero	recibe	el	100%	de	los	perjuicios.	

	 La	 Cancillería	 está	 omisa	 y	 no	 ha	 tenido	 ninguna	 reacción	 ante	 esta	 situación.	 No	 se	

realizan	pruebas	documentales	y	técnicas	del	origen	y	responsabilidad	de	los	contaminantes	para	

requerir	 que	 los	 países	 vinculados	 comiencen	 a	 realizar	 un	 uso	 responsable	 del	 suelo	 y	 de	 los	

nutrientes.		

	 Uruguay	 tendrá	 que	 negociar	 y	 quizás	 recurrir	 al	 arbitraje	 internacional	 para	 que	 se	

indemnice	al	país	o,	al	menos,	que	se	corrijan	las	prácticas	de	uso	del	suelo	de	los	países	vecinos.	

En	esto	le	va	la	vida	al	país.	
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5. Gestión	de	la	Vivienda	

	

	 Para	 una	 población	 que	 vive	 muy	 mal,	 con	 varias	 necesidades	 básicas	 insatisfechas,	

debemos	afectar	terrenos	pertenecientes	al	Estado,	así	como	el	uso	de	infraestructuras	edilicias	

en	desuso	ubicadas	en	zonas	urbanas.		

	 Se	flexibilizarán	en	cierta	medida	los	requisitos	de	metrajes	mínimos	de	las	viviendas.		

	 Se	debe	reglamentar	el	sistema	de	viviendas	compartidas,	donde	en	un	mismo	edificio	se	

ubican	 diversas	 habitaciones	 privadas	 con	 baño	 propio	 y	 áreas	 de	 uso	 común	 como	 forma	de	

impulsar	soluciones	habitacionales	que	tanto	pueden	aplicarse	a	los	segmentos	de	bajos	ingresos	

como,	 con	 diferentes	 prestaciones,	 a	 segmentos	 de	 ingresos	medios,	 de	 jóvenes,	 de	 grupos	 de	

afinidad,	y	otros.		

	 Este	sistema	permitiría	utilizar	una	capacidad	ociosa,	en	Montevideo	urbano,	de	viviendas	

aptas	para	esta	finalidad.	

Se	propone	adaptar	la	metodología	utilizada	por	Mevir	a	las	zonas	urbanas.	
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IX 
EL	ESTADO	IMPRESCINDIBLE:	COMPETITIVO	Y	ÚTIL	

	

1. El	Estado	Batllista	y	el	estado	actual	

	 El	 Estado	 Batllista	 fue	 tan	 trastocado	 que	 dejó	 de	 ser	 el	 Estado	 al	 servicio	 de	 los	

ciudadanos,	para	ser	una	estructura	que	tiene	a	buena	parte	del	país	a	su	servicio.	El	Estado	de	

todos	pasó	a	ser	ajeno	y	su	prioridad	es	mal	administrarse	a	sí	mismo.	 Este	 Estado	 tiene	

bifurcaciones	 laberínticas,	muchas	 veces	 insospechadas	 para	 los	 contribuyentes	 y	 demasiados	

funcionarios	 distribuidos	 en	 forma	 desordenada,	 cuya	 capacidad	 está	 desperdiciada	 en	 un	

cúmulo	de	oficinas	superpuestas	cumpliendo,	muchas	veces	por	inercia,	funciones	inútiles.		

Sus	estructuras	a	menudo	suman	trámites	y	dependencias	que,	muchas	veces,	entorpecen	la	

vida	de	los	ciudadanos.	

	

El	Estado	Batllista	modelo	fue	concebido	como	el	"escudo	de	los	débiles"	para	prestar	servicios	

esenciales	y	desarrollar	producciones	estratégicas	que	los	privados	no	querían	o	no	debían	tener	

en	sus	manos.	El	sentido	de	 los	monopolios	públicos	nunca	fue	fijar	tarifas	abusivas	para	derivar	

ganancias	a	la	cobertura	de	agujeros	fiscales	del	gobierno,	ni	anquilosarse	y	encubrir	su	creciente	

ineficiencia	impidiendo	o	acotando	la	competencia,	lo	que	perjudica	a	la	mayoría	de	la	gente.		

	

2. Reducir	del	peso	del	Estado		

• El	costo	de	las	actividades	del	Estado	como	proporción	del	PBI	del	país	ha	aumentado	en	

forma	 continua	 desde	 2005,	 con	 el	 consiguiente	 incremento	 de	 la	 presión	 tributaria	 sobre	 las	

empresas	y	las	familias.	Se	ha	hecho	excesivamente	gravosa	y	deteriora	la	competitividad	de	unas	

y	 el	 presupuesto	 de	 las	 otras.	 Se	 debe	 remover	 esta	 restricción	 mediante	 un	 proceso	 de	

disminución	del	nivel	de	gasto	público.	

• No	 llenar	 las	 vacantes	 que	 se	 produzcan,	 con	 excepción	 de	 las	 realmente	 necesarias	

imprescindibles	 en	 proporción	 de	 3/1,	 según	 áreas	 de	 requerimiento	 administrativo	 y	 de	

integración	social.	

• Reducir	 los	cargos	políticos	y	de	particular	confianza	 llevándolos	a	 la	cantidad	existente	

en	el	año	2004.	

• Reducir	sustancialmente	los	cargos	de	“confianza	personal”	de	ministros	y	jerarcas.	
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• Revisar	 todos	 los	 “contratos”	 personales	 con	 el	 estado,	 que	 suman	 aproximadamente	

13.000	personas,	según	informe	de	la	Oficina	Nacional	de	Servicio	Civil.	

• Reducir	 los	 gastos	 generales,	 por	 fuera	de	 remuneraciones,	pasividades	 y	 transferencias,	

en	20%,	una	quinta	parte.	

• Eliminar	el	subsidio	a	Alur	y	las	pérdidas	de	cemento,	cal	y	otros	sectores	de	ANCAP.	

• Terminar	con	la	reserva	de	mercado	monopólica	a	favor	de	El	Correo	en	la	distribución	de	

correspondencia	de	las	reparticiones	estatales.		

• Controlar	 estrictamente	 las	 licencias	médicas	 pagadas	 por	 el	 BPS,	 cuyo	 costo	 estimó	 el	

Ministro	de	Economía	60	millones	de	dólares	anuales.	

• Restringir	la	prueba	testimonial	para	otorgar	jubilaciones.	

• Ejecutar	 un	 amplio	 programa	 de	 revisión	 de	 las	 regulaciones	 existentes	 similar	 al	

ejecutado	en	1995,	para	clasificarlas,	reformularlas	y	eliminar	las	que	sean	prescindibles.	

• Revisar	el	organigrama	estatal	para	reorganizar	tareas	y	reducir	el	número	de	funcionarios	

públicos	sin	resentir	los	servicios	

• Unir	reparticiones	consolidando	tareas	que	están	duplicadas		

• Eliminar	“agencias”	y	“programas”	que	carecen	de	utilidad	presente.	

• Continuar	unificando	y	centralizando	las	compras	estatales	en	las	grandes	áreas.	

• Crear	un	sistema	de	evaluación	de	políticas	y	programas,	programación	estratégica	general	

y	por	organismo,	y	un	Presupuesto	realmente	quinquenal,	de	forma	que	las	rendiciones	de	cuenta	

anuales	sean	tales	y	no	nuevos	presupuestos.		

• Generar	 sistemas	 nacionales	 integrados	 de	 inversión	 pública	 y	 aplicar	 instrumentos	 de	

gestión	por	resultados.	

• Transformar	la	Oficina	de	Planeamiento	y	Presupuesto	(OPP)	en	la	central	de	formulación	

de	políticas	orientadoras	y	de	evaluación	de	la	gestión.	

• La	 Oficina	 Nacional	 del	 Servicio	 Civil	 (ONSC)	 debe	 actuar	 en	 la	 administración	 y	 gestión	

racional	de	los	recursos	humanos	del	Estado	y	en	la	capacitación	de	los	funcionarios.	

• Asignar	 las	 gerencias	 y	 direcciones	 de	 oficinas	 públicas	 y	 reparticiones	 estatales	 a	

funcionarios	especializados.	

• Fortalecer	 la	 carrera	 profesional	 en	 el	 Estado,	 promoviendo	 la	neutralidad	política	 en	 la	

Administración.	

• Aplicar	un	nuevo	régimen	retributivo,	sujeto	parcialmente	a	compensación	variable	según	

cumplimiento	de	metas	en	todos	los	niveles	de	la	carrera.	
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• Institucionalizar	 un	 sistema	 de	 recursos	 humanos	 profesional	 en	 sus	 diversas	 fases	

(reclutamiento,	selección,	estímulo,	promoción	y	retribución),	creando	la	normativa	necesaria.	

• Aplicar	 una	 política	 frontal	 contra	 la	 corrupción	 y	 las	 prácticas	 viciosas	 en	 el	 Estado,	

dotándolo	de	completa	transparencia,	creando	nuevos	mecanismos	de	control	que	incluyan	a	las	

entidades	paraestatales.	

• Fortalecer	y	hacer	efectiva	la	capacidad	regulatoria	de	la	URSEA	y	la	URSEC.	

• Fortalecer	 la	 Auditoría	 Interna	 de	 la	 Nación,	 el	 Tribunal	 de	 Cuentas,	 la	 Junta	 de	

Transparencia	y	Ética	Pública	y	de	la	Unidad	de	Acceso	a	la	Información	Pública.		

• Aplicar	 el	 criterio	 de	 evaluación	 costo/beneficio	 a	 las	 decisiones	 y	 establecer	 la	

rentabilidad	social	de	los	proyectos.		

• Aplicar	 una	 mayor	 desconcentración	 y	 descentralización	 de	 los	 planes	 públicos	 en	 el	

territorio,	aumentando	la	participación	de	las	entidades	departamentales.	

• Transparentar	 los	 subsidios,	 otorgando	 partidas	 específicas	 que	 se	 aprueben	 en	 el	

Presupuesto.	

	

3. Empresas	públicas	más	ágiles	

Algunas	empresas	públicas	deben	comenzar	a	funcionar	en	un	régimen	competitivo		

	

	 Como	 criterio	 general	 proponemos	 que	 algunas	 empresas	 públicas	 pasen	 a	 actuar	 en	

régimen	de	competencia.	La	forma	de	instrumentar	este	principio	a	los	casos	concretos	dependerá	

de	 las	 particularidades	 de	 los	mercados	 en	 que	 se	 desempeñan.	Un	 ejemplo	 parcial	 válido	 será	

instaurar	la	portabilidad	numérica	para	los	servicios	telefónicos	celulares.	

	 	

El	Estado,	parcialmente	caduco,	se	ha	dedicado,	generalmente	con	pérdida,	a	veces	a	través	de	

empresas	 colaterales,	 a	 producir	 perfumes,	 azúcar,	 biocombustibles,	 bebidas	 alcohólicas,	

comercialización	de	cemento,	servicio	de	call	center,	entre	otras	actividades	que	tuvieron	su	razón	

de	ser	y	ahora	deben	dar	lugar	a	una	gestión	más	concentrada	y	eficaz.		

	

Estas	 colaterales	 “casi	 estatales”	 gozan	 de	 protección,	 por	 lo	 que	 pueden	 tener	 balances	

negativos	 ilimitadamente	 y	 obtener	 préstamos	 y/o	 garantías	 para	 cualquier	 nivel	 de	

endeudamiento	mientras	perciben	subsidios	y	capitalizaciones	periódicas	de	sus	casas	matrices.	
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Luego,	 las	 empresas	 públicas	madres	 cargan	 a	 sus	 costos	 y	 tarifas	 y	 transfieren	 al	 resto	 de	 la	

economía	las	pérdidas	que	soportan	por	sus	colaterales.	Se	propone	que	las	empresas	públicas	

se	desprendan	de	sus	empresas	colaterales	transfiriéndolas	al	sector	privado.	

	

	 Para	 mejorar	 la	 eficiencia,	 el	 control	 y	 la	 transparencia	 de	 la	 gestión	 de	 las	 empresas	

públicas	se	proponen	las	siguientes	medidas:	

	

	 Crear	 de	 un	 holding	 para	 coordinar	 sus	 objetivos	 y	 políticas,	 controlar	 y	 realizar	 el	

seguimiento	de	la	gestión	de	las	empresas	junto	a	OPP	y	evaluar	la	actuación	de	sus	directorios.	

Será	el	responsable	político	último	frente	al	Poder	Ejecutivo	y	el	Poder	Legislativo	y	el	que	canalice	

la	orientación	política	del	 Poder	 Ejecutivo	a	 los	directorios	de	 las	 EEPP,	 con	autoridad	 suficiente	

para	removerlos	en	casos	justificados.	

	

	 Muchas	 empresas	 públicas	 pueden	 convertirse	 en	 sociedades	 anónimas,	 con	 el	 Estado	

como	 accionista	 mayoritario.	 Y	 cotizar	 en	 bolsa	 una	 porción	 de	 su	 capital.	 Esto	 implica,	

adicionalmente,	que	deberían	cumplir	con	las	normas	de	control,	auditoría	e	información	exigidas	

para	las	empresas	cotizantes.	

	

Conformar	sus	directorios	con	criterio	de	idoneidad	profesional	y	representatividad	política,	que	

una	no	impide	la	otra.	Impedir	que	sus	directores	ocupen	cargos	electivos	en	años	posteriores	al	

ejercicio	del	cargo.	

----------------------------------------------------------------------------------------------------------	
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